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PRESENTACIÓN

El Centro de Estudios Históricos del Agrarismo en México, al
presentar esta obra ante el público lector, reconoce el gran
esfuerzo realizado por su autor para resumir, en tan limitado
espacio de exposición, una semblanza histórica de la cuestión
agraria mexicana que abarca varios siglos.

En este trabajo ensayístico, se nota la capacidad profesional
del investigador, aplicada a lograr planteamientos amplios con
base en síntesis sólo obtenibles mediante arduas reflexiones y
análisis de abundante bibliografía y fuentes documentales de
primer orden sobre el tema tratado.

Los lectores habrán de encontrar en la obra juicios y críticas
certeras en cuanto al secular problema generado por las injus-
tas relaciones del campo y la ciudad. La infravaloración del tra-
bajo aplicado por los campesinos a la producción agropecuaria,
traducida en la baja remuneración a su esfuerzo. Las desviacio-
nes ideológicas que eventualmente han tenido y manifestado
algunos gobernantes revolucionarios. El persistente estado de
debilidad política del sector campesino, generado en su falta de
organización y unidad. Las relaciones causa-efecto de algunos
procesos agropecuarios .. y la fundamentada conclusión y de-
nuncia reiterada sobre el error estratégico de visualizar la cues-
tión agraria bajo absurdas dicotomías que -artificialmente-
la excluyen del proceso de desarrollo nacional. En cuanto a los
estudiosos de la materia agraria, habrán de encontrar en esta
obra un importante esfuerzo de recopilación documental que
seguramente mucho les apoyará en sus trabajos de investiga-
ción.

Finalmente, cabe hacer resaltar los interesantes aspectos que
aborda el autor como corolario de su ensayo en los cuales plan-
tea, en términos proyectivos, la política del Estado en materia
de desarrollo rural a partir de las más recientes adiciones al
Artículo 27 de la Constitución.

CARLOTA BOTEY ESTAPE
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PRESENTACIÓN A LA SEGUNDA EDICIÓN

"La Reforma Agraria y la política agrícola han sido una condi-
ción del desarrollo de la industria y del sector urbano, antes
que una condición del desarrollo de la propia agricultura y del
sector rural." Con estas palabras inicia Raúl Salinas de Gortari
el último capítulo de su trabajo; esta afirmación certera es tal
vez la clave para entender la abigarrada historia del agrarismo y
de las políticas agrarias y agrícolas en el país. Más adelante nos
dice el autor: "Los campesinos han terminado por convertirse
en los objetos pasivos de las políticas burocráticas del Estado y
han perdido su cualidad de ser los sujetos activos de su propia
historia. La consecuencia es la crisis agrícola y agraria que ya
dura veinte años."

En efecto, como en algún país de las maravillas, en México la
reforma agraria se hizo para los campesinos pero de ella se
beneficiaron todos los demás sectores sociales; las política s
agrícolas del Estado se diseñaron para los agricultores, pero de
ellas salió fortalecida sólo la propia burocracia gubernamental.

Éstas ·son algunas de las conclusiones que se sacan directa-
mente o se leen entre líneas en el libro que ahora nos ofrece
Raúl Salinas de Gortari. El gran mérito de este pequeño volu-
men, que aquí se presenta en su segunda edición, es que nos
dice en pocas y claras palabras lo que otros tratan de presentar
en pesados tomos, o de negar simplemente. El autor sabe de lo
que escribe: ha sido investigador de la problemática agraria y
funcionario público del sector agrícola desde hace muchos
años. No anda ni por las nubes ni por las ramas: tiene los pies
en la tierra y va a la raíz de las cosas.

En algunos breves capítulos reseña lo esencial del pr-oceso de
la reforma agraria y de las distintas etapas de la política agrícola,
haciendo especial hincapié en los periodos posteriores a la gran
etapa agrarista del cardenismo. Sin aburrir con discusiones téc-
nicas detalladas ni con largos análisis estadísticos, el autor se
refiere a los principales acontecimientos agrícolas de las últimas
décadas: el fin de la autosuficiencia alimentaria, el pesado apa-
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rato burocrático interrnediador entre productores y consumi-
dores; la concentración de la tierra y los recursos en el campo;
los intereses de las empresas transnacionales de tipo agroindus-
trial; el progresivo empobrecimiento de los campesinos; la
cambiante relación entre agricultura e industria. También men-
ciona la búsqueda de nuevas alternativas, emprendidas esporá-
dicamente por el Estado, tales como los ejidos colectivos y las
uniones de producción rural del sexenio echeverrista, la dis-
yuntiva entre las supuestas "ventajas comparativas" yel apoyo
a los campesinos pobres que se debatió ampliamente durante
la administración de López Portillo, así como el controvertido
Sistema Alimentario Mexicano (SAM) de las postrimerías de
aquel sexenio; finalmente, las iniciativas de la administración
de Miguel de la Madrid, que se inscriben en el concepto general
de "desarrollo rural integral" y cuyos frutos aún quedan por
verse.

Tal vez por su formación y experiencia profesionales, el
autor presta particular atención a la relación entre la agricultura
y el Estado; diríamos incluso que adopta la perspectiva del
Estado. Señala las diversas iniciativas, programas, proyectos y
planes que los gobiernos han puesto en marcha en distintas
épocas (en el Apéndice se listan 334 instituciones gubernamen-
tales relacionadas con el campo). Empero, Salinas de Gortari no
pretende que todo ello haya redundado en beneficío de los
campesinos; no nos aporta (el espacio no lo permite) una real
evaluación de cada uno de ellos. En cambio, dice: "Debemos
reconocer un hecho que es fundamental: hasta ahora, las co-
munidades rurales han sido sujetos pasivos, sin participación,
de los programas de los distintos sectores del gobierno federal.
Empero, no han logrado ser todavía sujetos activos del desarro-
llo, a los cuales los programas federales les suministren los apo-
yos [... j Por todo ello, no es aventurado señala! que la crisis
agrícola se asocia con la manera como se articulan los progra-
mas del Estado con los campesinos."

El trabajo de Raúl Salinas de Cortari aporta numerosos ele-
mentos para apoyar esta conclusión, y ello representa, desde
luego, un reto para el porvenir. Faltaría analizar el otro lado de
la moneda: de que manera han resentido estas políticas los pro-
pios campesinos. cómo han resistido a lo largo de los años a
esta subordinación al aparato g'¡bcrlliUT\cntal; qué alternativas
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han logrado desarrollar. Allí están los movimientos campesinos
de las últimas décadas para demostrar que no todo ha sido
pasividad en el campo. Por otra parte, numerosas son las expe-
riencias de organización campesina para la producción, exito-
sas e independientes de los lastres burocráticos. y también hay
experiencias de proyectos gubernamentales con resultados po-
sitivos y beneficiosos, que no pueden simplemente meterse en
un sólo costal con todas las demás.

En conclusión, el libro de Raúl Salinas de Gortari es una
penetrante y perceptiva introducción a la temática agraria y
agrícola reciente del país, escrita con objetividad y seriedad. No
constituye ni apologética por una parte, ni crítica ideológica por
la otra. Quien quiera tener una visión rápida y de conjunto de
tan compleja problemática puede con surno provecho iniciarse
en el tema a través de este libro.

RODOLFO STAVENHAGEN

13





PRÓLOGO

Tema ampliamente discutido y en menor medida analizado, la
agricultura mexicana continúa siendo objeto de investigación a
partir de sus singularidades en el desarrollo económico, y en la
consolidación del sistema político nacional.

Los contenidos del presente trabajo van más allá del estudio
de la agricultura en su contexto económico, para ubicarse en
un sentido más amplio, pues comprende el movimiento cam-
pesino, sus organizaciones y programas; los resultados de las
medidas oficiales en el mejoramiento de las condiciones de
vida de los productores del campo; en una palabra, abarca los
diversos aspectos de la modernización integral del campo y de
su integración con el resto del país.

Como proceso constante en la renovación de sus fuerzas pro-
ductivistas, las haciendas mexicanas se transforman desde fina-
les del siglo XIX, mediante la importación de maquinaria, la
contratación de técnicos extranjeros, la ampliación de sus pro-
piedades y la orientación de su producción al mercado nacional
e internacional.

Estas haciendas contaban con los medios de producción más
avanzados de la agricultura mexicana y, frecuentemente, for-
maban complejos agroindustriales, ligados al comercio, la in-
dustria y la banca.

En las primeras décadas del siglo xx, la producción agrícola
continuaba siendo la principal rama económica empleadora de
fuerza de trabajo; ocupaba más del 70% de la población econó-
micamente activa; mientras que los servicios sólo empleaban el
15.4% de los trabajadores y la industria el 14%.

Durante el régimen cardenista, mediante el impulso otorga-
do a la reforma agraria, a la organización ejidal y a los apoyos
brindados a la producción, ésta creció a un promedio superior
al 4% anual, por arriba del promedio de crecimiento pobla-
cional.

Sin embargo, en las etapas posteriores a la administración del
general Cárdenas, este impulso fue perdiendo su orientación
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integral. La experiencia vivida de que el campesino, cuando
cuenta con los apoyos productivos necesarios, es un productor
eficiente y capaz de producir la deseada modernización y el
cambio, cedió el paso a la visión exclusivista de que era en la
propiedad privada en la que había que depositar valores de
modernidad y apoyar en los criterios de rentabilidad los es-
fuerzos productivos del campo.

Así, como esta orientación, se regatearon las bases materiales
al desarrollo de la organización colectiva del trabajo agrícola,
aunque nunca se ha dado marcha atrás a la colectivización de la
propiedad.

Mientras se privilegiaba la producción de la empresa agrícola
privada sobre la producción colectiva de los ejidos, el sector
social sufrió un proceso de descapitalización y atomización de
las parcelas en el minifundio, desorganización y pérdida del
peso político de los campesinos. Este proceso, asimismo, acen-
tuó la lentitud del reparto agrario, que más tarde encontra-
ría nuevos límites en las dificultades para ampliar la frontera
agrícola.

Otro de los importantes aspectos que el autor analiza en el
estudio que nos ocupa, es el que se refiere a la vinculación de la
agricultura y agroindustria mexicana, al proceso de internacio-
nalización de nuestra economía, cuyas implicaciones actúan en
contra de la autosuficiencia alimentaria, al surgir un sector agrí-
cola eminentemente comercial, que cuenta con los recursos
suficientes para diversificar sus actividades y sustituir la produc-
ción de básicos por la de alimentos que demandan la urbaniza-
ción de la sociedad y el mercado de exportación.

Las llamadas actividades primarias, y en particular las agríco-
las, entran en decaimiento desde mediados de la década de
1960; la crisis agropecuaria se presenta en los setentas en rela-
ción a los productos básicos como arroz, maíz, frijol y trigo,
cuyo crecimiento desde mediados de los años sesenta es infe-
rior a las tasas de crecimiento de la población.

En el mismo lapso, la producción de forrajes creció a razón
de 11.8%, la de soya a 15.1%,la de cártamo a 11.7%y la de fru-
tas a 5.3%. Junto a una agricultura de básicos estancada, crece y
prospera una agricultura productora de insumas pecuarios y la
que se orienta al mercado exterior.
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Así, las transformaciones operadas en la producción agrícola
y agroindustrial del país, "su complejidad y las nuevas conside-
raciones que debemos hacernos sobre el desarrollo, permiten
afirmar que la modernización del campo ya no puede encau-
zarse sólo por la propiedad privada; tiene que entenderse como
la modernización de la sociedad rural en su conjunto y, a la
vez, como la transformación de las relaciones entre el Estado y
los campesinos, el campo y la ciudad, la economía campesina y
el mercado internacional. Todo esto exige una comprensión
cabal de las profundas raíces históricas de la propiedad de la
tierra y del papel del poder político a lo largo de todo este pro-
ceso" .

Éste es a grandes rasgos el panorama que nos presenta Raúl
Salinas de Gortari en su trabajo, quien concluye: "El fondo del
problema agrícola y agrario es que no es sólo un problema de
producción o un problema de consumo, o un problema de dis-
tribución del producto. Se trata también de un problema políti-
co que radica en la forma de articulación del Estado con los
campesinos. Por ello, en el campo la transformación mayor tie-
ne que ser política; sin ésta, todo intento de modernización y
reactivación productiva resultará insuficiente e �nútil."

Finalmente, la reflexión a que nos invita el autor a partir del
complejo análisis mediante el cual explora la historia, es de
gran utilidad e interés; como guía de interpretación de un pasa-
do particular que ha marcado sensiblemente la vida social del
país. Asimismo, es válido destacar que es a partir del discurso
histórico como se establece que la historia de los muertos está
presente en la de los vivos, y que son éstos quienes la interpre-
tan con sus propios conceptos, que la reflejan y la proyectan al
futuro en aras de construir una sociedad cada día mejor.

ANTONIO TENORIO ADAME
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INTRODUCCIÓN

UNA AGRICULTURA A LA MEXICANA

ESTEensayo forma parte de un trabajo colectivo sobre el campo
mexicano, lo que definió su desarrollo, primordialmente, por
el criterio de que en la historia de la política del Estado mexica-
no hacia el campo es posible distinguir dos visiones a las que
corresponden acciones diferentes, aunque casi siempre simul-
táneas: la visión política, que persigue la paz social mediante el
reparto y dotaciones de la tierra entre ejidos y comunidades, y
otra, que ha descansado en la pequeña propiedad y que podría
caracterizarse como la visión modernizadora.

Sin pretender dar al desarrollo del campo mexicano un
carácter de excepción universal, lo cierto es que la historia y las
particularidades regionales del país lo obligan a respetar un
marco de referencia que establece límites y obligaciones de sin-
gular importancia y significación social, económica y política.
Tales constantes históricas (que no variables) establecen reglas
de conducta no sólo para los hombres del campo, sino también
para los agentes que se relacionan con ellos y, desde luego, con-
dicionan todas las formas de interrelación.

De aquí que cualquier intento modernizador del campo ten-
ga que considerar la transformación integral del conjunto. Las
transformaciones del país, su complejidad y las nuevas conside-
raciones que debemos hacernos sobre el desarrollo, permiten
afirmar que la modernización del campo ya no puede encau-
zarse sólo por la propiedad privada; tiene que entenderse como
la modernización de la sociedad rural en su conjunto y, a la
vez, como la transformación de las relaciones entre el Estado y
los campesinos, el campo y la ciudad, la economía campesina
y el mercado internacional. Todo esto exige una comprensión
cabal de las profundas raíces históricas de propiedad de la tie-
rra y del papel del poder político, colonial primero y después
independiente, en este proceso.

En 175 años de vida independiente ha estado presente el
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derecho de la propiedad social de los pueblos, y en los 75 años
desde el estallido revolucionario, otros dos elementos funda-
mentales para explicar el desarrollo agrario y agrícola de Méxi-
co: la tierra como un bien cuya propiedad ha sido otorgada por
el Estado en representación de la nación, yel Estado, por tanto,
como tutelar de la propiedad social y privada.

El derecho "natural" de los individuos a la propiedad priva-
da, aunque reconocido en las cuatro Constituciones del siglo
XIX, nunca ha logrado imponerse como la forma que excluye a
la propiedad social. El conflicto se resuelve en la Constitución
de 1917, reivindicando para la nación la propiedad original y
originaria de las tierras y abandonando el concepto, tan signifi-
cativo en la sociedad occidental, del "derecho natural de los
individuos a la propiedad privada".

En cambio, el derecho a la propiedad de los pueblos ha esta-
do presente durante casi 500 años; ha sido sustento de su vida
comunitaria y de su desarrollo organizativo, y es de preverse
que lo siga estando, a menos que ocurriera un cataclismo social
que la hiciera desaparecer. Sin embargo, los pueblos -y más
tarde los ejidatarios- han tenido que mantener una lucha per-
manente para que se les respete ese derecho.

La historia de la lucha del pueblo campesino tiene por objeto
recuperar los derechos que les han sido constantemente arreba-
tados. Nunca ha sido, en realidad, una lucha contra los propie-
tarios de tierras que no consideran suyas. Su lucha ha estado
siempre enmarcada por los límites jurídicos; por ello la impor-
tancia fundamental de las leyes, aunque no sean respetadas.
Así, en buena medida, la lucha agraria de los pueblos ha sido
más o menos cruenta en la medida en que el Estado igno-
ra o combate a la propiedad comunal, hecho que significó a la
segunda mitad del siglo XIX y, sobre todo, al porfiriato.

Las leyes del mercado, por su parte, han propiciado un largo
proceso que integra a la agricultura comercial, sustentada por
la hacienda que aparece desde el siglo XVI, con la producción de
las comunidades, con la agricultura comunal que ha sostenido
la vida de los pueblos indígenas.

A la hacienda y su agricultura toca, desde el inicio de la Colo-
nia, apoyar el desarrollo de las nuevas urbes, de los centros
mineros, mientras que la agricultura comunal fue la base para
que se recuperara la población indígena, reducida en casi vein-
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te veces durante el siglo XVI, población que formaría la fuerza
de trabajo estacional de las haciendas y minas criollas y españo-
las, según lo describe Enrique Florescano. ,;,La agricultura co-
munal fue también la base fundamental para que se conservara
y desarrollara la cultura indígena: técnicas agrícolas, organiza-
ción, creencias y ritos religiosos, la cocina mexicana y muchas
manifestaciones más que llegan hasta nuestros días como sus-
tancia de la cultura rural del país.

El concepto histórico de que la nación es propietaria original
y originaria de la tierra, esencia de la ideología de la Revolu-
ción Mexicana, dio forma, en la Constitución de 1917, al dere-
cho social de los pueblos y al papel tutelar del Estado sobre la
propiedad individual y social, formulando con ello un nuevo
concepto de ejido y creando la figura de los ejidatarios. En la
medida en que el Estado ha respetado el derecho social, se ha
tenido paz y progreso en el campo y, sobre todo, de una mane-
ra señalada, se ha fortalecido al Estado, y dentro de éste, de un
modo más que significativo, al presidencialismo, como sucedió
con Cárdenas.

Cuanto más se fortalece el derecho del pueblo a la propiedad
social de la tierra, tanto más se fortalece el Estado. Por ello, des-
de un punto de vista eminentemente político, el proyecto cam-
pesino es parte fundamental del proyecto nacional.

Los derechos sociales de propiedad han sido parte del com-
promiso político que le ha dado forma a la Nación mexicana;
no es menor su importancia en la conformación de la economía
nacional, al sustraer del mercado las tierras que pertenecen a
ejidos y comunidades.

Es recurrente en nuestra historia post-revolucionaria la con-
sideración de que debe desaparecer el contrasentido que repre-
senta la propiedad social en una economía de mercado como la
nuestra. Los gobiernos de Venustiano Carranza, Álvaro Obre-
gón y Plutarco Elías Calles vieron en el ejido y la propiedad
comunal formas transitorias que debían evolucionar hacia la
propiedad individual.

Fue durante el gobierno cardenista cuando se hicieron autén-
ticos esfuerzos por integrar la política agraria en favor de los

• v. Florescano, Enrique "The Formation and Economic Structure of the Hacienda
in New Spain", en The Cambridge History 01Latin America, V. II Crear Britain, Cambridge
University Press, 1984, pp. 153-188.
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pueblos y el impulso al desarrollo agrícola, con resultados eco-
nómicos sin precedentes ni parangón ulterior. Cabe destacar
que nunca fue propósito de Cárdenas abolir o menoscabar
siquiera la propiedad privada en el campo; buscó y consiguió
avances fundamentales en la desintegración del latifundio y en
el impulso al ejido, con lo que se recuperaba un equilibrio his-
tórico entre la agricultura comercial y comunitaria, pero bajo
una óptica revolucionaria de justicia social.

Empero, en el marco de un alejamiento ideológico respecto
al cardenismo y ante el espejismo de la industrialización, las
reformas constitucionales del presidente Miguel Alemán pusie-
ron coto al desarrollo económico de la propiedad social. Se
separaron nuevamente los asuntos agrarios en cuanto a sus
fines sociales, de la modernización económica agrícola, la cual
privilegiaría a la propiedad individual. Guiada por las señales
del mercado, la agricultura de la pequeña propiedad dio lugar
al neolatifundismo y orientó su actividad por la rentabilidad de
la producción.

El sector social sufrió el proceso inverso: la descapitalización
y atomización de las parcelas en el minifundio, la desorganiza-
ción de los campesinos y pérdida de su influencia política, pro-
ceso que se acentuó por la lentitud del reparto agrario, que más
tarde encontraría nuevos límites en las dificultades para
ampliar la frontera agrícola.

El desarrollo del campo basado en la pequeña propiedad
probaría hacia finales de la década de los sesenta sus limitacio-
nes para producir los alimentos básicos de una población cre-
ciente y sustentar un proyecto de desarrollo industrial naciona-
lista que requiere un gran apoyo de la producción y demanda
campesinas. A su vez, el proyecto industrial mostró su incapaci-
dad para absorber la mano de obra desplazada del campo.

La política del Estado mexicano hacia el sector rural se orien-
ta, a partir de la década de los setenta, por el reconocimiento de
que el desarrollo urbano industrial había descapitalizado al
campo y de que el descontento campesino creciente exigía una
nueva estrategia agraria y agrícola que revitalizara al sector
social de la economía rural. Si bien no cambiaron estructural-
mente el desarrollo del campo, ni las relaciones de éste con
otros sectores políticos y económicos, sí se sentaron las bases de
una nueva perspectiva.

22



El marco de desarrollo para el futuro del campo está dado
entonces por la historia, por la resistencia de los pueblos en la
defensa de su derecho a la propiedad comunal, por la histórica
forma de propiedad nacional de la tierra y por el irreductible
papel del Estado. El futuro cuenta con las lecciones moderniza-
doras de Cárdenas y los esfuerzos de la década de los setenta.
Cuenta también con la gran oportunidad que le brindan las
reformas y adiciones constitucionales promovidas por el presi-
dente Miguel de la Madrid, para crear los cauces hacia el de-
sarrollo rural integral. Oportunidad ésta que toma forma en el
Plan Nacional de Desarrollo y sus programas sectoriales, el Na-
cional Alimentario (PRONAL) y el de Desarrollo Rural Integral
(PRONADRI).

El campo debe modernizarse, sí, pero integral e integrada-
mente con el resto del país. La sociedad rural exige ser tratada
por sus aspiraciones integrales de desarrollo, no sólo por su
dedicación a la producción primaria. De gran significación fue
el reconocimiento del presidente Miguel de la Madrid cuando
en su Tercer Informe de Gobierno, ello de septiembre de
1985, dijo: "se ha transformado la organización agraria del
país, aboliendo el latifundio y creando una clase campesina
libre y digna."

Hoy en día tanto las centrales campesinas, como los propios
habitantes del campo, han superado el espejismo de la ciudad
como único ámbito de progreso económico y social. Los cam-
pesinos reclaman educación, empleo, vivienda y salud en el
campo. El buen futuro de los hijos no se sueña más en las ciu-
dades. De respaldar este cambio de mentalidad con un sólido
andamiaje económico, cultural, político y social, es decir, res-
petando el ejercicio de la democracia y de la justicia en el cam-
po, el reordenamiento urbano es factible, y con ello, la reactiva-
ción de la vida regional y local.

Lo fundamental es redefinir el papel del sector rural en el
desarrollo del país y reconocer el lugar que le corresponde al
sector social rural en el proyecto del Estado mexicano. En la
agricultura campesina está el mayor potencial de respuesta pro-
ductiva de toda la economía, es decir, la mayor eficiencia de la
relación costo/beneficio. Es el sector que con menor inversión
puede crecer más; ningún otro proceso productivo tiene en la
actualidad mayor efecto distributivo del ingreso; de la produc-
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ción cerealera campesina depende la soberanía alimentaria del
país y la seguridad de alimentación de las grandes mayorías; del
fortalecimiento de la capacidad de demanda de la sociedad
rural depende lo fundamental de la ampliación del mercado
interno para la industria y, con ello, de la mayor autodetermi-
nación de sus patrones tecnológicos.

Hoy en día no es un mero giro retórico afirmar que por vez
primera en la historia del país el desarrollo del campo ocupa un
primerísimo lugar entre las prioridades nacionales.

Este desarrollo estratégico del campo, de la agricultura en
primer lugar, a la luz de la historia, sólo puede cimentarse en la
promoción de la propiedad social de la tierra. Soslayar este
principio sería costosísimo, si no es que infecundo. Es en los
ejidos y tierras comunales donde debe, y puede, aumentar la
producción y la productividad; es en los ejidos donde debe
canalizarse el crédito, la capacitación, la infraestructura, el
abasto popular, los apoyos a la comercialización. Es a partir de
la propiedad social que debe desarrollarse la agricultura. Las
otras formas de propiedad no pueden ser abandonadas en
cuanto que han sido positivo recipiente y generador de mejoras
a la productividad primaria, pero deben canalizarse hacia nue-
vas formas de asociación con las primeras.

La agricultura a la mexicana estaría definida entonces por la
unificación histórica del derecho de la propiedad social de los
pueblos con la modernización de la producción agrícola.

La última palabra, aun en el marco de la geopolítica que
mucho nos presiona, la tendrán, como siempre en nuestra his-
toria, el Estado y la sociedad civil, los dirigentes políticos y el
pueblo, en este caso, los campesinos.
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1. REPARTO DE TIERRAS Y REPARTO DE NATURALES
EN LA NUEVA ESPAÑA, CAUSAS DECISIVAS DEL

MOVIMIENTO INDEPENDENTISTA

1. LA PROPIEDAD DEL IMPERIO ESPAÑOL SOBRE LA NUEVA ESPAÑA y

EL RÉGIMEN DE PROPIEDAD ESTABLECIDO EN ÉSTA

EL 4 de mayo de 1493, casi siete meses después del descubri-
miento de América, el papa Alejandro VI expidió la bula No-
verunt Unioersi, por la que donó a los reyes de España y a sus
herederos y sucesores tierras del Nuevo Continente para que
cristianizaran a sus moradores naturales y "les enseñaran bue-
nas costumbres".

Se estableció así lo que la Corona española consideraría el
fundamento de su propiedad en América, según haría constar
Carlos Ven la Ley del 14 de septiembre de 1519.1

Con base en ello, y a fin de que los súbditos del Imperio
español fuesen alentados a poblar las Indias, las autoridades de
la metrópoli expidieron leyes para que se les repartieran tierras
adecuadas a su jerarquía y a la calidad de sus servicios." se les
concediera propiedad plena e ilimitada sobre dichos bienes, a
condición de que las trabajaran durante cuatro años, y se les
encomendaran indígenas para que los instruyesen en la doctri-
na y práctica cristianas, a cambio de su aprovechamiento.

Para conseguir una adecuado equilibrio de poder en favor de
la Corona y limitar las casi infinitas capacidades de los conquis-
tadores y sus descendientes, las autoridades imperiales, amén
de sus juicios morales sobre la esclavitud de los naturales, emi-
tieron leyes y otras disposiciones protectoras de los bienes de
las personas de los pobladores originarios de la Nueva España.

I Su ejercicio, en México, abarcaría oficialmente hasta 1810, e incluso más tarde
Andrés Molina Enriquez lo haría valer para sostener que dicho derecho de propiedad
lo había obtenido mediante subrogación la Nación Mexicana, después de su emancipa-
ción política.

2 Especialmente la Ley para la Distribución y el Arreglo de la Propiedad, dictada en
Valladolid por Fernando l I, el 18 de junio y el 9 de agosto de 1513.
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Con ese objeto se reconoció a los indígenas sus propiedades
individuales y se prohibió su repartimiento en perjuicio de sus
intereses;" se autorizó la venta de sus tierras sólo cuando el juez
ordinario diera licencia para ello;" se ordenó que a sus comuni-
dades se les restituyeran sus tierras de pasto y ejidos;" se pidió la
distribución de tierras entre ellos y los padres de familia. 6

Pero la Corona tuvo también que recompensar a sus súbdi-
tos participantes en la conquista y la colonización de la Nueva
España. Les donó entonces tierras en extensiones adecuadas a
su jerarquía y los tipos de servicios prestados, con característi-
cas desconocidas hasta entonces para los naturales, a saber,
posesión, uso y transmisión prácticamente ilimitados.

Se instituyó así, desde los primeros años de la consolidación
de la conquista, la propiedad privada, cuya ulterior expansión y
primacía pondrían seriamente en peligro a la propiedad social
de los indígenas y su sistema de vida, no obstante la protección
jurídica ordenada por la Corona.

A la aprobación de tierras de soberanos, nobles y jefes milita-
res, y las destinadas al financiamiento de la guerra y al culto
religioso del México Antiguo, le sucedió la expoliación de los
calpuliec aztecas, tierras de propiedad en común de miembros
de un mismo linaje, divididas en parcelas individuales para su
efectivo usufructo y transmisibles por herencia.

Más tarde, a pesar de que las leyes españolas pretendieron
proteger propiedades de beneficio colectivo como el fundo
legal, el ejido español, la dehesa y las tierras de común reparti-
miento," su despojo o su venta irregular continuaron hasta
dejar a los indígenas con algunos solares urbanos únicamente.

En un principio, la institución de la propiedad privada se
ejerció principalmente sobre terrenos con ricos yacimientos

3 Ley XIV de las Leyes de Indias, Título XII, Libro IV del 27 de febrero de 1531.
, Ley del 24 de mayo de 1522, de Fernando 11.
5 Lo que implicaba el reconocimiento y la protección de este tipo de propiedad co-

munal. Cfr. Orden de Fernando 11 de 15 de octubre de 1574.
6 Informe al Virrey por el Consulado de Guadalajara (20 de mayo de 1806).
7 Todas ellas muy emparentadas con la propiedad indígena. El fundo legal lo consti-

tuían tierras en que se asentaban los cascos de pueblos con iglesia, edificios públicos y
casas de sus habitantes; el ejido español era un solar situado a la salida de los poblados
que se destinaba al solaz común; la dehesa contenía pastos destinados a los ganados de
los pueblos, y las tierras de común repartimiento eran aquéllas que se sorteaban para
su aprovechamiento individual entre los habitantes de los propios pueblos. Vid. Chávez
Padrón, Martha. El derecho agrario en México. México, Porrúa, 1953, pp. 167-168.
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minerales, para dar cumplimiento a la política económica
determinada por la metrópoli, en el sentido de aplicar los
recursos productivos humanos y de capital a la extracción de
metales preciosos con el fin de satisfacer su creciente demanda
en Europa. Se respetaron las tierras de los nativos que asegura-
ban a los españoles la producción y el abasto de productos agrí-
colas necesarios para su alimentación, la de su fuerza humana
de trabajo y la de las bestias de carga.

Este proceso alimentó la fragua de la formación histórica de
nuestro país: ratificaba la propiedad original de la Corona y el
derecho de los pueblos a conservar sus tierras de beneficio co-
lectivo, pero también la casi ilimitada capacidad de los podero-
sos para violar la legislación, a cambio de otro tipo de lealtades.

No obstante la protección legal, el despojo o venta irregular
de las propiedades de beneficio colectivo continuaron.

Ahí donde las condiciones geográficas, la carencia o insufi-
ciencia de vías de comunicación y las elevadas alcabalas dificul-
taron la satisfacción de los requerimientos de alimentación,
muchos mineros españoles se vieron obligados a invertir gran-
des sumas en la agricultura. Más adelante, cuando esta activi-
dad se volvió atractiva debido al crecimiento de los centros
urbanos y la infraestructura de servicios propiciado por el auge
minero, tuvo lugar la reducción de tributos y de la agricultu-
ra indígena (a través del despojo de tierras y la encomienda), y a
la fuerza de trabajo otorgada a los colonos no encomenderos (a
través de los repartimientos).

Entonces la inversión más importante provino de altos fun-
cionarios, cuya posición, además de proporcionarles grandes
ingresos, los dotó de poder e influencia para obtener por diver-
sos medios la tierra y la fuerza de trabajo para cultivarla. Así,
desde mediados del siglo XVI, en que las grandes epidemias
indígenas de 1545-1547 Y 1576-1580 propiciaron una invasión
española masiva de terrenos de los naturales, hasta fines del
siglo XVIII, en que se destinaron a la agricultura las inversiones
más cuantiosas por parte de mineros, funcionarios, comercian-
tes y la Iglesia, hizo su aparición y se desarrolló lo que sería el
núcleo de una importante agricultura comercial en Nueva
España: la hacienda, que tuvo que expandirse para ampliar su
mercado y contar con el mayor número de terrenos fértiles, que
ciertamente no eran abundantes.
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En estas condiciones, al lado de una agricultura a pequeña
escala y para la supervivencia, practicada en forma tradicional
por las comunidades indígenas que fueron quedando en este
periodo hasta consolidarse en base fundamental de una cultu-
ra, fue floreciendo una agricultura comercial manejada por
españoles propietarios de grandes haciendas, que satisfizo las
necesidades de la población en ciudades, villas y reales de mi-
nas. De esta manera logró asegurarse la autosuficiencia de ali-
mentos de la Nueva España, pero también la inequidad en el
campo y las ciudades.s

En las postrimerías del siglo XVIII, el crecimiento de la pobla-
ción mestiza y de las castas las llevó a participar también en la
invasión violenta de las tierras de los nativos indígenas, con lo
que parecía inevitable la desaparición de las comunidades de
éstos, ya de por sí diezmadas por epidemias y hambrunas. Fue
tan violento el accionar contra la propiedad comunitaria, que
"al final del periodo colonial una quinta parte de la población
poseía toda la tierra, mientras que las otras cuatro quintas par-
tes carecían en absoluto de ella y muchos también de hogares.
Los cálculos sobre el número de propiedades extensas (hacien-
das) variaban entre cuatro mil y veinte mil; muchas de ellas te-
nían una extensión de 3 a 600 leguas cuadradas. Había por lo
menos una propiedad de casi 9 millones de hectáreas"." Pero
fue precisamente la lucha habitual por conservar la tierra lo que
permitió a los pueblos sobrevivir y mantener su cohesión, con-
cediendo a veces, pero sin ceder. "Conviene que nos bautice-
mos, conviene que nos entreguemos a los hombres de Castilla,
a ver si no nos matan; conviene que ya no conozcamos todas
nuestras tierras ... ; solamente porque no quiero que mis hijos
sean muenos, que sea nomás esta poquita tierra y sobre ella
muramos nosotros y también nuestros hijos detrás de noso-
tros." 10

8 Florescano Enrique, Op. cit., p. 107 Y ss. Idem., "The Formation and Economic
Structure of the Hacienda in New Spain", en The Cambridge History of Latin America. Vol.
11, Crear Britain, Cambridge University Press, 1984, pp. 153-188.

• Simpson, Eyler N. El ejido, única salida para México, México, PAIM, 1952, p. 22.
10 Reyes Carda, Luis, y Díaz de Salas, Marcelo. "Testimonio de la fundación de San-

to Tomás Ajusco", en La palabra y el hombre. Revista de la Universidad Veracruzana,
Núm. 46, abril-junio de 1986, pp. 283-292. Citado por Florescano, Enrique: Origen y
desarrollo de los problemas agrarios en México (1500-1821). México, ERA, 1980, pp. 120-121.
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2. EL DESPOJO A LOS INDÍGENAS: DESARROLLO DE LOS LATIFUNDIOS

La gran hacienda colonial enfrentó varios problemas para de-
sarrollarse, como la insuficiencia de vías de comunicación, los
altos fletes, las alcabalas, la prohibición de la Corona española
para que exportara sus excedentes agrícolas. Especialmente
importante fue la competencia que en la época de cosechas
regulares o abundantes le hacían los pequeños agricultores y el
aislado indígena, poseedor de tierras, cuya producción provo-
caba el derrumbe de los precios y el autoconsumo Para contra-
rrestar los efectos de las buenas cosechas y precios bajos, los
grandes propietarios construyeron trojes colosales para almace-
nar los granos, aguardar los años malos y fijar entonces, por el
volumen de la oferta, el nivel de precios conveniente. I I El maíz,
desde entonces, impuso en la economía mexicana su valor de
uso y su valor de cambio.

La hacienda también practicó la restricción de su propia pro-
ducción y procuró reducir la del indígena y del pequeño y
mediano productor, apoderándose de la mayor cantidad de sus
tierras. El gran crecimiento del latifundismo encuentra en esto
una explicación económica. Con ello se aseguraba el monopo-
lio de la oferta de granos y se procuraba mayor mano de obra y
de consumidores de sus productos.

Así, "mientras la agricultura indígena vio cómo se cerraban
progresivamente los mercados, la manejada por españoles y
criollos tuvo a su alcance todos los medios para controlarlos.
Además, tenía el monopolio del crédito, que la Iglesia sólo
otorgaba a quienes tuvieran el aval de la propiedad territorial.
Todo esto, más el empleo de técnicas e instrumentos agrícolas
superiores, abrió una brecha inmensa entre la agricultura indí-
gena, que significó miseria y sometimiento para sus participan-
tes, y la manejada por criollos y españoles. A partir de entonces
(algunos) pueblos de indios quedaron condenados a ser sim-
ples abastecedores de la mano de obra que requerían las
haciendas o las ciudades" .12

Al final de la colonia se había estructurado ya una sociedad
de profundas contradicciones geográficas, sociales y económi-
cas.

11 Florescano, Enrique. Op. cit., p. 87.
12 Op. cit., pp. 95-96.
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3. CONSECUENCIAS POLÍTICAS DEL RÉGIMEN DE PROPiEDAD

ESTABLECIDO EN NUEVA ESPAÑA. y PROCLAMAS DE HIDALGO y

MORELOS

El levantamiento indígena no fue ajeno a la escena política de
fines del siglo XVIII. Los tarahumaras, los mayas, los yaquis, los
tzotziles, los mixtecos y los huastecos, entre otros, murieron y
mataron, despojaron y sufrieron permanentemente. Las tribus
del norte aprendieron que sus cabelleras tenían precio para los
españoles. Los criollos también sufrieron su cuota de margina-
ción: en la administración, en la iglesia y en la economía, los
españoles eran los privilegiados.

El despojo y marginación de los indígenas tuvo un papel de
primera importancia en la Independencia de México; Hidalgo,
el 5 de diciembre de 1810,decretó por eso que debían "entre-
garse a los naturales las tierras para su cultivo, sin que para lo
sucesivo puedan arrendarse, pues es mi voluntad que su goce
sea únicamente de los naturales en sus respectivos pueblos".
Por su parte, Morelos dictó el 2 de noviembre de 1813su "Pro-
yecto para la Confiscación de Intereses de Europeos y America-
nos Adictos al Gobierno", en el que incluyó la medida política
de inutilizar todas las grandes haciendas "cuyos terrenos labo-
ríos pasen de dos leguas, porque el beneficio positivo de la agri-
cultura consiste en que se dediquen muchos separadamente a
beneficiar un corto terreno que puedan asistir con su trabajo e
industria, y no en que un sólo particular tenga grandes exten-
siones de tierra infructífera".

Los pronunciamientos citados ilustran el profundo propósito
reformador del movimiento emancipador iniciado por Hidalgo
y Morelos. Sin embargo, el Plan de Iguala (24 de febrero de
1821), que proclamó la absoluta independencia de la Nueva
España,'" no afectó al régimen de propiedad imperante duran-
te la Colonia y consagrado en la Constitución de Cádiz de
1812, que aseguraba plenamente la propiedad individual. En
efecto, dicho Plan estableció que las personas y propiedades de
todos los habitantes serían respetadas y protegidas, y que todos
los fueros y propiedades del clero secular y regular serían con-
servados.v De esta manera, los terratenientes continuaron sien-

is Artículo 20 del citado Plan.
14 Artículos 13 y 14 del mismo.
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do los poseedores mayoritarios y hegemónicos del suelo mexi-
cano, junto con la Iglesia, en tanto que persistió, en términos
generales, la situación de los indígenas, con la excepción de que
se suprimieron los tributos que pesaban sobre ellos y se les con-
firió la condición de ciudadanos. Por su parte, la Constitución
de 1824, además de continuar protegiendo la propiedad parti-
cular -con la significativa excepción que adelante se comenta-
rá-, reconoció y protegió también la propiedad de corporacio-
nes, pensando especialmente en las de la Iglesia, por la razón
de que dicha Ley Fundamental estableció como religión ofi-
cial de la Nación Mexicana la católica, apostólica y romana.
Desafortunadamente, aquel precepto continuaría vigente en la
Constitución de 1857, Ysería aplicado para desamortizar tam-
bién tierras de corporaciones indígenas.

Por otro lado, la Constitución de 1824 estableció el primer
precedente del México independiente en materia de expropia-
ción, al ordenar que el Presidente no podría tomar la propie-
dad particular y de corporaciones, salvo en el caso de utilidad
general.
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11. EL PROBLEMA AGRARIO EN EL SIGLO XIX

1. SITUACIÓNGENERALDELA AGRICULTURA

AL IGUALque durante la Colonia, la agricultura de México de
los primeros años del siglo XIXsiguió siendo una actividad
regional o local. Sólo que entonces los constantes movimientos
migratorios provocaron la escasez de mano de obra campesina,
ahí donde la explotación de las tierras era más o menos segura
y exitosa, lo que provocó la subexplotación de latifundios y la
escasez de alimentos. Así se creó un verdadero círculo vicioso:
la insuficiencia referida hizo que los campesinos se sumaran al
movimiento libertario o emigraran, abandonando las tierras,
que de esta manera veían reducida su productividad. Dado que
la reintegración de quienes abandonaban era excepcional y los
hacendados tampoco se habían preocupado mucho por aplicar
o desarrollar mejores sistemas de producción, ni por ampliar y
mejorar la variedad de los productos, ya que eran acosados por
el despojo, altos costos de comercialización, las alcabalas, auto-
ridades aduanales corruptas y la voracidad de sus acreedores
eclesiásticos, el rendimiento de la agricultura mexicana devino
aún más pobre y la escasez de alimentos persistió. La situación
de los' pequeños ranchos y granjas era peor y apenas lograron
mantener una agricultura de autoconsumo y subsistencia.'« La
agricultura no figuraba entre las prioridades nacionales: frente
a la inestabilidad política, la producción del campo presentaba
una problemática aparentemente menor, además de que la
frontera agrícola era prácticamente infinita. En medio de todo
ello, las condiciones de vida de los indígenas y sus familias no
experimentaban las transformaciones radicales que los próce-
res de la Independencia visualizaron.

Bajo la influencia liberal, durante la década de los años veinte
del siglo XIXse promovió el cultivo de productos bien cotizados

15 Vid. López Cámara, Francisco. La estructura económica y social de México en la Reforma.
México, Siglo XXI, 1984, pp. 48-49.
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en el exterior, como café, cacao, viñas, olivos, cera, lana y algo-
dón. Para ello, se dictaron disposiciones que los eximían del
pago de alcabalas, diezmos, primicias y cualquier otro grava-
men, por diez años. Sin embargo, la falta de crédito, de técnicas
avanzadas y, sobre todo, lo costoso del traslado a las zonas con-
sumidoras, frenaron tales intentos.

También se expidieron leyes en materia de baldíos y coloni-
zación entre 1824 y 1850. En ellas se estableció el reparto de
baldíos entre los ciudadanos -los indios comprendidos- y
extranjeros interesados en colonizar el territorio nacional,
sobre todo el despoblado norte.

Estas leyes, a fin de evitar la concentración de grandes exten-
siones y el acaparamiento de bienes en manos muertas, prohi-
bieron que una sola persona reuniera más de una legua cuadra-
da de cinco mil varas de tierras de regadío, cuatro de temporal
y seis de abrevadero, además de que sus pobladores pasaran
sus propiedades al clero.!" Esta política de colonización de
"puertas abiertas" pronto mostró su inconveniencia para las
zonas fronterizas, en la medida que el colono extranjero aleja-
do del centro político del país fue atraído por políticas expan-
sionistas de los Estados Unidos y por su federalismo descentrali-
zador frente al centralismo mexicano.

2. INFLUENCIA DEL PENSAMIENTO LIBERAL EN LA POLÍTICA DE

COLONIZACIÓN

Hasta el tercer cuarto del siglo XIX, con todas las vicisitudes
imaginables -incluyendo la intervención extranjera- los libe-
rales impulsaron un proyecto modernizador que plantea el
examen de las bases mismas de la sociedad mexicana, de los
supuestos históricos y filosóficos de la época, examen que ter-
minaría por negar la herencia española, el pasado indígena y el
catolicismo. El liberalismo lucharía en implacable coherencia
por la destrucción de dos instituciones que representaban la
herencia colonial de México: las asociaciones religiosas y la pro-
piedad comunal indígena.

La generación que produjo la Constitución de 1857 se pro-

16 Véase el Artículo 12 de la Ley de 18 de agosto de 1824.
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ponía fundar una nueva sociedad basada en clases de pequeños
propietarios rurales, en instituciones propias de una república
federal y en el principio filosófico que sostiene la igualdad de
todos los hombres ante la ley. La ideología liberal y democráti-
ca, que en Europa y Estados Unidos era la expresión del ascen-
so de la burguesía y la consecuencia de la revolución industrial,
en el México del siglo XIX fue un proyecto sobrepuesto a estruc-
turas y tradiciones que sólo fueron consideradas como nega-
ción.

En este proyecto modernizador, el papel de la tierra era fun-
damental. Los liberales buscaron por todos los medios poner
en movimiento la mayor riqueza original con que contaba el
país: la tierra. El proyecto, totalmente coherente, impulsó la
incorporación de la tierra a la economía de mercado. No habría
excepciones. La tierra era un bien económico, había que pro-
mover su incorporación en la formación del capital nacional, lo
mismo si se trataba de tierras comunales que de las propieda-
des eclesiásticas o de latifundios privados.

José María Luis Mora, uno de los pensadores liberales más
preclaros, sostenía que los indígenas, antes de la Conquista,
habían demostrado ser capaces de gobernarse y desarrollarse
por sí solos, pero que después se les había sometido a un exce-
sivo paternalismo y explotación que inhibieron su evolución Y

Lorenzo de Zavala, por su parte, consideraba que lo peor del
régimen español había sido impedirle a los indígenas, con el
despojo de sus tierras, adquirir el sentido de la independencia
personal que provenía del "sentimiento de la propiedad" ,18
santificado por la moral religiosa. "La adhesión liberal al con-
cepto de la santidad de la propiedad privada significaba la acep-
tación necesaria, aunque algo renuente, de la existencia de los
latifundios laicos. Las concomitancias de estas suposiciones res-
pecto de la comunidad rural india son obvias. La propiedad
comunal de las aldeas estaba ahora amenazada por la teoría
liberal, lo mismo que por las usurpaciones tradicionales de los
grandes terratenientes."19

17 Vid. Hale, Charles A. El liberalismo mexicano de la época de Mora (1821-1853). México,
Siglo XXI, 1985, p. 227.

18 Zavala, Lorenzo de. Ensayo histórico de las revoluciones de México, desde 1808 hasta 1830.
Vol. 1, pp. 12-15, Citado por Hale, Charles A. Op. cit., p. 227.

19 Hale, Charles A., Op. cit., p. 231.
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Con todo, las agrupaciones indígenas continuarían sobrevi-
viendo gracias a sus arraigadas costumbres y tradiciones, a su
aislamiento geográficamente determinado, a su confinación vo-
luntaria, y a las tierras que habían logrado conservar.

Quienes se vieron considerablemente afectados fueron la
aristocracia terrateniente y el clero. Pero no en los mismos res-
pectos. En efecto: "si la aristocracia territorial tenía un poder
político jurídico muy por debajo de su poder económico, el cle-
ro (tenía), en cambio, un poder jurídico, social y político muy
por encima de su categoría patrimonial ... (Este último) con-
vivía con el resto de la población y en la difusión y dispersión
de su organización en todo el país". 20

Antes de la Reforma, la tercera parte del suelo cultivable del
país estaba en manos del clero. La influencia de éste en la agri-
cultura era mayor todavía, dado que al tiempo que logró ejer-
cer control sobre el trabajo de muchos campesinos que explo-
taban sus tierras mediante la aparcería agrícola," dominaba
sobre los pequeños propietarios rurales gracias a los préstamos
que les hacía con hipotecas sobre tierras, sujetas a intereses ele-
vados. Esto favorecía mínimamente a la agricultura, ya que la
producción en los pequeños ranchos que controlaba el clero
los colocaba apenas por encima de las etapas más primitivas de
dicha actividad.t?

La situación descrita les pareció inadmisible a liberales como
Mora, quien señaló que "cuando el territorio está repartido
entre muchos propietarios particulares recibe todo el cultivo de
que es susceptible [... ) Al contrario sucede cuando el territorio
está repartido entre pocos y poderosos propietarios ... "23

Abundaba el ilustre liberal que "si la acumulación de tierras
en un particular y poderoso es un mal tan grave para la riqueza
y población a pesar de que normalmente no ha de rebasar los

20 Reyes Heroles, jesús. El liberalismo mexicano. México, Fondo de Cultura Económi-
ca, 1974. T. 11, p. 92.

21 Contrato por el que la iglesia encomendaba a los campesinos sus predios rústicos
para que los cultivaran, a fin de repartirse entre las partes los frutos en la forma y pro-
porciones previstas por las disposiciones jurídicas de la época.

22 Solís, Leopoldo. La realidad económica mexicana., Retrovisión y perspectiva. México. Siglo
XXI, 1981, pp. 33-34.

23 Mora,josé María Luis. Obras sueltas. Tomo l. París, Librería de Rosa, 1837, pp. 225
Yss. Tomado de Silva Herzog, jesús. De la historia de México (I8/O-19J8). Documentos fun-
damentales, ensayos y opiniones. México, Siglo XXI, 1980, p. 35.
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cien años de vida, lo será más la acumulación de una comuni-
dad continua, poderosa y respetada como la Iglesia". El ensayo
de Mora fue un importante alegato para la desamortización y
nacionalización de los bienes eclesiásticos, hecho que se preci-
pitaría por problemas económicos del gobierno, que el rico cle-
ro se negó a acreditar. La aplicación sin miramientos de la Ley
de Desamortización del 23 de junio de 1856, de los preceptos
de la Constitución aprobada en 1857 que establecieron que
ninguna corporación civil o eclesiástica tendría capital legal
para adquirir bienes que no fueran los destinados directamente
al servicio y objeto de la institución.> y sobre todo, de la Ley
Sobre Nacionalización de los Bienes del Clero Secular y Regu-
lar, del 12 de julio de 1859,25 hizo que pasaran a ser propiedad
privada bienes eclesiásticos con un valor de 100 millones de
pesos, valor de aproximadamente 40 000 propiedades que
cambiaron de dueño pero sin sufrir división o fraccionamiento
de sus extensiones.

La tierra había quedado incorporada así a la economía. La
regulación era terminante y daba el marco para el desarrollo de
un país que buscaba dejar atrás su pasado hispano, indígena y
religioso, trepándose al carro de la modernidad republicana a
semejanza de la norteamericana.

Empero, el objetivo de formar una burguesía nacional se
convirtió realmente en una tendencia hacia la concentración de
la propiedad en manos de núcleos de mayor poder económico
y con más liquidez monetaria, que eran los comerciantes: el
clero dejó de formar parte del binomio detentador de la mayor
parte del territorio mexicano y sólo quedó el elemento de los
terratenientes, que junto con el de los indígenas, dominaría la
escena de la lucha social en los siguientes años.

La revolución liberal, al poner a la venta los bienes de la Igle-
sia y proponerse la desaparición de la propiedad comunal, no
logra, empero, provocar el nacimiento de una burguesía fuerte;
por el contrario, crea un nuevo grupo, regresivo y poderoso de
latifundistas y hacendados que acentuaría el carácter feudal
de la nación sobre todo en los últimos años del siglo XIX.

El porfiriato, en su esfuerzo por expandir y modernizar con

2. Artículo 27 de la Ley citada.
25 Chávez Padrón, Martha. El derecho agrario en México. México, Porrúa, 1983, p. 268.
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rapidez la economía, abandonaría completamente el proyecto
liberal de crear una clase única de pequeños propietarios rura-
les; permitiría que se consolidara el latifundio y la hacienda.
Pero con ello sobrevivirían las comunidades indígenas y se
desarrollarían los peones del campo, los campesinos.

Las comunidades indígenas perseguidas, despojadas, acosa-
das, sobrevivieron por su fuerza histórica y porque se abando-
nó el proyecto de crear una clase de pequeños propietarios,
para dar lugar a un grupo abusivo, antieconómico y rapaz de
hacendados y especuladores nacionales y extranjeros.

37



111. EL PROBLEMA AGRARIO DURANTE EL
PORFIRIATO

1. EFECTOS DE LA POLÍTICA DE EXPANSIÓN PORFIRISTA: DESLINDE y

ACCIONES DE LOS LATIFUNDISTAS SOBRE LAS COMUNIDADES

INDÍGENAS

SEGÚNDaniel Cosío Villegas, el régimen porfirista le significó al
país el paso de una economía colonial antigua a una economía
nacional más o menos moderna.w Sin duda, la política de
expansión económica marcó una de las características del pe-
riodo. Mediante obras materiales como los ferrocarriles y una
política económica liberal, se propició un creciente intercam-
bio comercial en el interior del país y hacia el exterior. La agri-
cultura comercial tuvo una expansión tal, que contribuyó al
desarrollo urbano en el norte del país, en tanto que en la zona
próxima al Golfo de México impulsó el avance de varias ciuda-
des.27Su expansión comercial, empero, se basó en las grandes
concentraciones de tierra y no, como era el proyecto liberal, en
la pequeña propiedad. Para ello se utilizaron, fraudulentamen-
te, las leyes del deslinde, enajenación y colonización, a que nos
referiremos en seguida, aunque el propósito no era tanto
ampliar las extensiones como obtener mano de obra barata de
las comunidades indígenas y agricultores menores y de hacerse
de mejores tierras. "Este proceso de acumulación estaba favo-
recido por el Estado, que instaló las primeras estaciones de
investigaciones agronómicas, las estaciones meteorológicas,
algunos laboratorios, y publicó una cantidad muy considerable
de obras técnicas, firmadas por autores mexicanos o extranje-
roS."28La creciente demanda exterior de productos como algo-
dón, las fibras, el tabaco y el azúcar, y la demanda igualmente
progresiva del pulque en el mercado interno, aunadas a las

26 Cosio Villegas, Daniel. Historia moderna de México. El Porfiriato: Vida economica. Méxi-
co, Herrnes, 1965, p. XlI.

27 Solis, Leopoldo. Op. cit., p. 67.
28 Gutelman, Michel. Capitalismo y reforma agraria en México. México, ERA, 1975, p. 32.
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condiciones y procedimientos descritos antes, hicieron florecer
considerablemente a la hacienda productora de estas mercan-
cías.

Ya en el gobierno de juárez se había expedido la Ley Sobre
Ocupación y Enajenación de Terrenos Baldíos, el 20 de julio
de 1863, en la que se ordenaba que nadie podría oponerse a
que se midieran, deslindaran o ejecutaran cualesquiera actos
ordenados por autoridad competente para averiguar la verdad
o legalidad de un denuncio, en terrenos que no fueran bal-
dios.29

En 1875 se promulgó una nueva Ley de Colonización.w res-
paldada durante el régimen porfirista con un decreto de 1885,
que ordenaba los levantamientos, fraccionamientos y avalúos
de todos los terrenos nacionales que se encontraran ociosos, y
su adjudicación a colonos nacionales o extranjeros que satisfa-
cieran ciertos requisitos. La realización de las operaciones se
confiaba a concesionarios privados llamados "compañías des-
lindadoras", cuyas funciones consistían en explorar el país,
localizar, medir y deslindar todas las tierras baldías, subdivi-
dirlas en parcelas no mayores de 2 500 hectáreas, y supervisar
su venta a los futuros colonos. En compensación por los gastos
erogados se les pagaba con la tercera parte de los terrenos, o su
valor equivalente.>'

Las compañías deslindadoras interpretaron estas disposicio-
nes no sólo en el sentido de habilitar baldíos para colonización,
sino que, basados en el Artículo 90 de la Ley de Baldíos de
1863, también removieron los límites y revisaron los títulos en
toda propiedad en que quisieron hacerlo. Para 1906 cincuenta
firmas, entre compañías y grandes propietarios, tenían bajo su
dominio 47 millones de hectáreas, aproximadamente la cuarta
parte de la superficie del país.>" En 1910,el 1% de la población
poseía el 97% del territorio nacional, el 3%el 2%, en tanto que el
96% de la población restante contaba con el 1% de la superficie.

La política de deslinde del gobierno porfirista y las acciones
de los latifundistas redujeron el número de comunidades indí-

2' Articulo 90 de la Ley citada.
30 La Ley provisional sobre colonización para hacerla efectiva mediante empresas

particulares, del 31 de mayo de 1875.
" Artículo 10 de la Ley citada.
32 Cfr. Ecksrein, Salomón. EL ejido coLectivo en México. Méx.ico, FCE, 1984, pp. 24-25.
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genas; el 40% de las existentes hasta entonces logró sobrevivir a
la ofensiva de las haciendas, sobre todo en el centro y sur de
México, debido a las condiciones climáticas favorables y la ele-
vada concentración de la población que desde la Colonia había
tenido lugar.v Con todo, en 1910ya no había más de 410 000
agricultores independientes o comunitarios, mientras que diez
años antes eran todavía 580 000. Muchos pequeños propieta-
rios sufrirían la misma suerte que los indígenas de las comuni-
dades.w

Como reflejo de ese fenómeno, el siglo XIX es testigo ya de un
crecimiento irracional de la ciudad de México que hoy, todavía,
no logramos resolver: "La ciudad -entonces- se convirtió en
una zona de atracción; como posible fuente de empleo y espe-
ranza para la población. En el censo de 1895, se constata que
casi el 45% de la población de la Ciudad de México había naci-
do fuera del Distrito Federal; para 1900, cerca del 65%; Y duran-
te el censo de 1910, dicho proceso de incorporación pierde
fuerza en relación al anterior, pero sigue representando el 52%
del total de los pobladores [... ] En su mayoría estos migrantes
salían del medio rural, en muchos casos afectados por el rompi-
miento de sus economías locales [... ], atraídos por las necesi-
dades de la urbe, la cual permitiría quebrantar en cierta medida
su pasado reciente, y posibilitaría que potencialmente pasaran
a formar parte de la cultura urbana. "35

En el norte del país las tribus yaquis ofrecieron resistencia al
despojo de sus escasas tierras comunales, lo que ocasionó su
deportación a Yucatán. Ahí, junto con un numeroso grupo de
campesinos de comunidades desposeídas del centro de Méxi-
co, que habían sido atraídos por el espejismo de buenos sala-
rios, perecieron o quedaron seriamente afectados a causa de las
enfermedades tropicales, la insalubridad y el mal trato de los
hacendados que los controlaban o acasillaban.v

Con el incremento de la producción del henequén, tuvo

ss Meyer, Jean. Problemas campesinos .l' revueltas agrarias (1821-1910). México. Sep-
Setentas, Núm. 80, 1973, p. 225.

" Gutelman, Michel. op. cit., p. 47.
35 Gortari Rabiela, Hira de. "La política en la formación del Estado Nacional" en

Revista mexicana de sociología, México. L''iAM, Vol. XLIV, No. l. enero-marzo de 1982, p.
278.

36 Cfr. Katz, Friedrich: La sercidumbre agraria en México en la época porfinana. México.
ERA, 1980, p. 26.
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lugar en aquella zona la reducción de tierras destinadas a traba-
jadores acasillados, cuya mayoría pasó a depender entonces,
por completo, del hacendado para su alimentación. La situa-
ción empeoró cuando se vino abajo el precio del henequén, en
los últimos años del porifiriato, pues los salarios que excepcio-
nalmente proporcionaban, disminuyeron.t?

Los campesinos del norte que quedaron, se incorporaron a
los trabajos mineros o emigraron a los Estados Unidos. Pero en
1908 las autoridades estadounidenses decretaron su regreso a
México, con motivo de la recesión que sufrieron muchas de sus
industrias.

En 1909, la crisis afectó profundamente a México y millones
de mineros quedaron sin trabajo. Ese mismo año la pérdida de
la cosecha de maíz en el norte no tuvo paralelo."

Entre 1900 y 1908, el índice de los precios del maíz pasó de
100 a 138, el del trigo a 142, el del frijol a 158, el de la carne a
125 y el del azúcar a 122.39 Entretanto, los salarios rurales,
sobre la base del índice 100 para 1877, cayeron a 83 en 1910.

Las consecuencias sociales y políticas de una situación así no
podrían hacerse esperar más. La estructura económica del pais
no propiciaba una solución inmediata. Precisaba, sin embargo,
vindicar la esperanza para la mayoría desposeída y transfor-
marla en un alto propósito para beneficio de las futuras genera-
ciones. Ninguna minoría debía evitarlo. El cambio para enar-
bolar la bandera de la revolución en el campo estaba allanado.

De esa manera, a la conservación de los indígenas en sus cos-
tumbres y tradiciones; a su aislamiento geográfico; a la protec-
ción de que fueron objeto por misiones religiosas en diferentes
momentos de la historia, se sumaría ahora, como factor de
cohesión, su solidaridad y la de sus descendientes y muchos
mestizos para modificar directa y drásticamente sus condicio-
nes precarias de vida.

Sin embargo, las demandas populares en el campo habrían
de conducirse por dos caminos distintos, si no es que en ocasio-
nes antagónicos: los pueblos del sur buscarían un regreso a la
posesión común de sus bienes; el peonaje del norte quería
superar el seudofeudalismo de los hacendados.

37 Ibidem, p. 28.
38 Ibidem, pp. 26-52.
39 Véase Gutelman, Michel. Op. cit., p. 45.
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"En los límites específicos fijados a las propiedades agrícolas
individuales, en las estipulaciones para la expropiación directa
de todas las tierras que excedieran de estos límites y no estuvie-
sen en manos de los campesinos, en la definición de inalie-
nables a perpetuidad de las tierras de los pueblos [... ] la ley
zapatista (del 28 de octubre de 1915)se apartó radicalmente de
proyectos y leyes revolucionarias anteriores.l'w Esto era parti-
cularmente cierto con respecto al planeamiento de Villa, "El
Centauro del Norte", orientado a la consagración de la peque-
ña propiedad, como en seguida veremos.

4. Womack, John. Zapata y la Revolución Mexicana, México, siglo XXI, 1969, p. 125.
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IV. FUNDAMENTOS DEL PENSAMIENTO AGRARISTA
DE LA REVOLUCIÓN DE 1910

ELMANIFIESTOdel Partido Liberal Mexicano, el Programa del
Centro Antirreeleccionista, el Plan de San Luis y el Plan de Aya-
la, que constituyen los gérmenes de la ideología revolucionaria
y de su proyecto nacional, son los documentos políticos que en
esa época buscaron dar respuesta a las aspiraciones de renova-
ción del pueblo mexicano.

Ideario político de gran significación para el movimiento
revolucionario de 1910-1917lo fue el del Partido Liberal Mexi-
cano, proclamado con cuatro años de anterioridad a su inicio.
De él surgirían las ideas que llevarían al Constituyente de Que-
rétaro a dotar de profundo contenido social los artículos 30.,
27, 123 Y 130 de la Constitución.

En la Exposición del Plan se advirtió la concepción vision ;:ria
de sus autores al vincular el aspecto social de las reivindicacio-
nes agrarias con el avance/económico que propiciarían; en una
visión integral del desarrollo del país. "El mejoramiento de las
condiciones de trabajo, por una parte, y por otra, la equitativa
distribución de las tierras, con las facilidades de aprovecharlas y
cultivarlas sin restricciones, producirán inevitables ventajas a la
Nación. No sólo salvarán de la miseria y procurarán cierta co-
modidad a las clases que directamente reciban el beneficio,
sino que impulsarán notablemente el desarrollo de nuestra
agricultura, de nuestra industria, de todas las fuentes de la
pública riqueza, hoy estancadas por la miseria general."

Las ideas germinarían más tarde en diversos enfoques del
problema agrario.

Madero, con base en los principios establecidos en el Plan de
San Luis, establece el 20 de noviembre de 1910como la fecha
en que las clases populares debían entrar en acción por la vía
armada. A partir de esta fecha, se suman millares de campesi-
nos al movimiento revolucionario, atraídos por la promesa que
se hace en el Plan de "restituir a sus antiguos poseedores los
terrenos de que se les despojó de un modo tan arbitrario" (Art.
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30, párrafo 30). Es, pues, el problema de la tierra lo que movili-
za y alienta a los grupos campesinos a secundar el Plan de San
Luis.

Sin embargo, al llegar a la presidencia, Madero pone poco
empeño en modificar la estructura agraria prevaleciente. Por
un lado permitió la existencia de los latifundios y por otra no
cumplió la restitución de terrenos arrebatados a las comunida-
des. Así lo reconoció en una carta dirigida al diario capitalino El
Imparcial con fecha 27 de junio de 1912. Con relación a los lati-
fundios se disculpó diciendo que "una cosa es crear la pequeña
propiedad por medio de un esfuerzo constante y otra es repar-
tir las grandes propiedades, lo cual nunca he pensando ni ofre-
cido en ninguno de mis discursos y proclamas. Sería completa-
mente absurdo pretender que el gobierno fuera a adquirir
todas las grandes propiedades para repartirlas gratis entre
pequeños propietarios, que es como se concibe generalmente
el reparto de tierras, pues simple y sencillamente el gobierno
no tendría dinero suficiente para hacer tal operación".

y con respecto a la restitución a comunidades reconoció
Madero que ésta era "la única promesa que no había cumplido
en toda su amplitud" porque debiendo su gobierno ajustar
todos sus actos a la ley, "es difícil restituir sus terrenos a los que
han sido despojados de ellos injustamente, declarando sujetos
a revisión los fallos respectivos, en Jos casos en que los despojos
han sido sancionados por todas las prescripciones legales".

Fue por ello que los campesinos del centro del país, encabe-
zados por Zapata, se sienten traicionados. En virtud de ello, el
25 de noviembre de 1911 proclaman el Plan de Avala, donde
manifiestan que no depondrán las armas hasta no lograr la
devolución de las tierras que les fueron arrebatadas.

Womack expone así esta situación: "¿Cuándo habría triunfa-
do la revolución? Para Zapata, el provinciano sureño, el exaspe-
rado jefe de su pueblo, la respuesta era directa y sencilla: cuan-
do la disputa agraria se hubiese resuelto equitativamente l· .. ]
o, por lo menos, cuando se iniciase una acción deliberada con
ese objeto. Para Madero, el provinciano norteño, apacible hijo
de un terrateniente [... ], la respuesta lera]: cuando los mexica-
nos prosperasen y se amasen unos a otros, o por lo menos
cuando él tornase posesión de la Presidencia. "41

41 Womack, John, Op. cit., p. 125.
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Fiel reflejo de la manera en que el plan zapatista buscaba
enfrentar el problema de la tierra, es el inciso séptimo de dicho
Plan de Ayala, que establece:

"En virtud de que la inmensa mayoría de los pueblos y ciu-
dadanos mexicanos no son más dueños del terreno que pisan,
sufriendo los horrores de la miseria sin poder mejorar en nada
su condición social ni poder dedicarse a la industria o a la agri-
cultura por estar monopolizadas en unas cuantas manos las tie-
rras, montes yaguas, por esa causa se expropiarán, previa
indemnización de la tercera parte de esos monopolios, a los
poderosos propietarios de ellas, a fin de que los pueblos y ciu-
dades de México obtengan ejidos, colonias, fundos legales para
pueblos o campos/de sembradura o de labor r se mejore en
todo y para todo la falta de prosperidad y bienestar de los mexi-

"canos.
El planteamiento zapatista, visto con perspectiva histórica,

no sólo combatía el despojo porfirista, sino q~e de hecho tam-
bién rechazaba, en relación con las comunidades agrarias, el
proyecto liberal de la Reforma. El movimiento zapatista
defendía, con las armas en la mano, el derecho de los pueblos a
la propiedad social de la tierra. Paradójicamente, el Plan de
Avala ordenaba en su punto 9 que "para ejecutar los procedi-
mientos respecto a los bienes (expropiados a los latifundistas)
se aplicarán las leyes de desamortización según convenga, pues
de norma y ejemplo pueden servir las puestas en vigor, por el
inmortal Juárez a los bienes eclesiásticos".

Así pues, para los campesinos del centro y sur del país, la
solución al problema del campo estaba en la restitución de las
tierras, lo que se explica en virtud de que la mayoría de los
zapatistas eran comuneros despojados de sus tierras, los cuales,
a pesar de emplearse como peones asalariados en las haciendas,
habían logrado mantenerse cohesionados por sus tradiciones y
costumbres. El plan zapatista sería ratificado el 19 de junio de
1914, declarándose que no cesarían en sus esfuerzos hasta no
conseguir que sus principios, "en la parte relativa a la cuestión
agraria, queden elevados al rango de preceptos constituciona-
l "42es .

42 Véase Córdova, Arnaldo. La ideología de la Revolución Mexicana. México, ERA, 1985, p.
151.
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Por su parte, Villa, al igual que Zapata, veía en el despojo de
las tierras y la concentración en unas cuantas manos, el aspecto
central del problema en el campo. Su planteamiento es "el frac-
cionamiento de las haciendas previa indemnización". Su inten-
ción no era la de restituir la tierra a los pueblos, sino dársela al
campesino en propiedad individual.

La siguiente reflexión de Arnaldo Córdova, constribuye a
precisar los principios tanto de Villa como de Zapata en materia
agraria: "al igual que Zapata, ni Villa ni los suyos fueron colecti-
vistas. Pero Villa mantuvo posiciones más individualistas que
Zapata. Para Villa el problema agrario era el problema de la
pequeña propiedad". 43 La Ley agraria que Villa expidió en
mayo de 1915 -y que no llegaría a tener aplicación concreta
por haber coincidido con un periodo de derrota masiva de la
División del Norte- expresa con claridad la idea del villismo:
el fraccionamiento por causa de utilidad pública de las grandes
propiedades, previa indemnización y la creación de explotacio-
nes individuales con un límite (a fijar con exactitud para cada
estado) de unas 25 hectáreas. Como puede apreciarse, "entre el
villismo y el zapatismo la gran diferencia radica exclusivamente
en el acento puesto por el primero en la división, consolidación
y protección a la pequeña propiedad't.v'

A diferencia de las proclamas anteriores, el Plan de Guadalu-
pe, que dio origen al movimiento constitucionalista encabeza-
do por Venustiano Carranza, no plantea reivindicaciones de
carácter social. En este documento se declara el desconoci-
miento de los poderes federales, así como el de los gobiernos
locales que reconocieran a las autoridades usurpadoras de Vic-
toriano Huerta, y se establecen los procedimientos encamina-
dos a restablecer el orden constitucional.

Más tarde, Carranza habría de incorporar formalmente las
demandas de reforma social al movimiento constitucionalista.
En efecto el 12 de diciembre de 1914, Carranza expidió el
Decreto de Adiciones al Plan de Guadalupe, en donde se anun-
cian leyes agrarias que favorecían a la pequeña propiedad, di-
solviendo los latifundios y restituyendo a los pueblos las tierras
de que habían sido injustamente privados; leyes que preten-

., Ibidem, p. 159.
B Ibidem, p. 162.
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dían mejorar la condición del peón rural, del obrero, del mine-
ro y, en general, de las clases trabajadoras. Se demanda tam-
bién una revisión de las leyes relativas a la explotación de
minas, petróleo, aguas, bosques y demás recursos naturales del
país, para destruir los monopolios creados por el antiguo régi-
men y evitar la formación de otros nuevos; en resumen,
Carranza prometía medidas para asegurar a los habitantes de la
República la efectividad y el pleno uso de sus derechos y la
igualdad ante la Ley.

Con todo, fue la Ley del 6 de enero de 1915, emitida por
Carranza desde Veracruz, la norma que habría de marcar el
inicio de la Reforma Agraria.

Esta Ley reconoce que una de las causas principales del des-
contento en el campo es el despojo de los terrenos de propie-
dad comunal, producto de la aplicación de la Ley del 15 de
junio de 1856, por lo que establecía la necesidad de devolverle
a los pueblos los terrenos de los que habían sido despojados.

El pensamiento carrancista era, como se expresa en el último
considerando de la referida Ley, que" ... no se trata de revivir
las antiguas comunidades, ni de crear otras semejantes, sino
solamente de dar esa tierra a la población rural miserable que
hoy carece de ellas, para que pueda desarrollar plenamente su
derecho a la vida y librarse de la servidumbre económica a que
está reducida; es de advertir que la propiedad de las tierras no
pertenecerá al común del pueblo, sino que ha de quedar dividi-
da en pleno dominio ... "

Además, en el manifiesto que Carranza dirige a la Nación el
11 de junio del mismo año, señala que "en el arreglo del pro-
blema agrario no habrá confiscaciones. Dicho problema se
resolverá por la distribución equitativa de tierras que aún con-
serva el gobierno; por la reivindicación de aquellos lotes del
que hayan sido ilegalmente despojados individuos o comuni-
dades; por la compra y expropiación que autoricen las leyes del

, "45paIS ...

Fiel al Plan de San Luis y a las necesidades del momento, la
legislación promulgada por Carranza en 1915 incorporaba
la visión del pequeño propietario del norte del país, pero a la

45 Ver López Gallo, Manuel. Economía y política en la historia de México. México, El Caba-
llito, 1981, p. 365.
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vez daba lugar a la demanda sureña de volver a la situación de
los pueblos previa al liberalismo de la Reforma y los abusos del
porfiriato. Se perfilaban así, en pleno siglo xx, dos caminos, dos
paradigmas para el campo mexicano.
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V. LA CONSTITUCIÓN DE 1917 Y EL PROYECTO
NACIONAL

LAsinjusticias que se derivan del régimen de propiedad territo-
rial, del aprovechamiento y explotación del subsuelo y demás
recursos naturales, y que habían dado pie al acaparamiento de
la propiedad en unas cuantas manos, fueron determinantes
para que el Constituyente se resolviera por el exterminio de los
latifundios, el fomento de la pequeña propiedad y la restitución
y dotación de ejidosw y tierras comunales a los pueblos.

El Artículo 27 Constitucional, en el que se establecen los
principios y normas fundamentales que regulan la propiedad
territorial, constituye una de las obras más meritorias y trascen-
dentales del Constituyente de Querétaro, en tanto que recoge
los postulados básicos del Plan de Ayala y establece los funda-
mentos en que descansa el régimen de propiedad agraria.

A través del análisis de este Artículo, se reconoce que el
esfuerzo de los grupos agraristas no fue infructuoso. Incluso
puede decirse que va más allá que el mismo Plan de Ayala, pues
además de fijar el derecho de propiedad comunal, establece la
creación de una deuda pública para el pago de indemnizacio-
nes en casos. de expropiación, en tanto que el plan zapatista
proponía el pago de las tierras previo a su expropiación.

<. El término "ejido" se emplea aquí con el significado de tierras objeto· de restitu-
ción o dotación a núcleos agrarios. Si bien dicho vocablo no era mencionado expresa-
mente en el texto original de! Artículo 27 Constitucional, quedó incorporado a éste
desde e! principio al confirmarse en él la vigencia de la Ley de 6 de enero de 1915, que
habla del ejido con esa connotación.

Por otra parte cabe hacer notar que actualmente se emplea "ejido" para referirse
también al núcleo agrario en favor de quien opera la restitución o la dotación (así, u. gr.,
en la actual legislación agraria). Con este sentido e! ejido tendría su más profundo ante-
cedente en e! calpulli azteca.

Ambos significados de "ejido" deben distinguirse del que contenían las leyes novo-
hispanas. Según éstas, e! ejido era la "tierra común de una población determinada, que
no [admitía) labranza ni cultivo y que [servía) para pastos, así como lugar de esparci-
miento, formación de eras y para otras actividades de dicha población. Se [trataba) de
tierras próximas al casco urbano o caserío, cuya extensión [iba) variando según las épo-
cas." Barragán Barragán, José. Voz "Ejido:', en Diccionario jurídico mexicano, Tomo
IV, México, UNAM, 1983, p. 31
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Con el Articule 27 se consolidó la nueva teoría constitucional
mexicana, que hizo de la ley fundamental un instrumento refor-
mador de las estructuras económicas y sociales. El Congreso
Constituyente partió del "propósito fundamental que teníamos
los diputados de Querétaro, interpretando el sentimiento uná-
nime de los revolucionarios todos, [... J de que en la legislación
mexicana quedara establecido como principio básico, sólido e
inalterable, que sobre los derechos individuales a la propiedad
estuvieran los derechos superiores de la sociedad, representada
por el Estado, para regular su repartición, su uso y su conserva-
ción. "47

"Había, pues, que romper a todo trance con la [... J inviola-
bilidad (del derecho de propiedad privada delliberalisrrio) para
poner los intereses comunes de la Naciónsobre los particulares
de los individuos o de las sociedades nacionales o extranje-
ras. "48

Los debates realizados en 1916y 1917fueron no menos apa-
sionados y definitorios que los efectuados en los momentos
más encendidos de la Reforma, a mediados del siglo XIX. Estos
se dieron considerando al campo, sobre todo, como sede de la
justicia por reivindicar; la agricultura, como tal, no era una
variable económica prioritaria. La frontera agrícola seguía sien-
do inagotable. La producción quedaba como un problema que
resolvería la distribución de la tierra. Ahora, en el seno del
Congreso Constituyente de 1916-1917,cobraría fuerza una
idea semejante, si bien la orientación del problema se daría en
el marco de la concepción revolucionaria del sistema de propie-
dad. Comentaba a propósito el diputado Rouaix en su famoso
testimonio: "Los antecedentes históricos de la concentración de
la propiedad raíz, han creado entre los terratenientes y jornale-
ros una situación que hoy en día tiene muchos puntos de seme-
janza con la situación establecida durante la época colonial
entre los conquistadores y los indios encomendados, y de esta
situación proviene el estado depresivo en que se encuentra la
clase trabajadora de los campos. Semejante estado de cosas tie-

.7 Rouaix, Pastor: Génesis de los Artículos 27 y 123 de la Constitución Política de 1917,Méxi-
co, Comisión Nacional Editorial del CEN del PRI, 1984, p. 135.

'8 Malina Enriquez, Andrés: La revolución agraria de México (1910-1920) en Biblioteca
Mexicana de- Autores Políticos. México, 1986, Coordinación de Humanidades de la
UNAM/Grupo Editorial Miguel Ángel Porrúa, tomo V, p. 184.
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ne una influencia desastrosa en el orden económico, pues con
[:~ruencia acontece que la producción agrícola nacional no
alcanza a satisfacer las necesidades del consumo. Corregir este
estado de cosas es, en nuestro concepto, resolver el problema
agrario, y las medidas que al efecto deben emprenderse consis-
ten en reducir el poder de los latifundistas y en levantar el nivel
económico, intelectual y moral de los jornaleros. "49

Es importante señalar que la sección agraria del Artículo 27
parte de un supuesto general que rige para todo el derecho de
propiedad: "La propiedad de las tierras yaguas comprendidas
dentro del territorio nacional corresponde originalmente a la
nación, ella tiene el derecho de transmitir dichos bienes a los
particulares en propiedad privada, pero ésta queda sujeta a las
modalidades que dicte el interés público y, en todo caso, el
derecho del Estado para regular el aprovechamiento de los ele-
mentos naturales susceptibles de apropiación, para hacer una
distribución equitativa de la riqueza pública y para cuidar de su
conservación. "50

De esta forma, las medidas concretas dirigidas a realizar la
reforma agraria parten, en el régimen constitucional mexicano,
de una concepción del derecho de propiedad relativo y condi-
cionado por el interés general. El fraccionamiento de latifun-
dios, el desarrollo de la pequeña propiedad agrícola en explota-
ción, la creación de nuevos centros de población agrícola, los
procedimientos restitutorios y dotatorios de tierras yaguas, las
limitaciones a la capacidad de adquirir y poseer propiedades
rústicas impuestas a las corporaciones cívicas y eclesiásticas fue-
ron sólo instrumentación de ese concepto del derecho de pro-
piedad, supeditado a una función social que constituye el
núcleo doctrinal del Artículo 27 constitucional.

En suma, este concepto otorgó al Estado nuevas responsabi-
lidades en el campo económico y social. Para ello se argumentó
(Andrés Molina Enríquez) una legítima subrogación en el dere-
cho de propiedad de la antigua Corona española sobre el terri-
torio mexicano por parte de la Nación, y el Poder Público que-
dó encargado de procurar a ésta una nueva estructura agraria y,
como consecuencia, un nuevo orden económico .

•• Rouaix, Pastor op. cit., p. 157.
50 Tena Ramírez, Felipe. Leyes fundamentales de México, México, Porrúa, 1972, p. 420.
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Con relación a la propiedad social, los diputados constitu-
yentes señalaron desde entonces la necesidad de hacer efectiva
la justicia revolucionaria de manera que no sólo se reivindica-
ran o concedieran posesiones a las comunidades del campo,
sino también se fortalecieran sus organizaciones proveyéndolas
de servicios y recursos públicos que contribuyeran a su desa-
rrollo pleno, y se descentralizaran decisiones oficiales que las
afectaran.

"La resolución del problema agrario -expresó vehemente-
mente Juan de Dios Bojórquez, el diputado constituyente por
Sonora- no estaba solamente en dar tierras [... ); sabemos
perfectamente que los agricultores necesitan previamente capi-
tal para poder trabajar; para emprender una labranza cualquie-
ra se necesita agua, se necesita muchas veces la ayuda de otros
campesinos [... ) Necesitamos llevar a los agricultores la idea
de la asociación, necesitamos llevarles enseñanza para fomen-
tar entre ellos el ahorro, hacer que entre los pequeños agricul-
tores se formen asociaciones y lleguen a constituirse verdadera-
mente sociedades cooperativas agrícolas. "51 Se advertía aquí
además la importancia de hacer de la unión y el fomento ele-
mentos clave de la solución al problema social agrario.

Con el mismo carácter vehemente y visionário destacó Bojór-
quez: "todos los asuntos que se despachan en las secretarías de
Estado.son muy dilatados [... ); sabemos que el Ejecutivo ha
ido constantemente en contra de los latifundistas; pero ha ido
también precisamente en contra de este procedimiento tan tras-
cendental para la lentitud de toda clase de asuntos. Sabemos
que las oficinas públicas están atestadas de empleados que casi
siempre están sin quehacer; y sin embargo, vemos que en esas
secretarías no se despachan los asuntos que están en cartera, de
un asunto que duerme seis meses; por eso soy partidario
de que las facultades que se den a los Estados sean las mayores
posibles con el objeto de dejar terminados todos los asuntos
allí. Hemos visto también, dentro de este Congreso, que hay
una tendencia muy marcada para crear el pequeño gobierno;
todos somos partidarios de la libertad municipal, hemos sido
partidarios también de la descentralización del poder público,

5. Comisión Nacional para las Celebraciones del 175 Aniversario de la Independen-
cia Nacional y el 75 Aniversario de la Revolución Mexicana. Así fue la Revolución Mexica-
na, México, SEP, 1985, tomo 6 ("Conjunto de Testimonios"). p. 1166.
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y ya lo hemos conseguido en parte; hagamos que en la materia
agraria la descentralización sea un hecho."52

Para la solución de los problemas agrario y agrícola la repre-
sentación nacional enfatizaba de este modo fortalecer el federa-
lismo desde el nivel municipal, en un esfuerzo por hacer lajus-
ticia más expedita.

52 Ibídem.
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VI. LA HACIENDA Y EL PEQUEÑO PROPIETARIO,
ELEMENTOS CENTRALES EN EL PROCESO DE
EXPLOTACIÓN AGRARIA EN LOS PRIMEROS

GOBIERNOS REVOLUCIONARIOS

EL CONSTITUYENTEde 1917 sienta las bases jurídicas para dar
respuesta al anhelo de los grupos campesinos de acceder a un
pedazo de tierra que les permitiera mejorar sus condiciones de
vida. Empero, la acción agraria para lograrlo ha variado con el
tiempo para quedar condicionada por la perspectiva del papel
que le corresponde al campo en el desarrollo nacional.

Así, para Carranza, primero, y para Obregón y Calles, des-
pués, el centro del problema en el campo lo constituía el terra-
teniente privilegiado y parasitario, ya que al vivir en la mayoría
de los casos alejado de sus propiedades, ponía poco empeño
por mejorar los procedimientos utilizados en la explotación de
sus tierras, cuando no las mantenía ociosas.

Para estos gobiernos el hecho de que 'un gran número de
terratenientes permanecieran ajenos a la evolución de las técni-
cas de explotación agrícola, manteniendo procedimientos tra-
dicionales, constituía uno de los principales factores que rete-
nían el desarrollo de la agricultura en el país y, por lo mismo,
que no pudieran competir en los mercados internacionales de
productos agrícolas.

El propósito central de sus respectivos proyectos agrarios fue
la modernización del campo, pero desde la perspectiva de la
burguesía liberal, que no estaba dispuesta a ceder el poder polí-
tico a los jefes campesinos. Su proyecto fomentaría a la peque-
ña propiedad privada, en contrapunto a la propiedad comunal
que reclamaba el campesinado, sobre todo en el Sur.

El propósito de modernización del campo no implicaba
necesariamente el desmantelamiento de la gran propiedad en
forma indiscriminada, sino sólo de aquella que se mantuviera
ociosa o continuara utilizando sistemas tradicionales en la
explotación de sus tierras. Además, la propia Constitución de
1917dejaba abierta la posibilidad para que los grandes propie-
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tarios conservaran sus bienes al señalar, en el Artículo 14, que
"nadie podrá ser privado de la vida, la libertad o sus propieda-
des, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante
los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan
las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las
leyes expedidas con anterioridad al hecho".

De conformidad con este Artículo, se debían restituir a las
poblaciones o individuos las propiedades de las que hubieran
sido despojados o estuvieran intervenidas si demostraban su
legítima propiedad. Tampoco podrían ser objeto de reparto en
tanto no se expidieran las leyes que determinaran, en cada esta-
do, el límite de la máxima extensión de la propiedad individual
o colectiva. .

En consecuencia, muchos terratenientes lograron recuperar
sus propiedades al terminar la guerra de la Revolución. Uno de
ellos fue Luis Terrazas, primer propietario de Chihuahua, de
guien se transcribe una carta que desde su residencia en Los
Angeles, California, le dirige en marzo de 1920 al administra-
dor de sus propiedades rústicas.

Los Ángeles, Cal. Marzo 26, 1920.

Luis Terrazas,
921 Citizen Bank Bldg.
Los Ángeles, Cal.

Sr. D. Enrique L. Cuitly.
Mexicali, Baja Cal., Méx.

Muy estimado Enrique:

Habiéndome ya sido entregadas por el Gobierno todas mis propie-
dades rústicas, me permito recomendarte que te sirvas pasar desde
luego a hacerte cargo de las haciendas de San Lorenzo y El Car-
men, como administrador de las mismas, quedando al efecto, por
la presente, ampliamente facultado por mí, para proceder a la reor-
ganización de los trabajos en las expresadas fincas, y para arreglar
como lo estimes conveniente a mis intereses, los contratos de apar-
celia o de arriendo, con los vecinos que tengan tomadas o deseen
tomar tierras por su cuenta en las haciendas de San Lorenzo y del
Carmen y su anexo San Isidro, en el concepto que, todos los con-
tratos de arrendamiento que fueron hechos por la Administración
General de Bienes Intervenidos, referentes a esas propiedades, han
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quedado definitivamente rescindidos, según se hace constar en el
acta notarial levantada en la ciudad de México, a dos de marzo de
1920, consignando la desintervención de mis propiedades rústicas,
por pane del Supremo Gobierno.

Soy con la estimación de siempre, tu tío que mucho te quiere.

LUIS TERRAZAS [Rúbrica]"

El gran proyecto en el campo era constituir un país agroex-
portador sobre la base de un sistema de explotación individual,
pues se consideraba que la mejor manera de despertar el inte-
rés del campesino en el cultivo y aumento de producción de las
tierras, así como su arraigo a la parcela, era la pequeña propie-
dad individual; por otra parte, se consideraba que el sistema de
explotación colectiva (el ejido) sólo suscitaba rencillas y envi-
dias entre sus miembros, llegándose a plantear que debía verse
a éste como una forma transitoria hacia la pequeña propiedad
o, en su caso, como un medio de complementar el ingreso de
los jornaleros."

Fernando González Roa y José Covarrubias habían escrito
desde 1917: "nuestra tendencia debe ser procurar que el lati-
fundismo desaparezca y que venga a ser sustituido no por la
propiedad comunal, sino por un gran número de propietarios
individuales, pero nos vemos obligados a aceptar para algunas
regicines, con la propiedad comunal, una solución transitoria
del problema de la tierra. Cuando lleguemos a una situación
mejor, será inútil proteger a esa sociedad comunal, salvo algu-
nos casos muy limitados. De todas maneras, como una medida
momentánea y destinada a dar satisfacción a las miserables
relaciones del campo, no podemos menos que aplaudir la polí-
tica de restitución de ejidos y de la propiedad comunal con que
el Gobierno de la Revolución ha inaugurado su programa de
reforma agraria." 55

La razón fundamental por la que buscará convertir a la
pequeña propiedad en la base sobre la que descansará la eco-
nomía agrícola del país, fue que se considerara incapaz al cam-
pesino y al ejido de realizar una producción agrícola intensiva y

53 Original en el archivo del autor.
.. Simpson, Eyler. op. cit.
55 Citado por Córdova, Arnaldo. op. cii., p. 285.
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en escala comercial. La idea, en aquel entonces imperante, de
que solamente la explotación individual posibilitaba el máximo
esfuerzo y eficiencia, fue plasmada en la Ley del Patrimonio
Familiar Ejidal de 1926, donde se estableció el aprovechamien-
to individual de las tierras ejidales.

Destruir el latifundio para ser sustituido, no por la propiedad
comunal, sino por un gran número de pequeños propietarios
individuales, chocaba con la demanda de numerosos grupos
campesinos de restituir y dotar de tierras a sus comunidades.
De ahí que en la mayoría de las veces se utilizara el reparto
agrario como un instrumento de pacificación de estos grupos
campesinos que todavía en esos momentos mostraban un alto
grado de beligerancia y determinación. Zapata fue asesinado en
1919,Villa en 1923 y al final de los años veinte, el movimiento
cristero, de amplísima base campesina, cimbró profundamente
al gobierno post-revolucionario. 56

Esta concepción del reparto agrario y de las limitaciones del
ejido como unidad productiva, explica el hecho de que para
1934 sólo se hubieran repartido 7.7 millones de hectáreas (3%
del territorio nacional) a 780 000 campesinos. Lo que significa-
ba que 16 años después de haberse sentado las bases de la
Reforma Agraria, el promedio anual de tierras repartidas fuera
de 481 250 hectáreas, con una extensión promedio de 9.8 hec-
táreas; correspondiendo al gobierno de Calles la realización del
mayor reparto de tierras: 3 045 802 hectáreas, beneficiando a
301 589 familias campesinas.

Salvar la propiedad privada haciendo la Reforma Agraria era
la consigna durante este periodo. Se llegó al grado, incluso, de
plantear el fin del reparto agrario como forma de restitución o
dotación de ejidos a los pueblos.

5. Muchos campesinos, arengados por sacerdotes católicos que se opusieron a la
Constitución carrancista -en la que se le negaba toda personalidad jurídica a la Iglesia,
se le prohibía toda intervención política y se le cerraban las escuelas, en tanto se le con-
fería al Estado el derecho de administrar la "profesión" clerical- no vacilaron en
defender a la institución religiosa con las armas en la mano. Luis Cabrera [... J escribía
en nombre del gobierno constitucionalista en el Forum Magaúne: "La fuerte resistencia
encontrada por las tropas constitucionalistas bajo la forma de defensa sociales armadas
(de manera decisiva agrupaciones campesinas) no era una prueba de simpatía hacia
Huerta, sino que estaba provocada por una especie de horror hacia los soldados revolu-
cionarios, a los que el clero católico presentaba como bandidos que querían apoderarse
de las ciudades y de los pueblos para robar, violar, saquear y asesinar." Vid. Meyer,
Jean. La Cnstiada, México, siglo XXI, 1974, T. 11, p. 94.
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Este panorama explica en buena medida el contenido de la
Ley de Dotaciones y Restituciones de Tierras y Aguas, publica-
da en el Diario Oficial de la Federación de 27 de abril de 1927, don-
de se exceptúa de afectación ejidal a la pequeña propiedad que
no excediera de 150 hectáreas, cualquiera que fuera la calidad
de las tierras, a la par que establece la extensión máxima de la
parcela ejidal en tierras de riego de primera calidad o su equi-
valente, de 2 a 3 hectáreas, en el entendido de que su falta de
cultivo por más de un año implicaba la pérdida de todo dere-
cho sobre la misma.

En suma: la visión de los primeros gobiernos surgidos de la
Revolución en torno a la solución del campo ocasionó un cre-
ciente malestar entre los campesinos, en la medida en que las
grandes haciendas, lejos de desaparecer, siguieron prevalecien-
do.

Finalmente, debe destacarse que el golpe que habría de mer-
mar la fuerza del propósito de convertir a México en una
nación agrícola exportadora, fue la conjugación de dos factores:
por un lado, el que el producto agrícola para 1933 había des-
cendido en un 30% respecto a 1929, en tanto que las exporta-
cienes agrícolas habían disminuido en casi 50%.

Los siguientes datos sirven para ilustrar el carácter de la
reforma agraria en este periodo y su impacto en la dinámica
productiva del agro_57

- Sólo el 5.5% de las comunidades existentes fueron dota-
das de tierra en el periodo, a pesar de haberse afectado e133.3%
de las fincas mayores de 1 000 hectáreas.

- Para 1930, de la superficie de todas las propiedades agrí-
colas existentes en el país, que era de 131 149.8 hectáreas,
correspondían a las particulares 123 149.8 hectáreas, en tanto
que la de los ejidos era sólo de 8 344.7. Esto significa que el
porcentaje de las propiedades privadas representaba el 99.3%
de todas las propiedades agrícolas del país, mismas que abarca-
ban el 93.7% del área total.

- Del total de créditos asignados por el Banco Nacional de
Crédito Agrícola desde que inicia sus operaciones (marzo
de 1926) hasta finales de 1933, el 74.4% del monto asignado
correspondió a paniculares, el 13.8% a ejidatarios y el resto a
otros.

57 Véase Sirnpson, Eyler. Op. cit.
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- Por su parte, las inversiones de capital en el agro en 1930
se distribuían de la siguiente manera: el 90.9% del monto de la
inversión se localizaba en fincas de propiedad privada y el resto
en los ejidos.

- A pesar del énfasis puesto en los primeros gobiernos de la
Revolución por abatir el número y repartir tierras ociosas, las
siguientes cifras nos aproximan a los logros obtenidos: para
1930, de la superficie total de tierras de labor cultivables, el
86.6% estaba en manos de particulares, y el resto -13.4%- era
superficie ejidal. No obstante, en ese mismo año, la superficie
cultivable por particulares sólo representaba el 48.3% del total,
en tanto que la ejidal participaba con el 57.4%.

- Asimismo, para el caso del maíz, a pesar de que los ejidos
participaban con el 15.6% del total de la superficie cosechada,
contribuían con el 17.4% de la producción, lo que representaba
una productividad media por hectárea de 586 kg/ha, en tan-
to que la de las propiedades privadas era un 13% menor, 115
kg/ha.

En contraste, la tierra que comenzaron a recibir los campesi-
nos fue sin pago alguno. La indemnización corrió a cargo del
Estado, a diferencia de la mayoría de las reformas agrarias que
posteriormente se emprendieron en América Latina y que obli-
garon a los campesinos a pagar a plazos por medio del Estado.
Ello le daba a los campesinos mexicanos recursos de los que
podrían sentirse dueños absolutos. Al mismo tiempo va
cobrando fuerza la idea de que el reparto de tierras por sí solo
no habría de resolver el problema agrario, sino que se requería
que fuera acompañado de otras medidas que complementaran
económicamente la posesión de la tierra.

Más tarde, esta idea habría de plasmarse en el Plan Sexenal
de 1934, el primero que elabora como partido en el gobierno el
Partido Nacional Revolucionario, el cual, en su declaración de
principios, "reconoce y declara estrictamente, que la redención
económica y social de los campesinos mexicanos no se logrará
con sólo proveerlos de tierras y de agua para que trabajen aqué-
llas, sobre todo una vez que el reparto se haya efectuado en
toda su extensión, sino que es indispensable organizar en todos
sus aspectos al sector campesino y capacitarlo económicamente
para asegurar la mayor producción agrícola del paíS."58

5. Partido Nacional Revolucionario. Declaración de principios. México, 1934 pp. 23-33.
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VII. EL PROYECTO CARDENISTA: EL EJIDO COMO
ELEMENTO CENTRAL DE LA MODERNIZACIÓN

RURAL

EL ARRIBO de Cárdenas a la Presidencia de la República trae
consigo una nueva concepción de la Reforma Agraria como
solución al problema del campo. A diferencia de sus anteceso-
res, Cárdenas no veía al ejido como fuente complementaria del
ingreso campesino o como un elemento transitorio. Por el con-
trario, concebía al ejido como "el medio directo de satisfacer
las necesidades de los núcleos de población [... ) constituyendo
para la comunidad una fuente de vida propia que libera a los
habitantes de trabajar a jornal y permite a cada uno de ellos
percibir el valor íntegro del esfuerzo que aplica a las tareas pro-
ductivas ... "59

En cuanto a la propiedad privada, se señalaba que "la peque-
ña propiedad agrícola en explotación se reconoce y se rodea de
respeto; pero es una Institución distinta, respecto de la cual el .
Estado tiene deberes específicos y de ningún modo puede con-
siderarse como la forma que se aspira a cobrar a través de los
ejidos ... "60

Su gran propósito consistía en cambiar, de una vez por todas,
el sistema de propiedad existente en el campo para dotar y res-
tituir a los pueblos de tierras. Así pues, el impulso al sector eji-
dal era la piedra angular de su programa agrario y su fin último
era procurar "una distribución justa de la riqueza y el mejora-
miento de las condiciones de vida de toda la población". Por
ello es que se propone llevar el reparto agrario hasta el límite
que las tierras afectables lo permitieran.

El sustento jurídico-político de esta concepción lo constituyó
el Código Agrario del 22 de marzo de 1934, el cual tomó como
base las consideraciones establecidas en el Plan Sexenal aproba-
do por el PNR en enero de 1934. Entre los aspectos sobresalien-

59 Véase Silva Herzog, Jesús. El agrarismo mexicano y la reforma agraria. México, FCE,

1970, p. 409.
6. Cárdenas, Lázaro. Ideario político. México, ERA, 1984, p. 139.
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tes que se establecen en dicho Código cabe resaltar: el que la
dotación individual de parcelas a los ejidatarios no debería ser
menor de 4 hectáreas de terrenos de riego, amplíandose el limi-
te anterior que era de 2 hectáreas; los peones acasillados fueron
considerados entre los campesinos con derecho a tierra; el
tamaño de la pequeña propiedad inafectable se confirmó en
150hectáreas de riego y 300 de temporal, reducibles en un ter-
cio cuando lo exigieran las necesidades de los pueblos.

Posteriormente, Cárdenas promovió reformas a la ley agraria
para desconocer los fraccionamientos de predios rústicos cuan-
do el usufructo de éstos lo ejerciera una sola persona. Con ello
se desconocían los fraccionamientos simulados, cuyas tierras se
concederían a los ejidos y las comunidades.

Más tarde, Cárdenas promovió reformas al Artículo 27 Cons-
titucional para que fueran las autoridades federales, y no las
locales, las que resolvieran los conflictos por límites entre dos o
más núcleos de población agraria. Con esto se respondía a la
exigencia de las comunidades indígenas de dar solución a estas
cuestiones, generadoras de enfrentamientos graves entre ellas
desde mucho tiempo atrás, y restablecer así la paz y la concor-
dia necesarias para su fortalecimiento.

Finalmente, tres meses antes de concluir su sexenio, promul-
gó Cárdenas un nuevo Código Agrario en el que se estableció,
como consecuencia de la reforma constitucional citada, el reco-
nocimiento y la titulación de los bienes que poseyeran las co-
munidades, fuera de hecho o de derecho, a fin de garantizar su
desarrollo.

Asimismo, para fortalecer la solidaridad ejidal, estableció
que el ejidatario perdería sus derechos por actos que tuvieran
como consecuencia la desorientación, la desunión o la desorga-
nización de la colectividad. Con disposiciones tales se fortalece-
ría la base social del proyecto agrario cardenista.

La explotación del ejido de manera colectiva, decía Cárde-
nas, es una "exigencia de técnica económica". y es precisamen-
te sobre este esquema que se organizan las tierras repartidas en
la Comarca Lagunera y los ejidos henequeneros de Yucatán,
mismos que subsisten hasta la actualidad.

El ejido colectivo fue considerado como la síntesis natural
entre la eficiencia económica y los objetivos sociales de equidad
rural perseguidos por la Reforma Agraria. Éstos habían apare-
cido hasta entonces como dos metas mutuamente excluyentes,
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el primero en la gran extensión privada y el segundo en el ejido
parcelado.

Consecuentemente, "la institución ejidal tiene hoy -decla-
raba Cárdenas- doble responsabilidad sobre sí: como régi-
men social, por cuanto libera al trabajador del campo de la
explotación ... , [y) como sistema de producción agrícola, por
cuanto pesa sobre el ejido, en grado eminente, la responsabili-
dad de proveer a la alimentación del país".

Cárdenas consideraba que "si la tierra era entregada a los
campesinos y no se les proporcionaba medios para cultivarla,
todo esfuerzo sería nulo y perdido". 61

Esta concepción integral de la solución al problema del cam-
po condujo, en este periodo, a acompañar el reparto agrario
con créditos refaccionarios, obras de irrigación, caminos,
implantación de modernos sistemas de cultivo, de escuelas; en
suma, se buscaba la independencia económica plena de los eji-
datarios.

Para tal efecto, fueron creadas varias instituciones públicas;
en 1936 se crea el Departamento de Asuntos Indígenas con el
propósito de atender a la población indígena en sus necesida-
des de educación, salud, mejoramiento económico y vivienda.
Además, se organiza a la mujer campesina en ligas de defensa
social, en comités de educación y de lucha contra el alcoholis-
mo. De todas las instituciones destaca por su trascendencia el
Banco Nacional de Crédito Ejidal, al que se hizo responsable
de impulsar la organización de los ejidos a la par del apoyo cre-
diticio y técnico que otorgaba.

Por otro lado, el gasto público orientado al campo se elevó
considerablemente. Las inversiones públicas para el fomento
agropecuario realizadas en este periodo, representan el 18%de
la inversión pública total, habiéndose canalizado casi en su
totalidad a obras de riego que habrían de beneficiar en su ma-
yoría al sector ejidal. Así, el presupuesto para obras de irriga-
ción representó en 1938 el 7.2% del presupuesto nacional, con-
tra 2.6% en 1933, además, se crearon los Almacenes Nacionales
de Depósito (1936), los Comités Reguladores de los Mercados
del Trigo y Maíz (1937),Yel Comité Regulador del Mercado de
Subsistencias (1938).

Al final del mandato cardenista, se habían repartido más tie-

6' Cárdenas, Lázaro. Op. at., p. 11l.
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rras que durante todo los gobiernos anteriores juntos:
17 891 577 hectáreas beneficiaron a 814 537 familias, siendo el
año de 1937 cuando se reparte el mayor número de tierras,
5 016 231 hectáreas, habiéndose creado 11 000 ejidos. Sin
embargo, debe destacarse que la aplicación de las medidas
agrarias para el reparto de tierras requirió que los agraristas
fueran armados por el gobierno de Cárdenas, ante la oposición
armada de muchos hacendados, que bajo la bandera de "la
defensa de la pequeña propiedad", organizaron las famosas
guardias blancas.

El propio Cárdenas subrayó la importancia de la interven-
ción directa de los campesinos organizados en la Reforma
Agraria "No basta -dijo- con la buena voluntad de los fun-
cionarios públicos, ni con los mandamientos contenidos en la
legislación que nos rige. Hay necesidad de que una fuerza
superior, que no puede ser otra que la de los trabajadores orga-
nizados, concurra para vencer las resistencias que desgraciada-
mente se oponen al mejoramiento económico de nuestro pue-
blo."

La participación decisiva de las organizaciones sociales que-
daba definida así y pronto cristalizaría en actos fundamentales.
En 1935el presidente Cárdenas emitió un decreto convocando
a las organizaciones campesinas a formar la Confederación
Nacional Campesina, que nace con el lema: "Campesinos de
América, Uníos."

Así se crearía la base social de apoyo a la consolidación insti-
tucional del Estado mexicano y a las políticas nacionalistas del
gobierno. "La fortaleza de la CNC se sustentó en dos elementos:
el primero fue que [surgió] como organización con un proyecto
claro de desarrollo rural -el proyecto cardenista- y como
consecuencia de una movilización campesina [... ] El segundo
define la forma concreta en que se desarrolló como organiza-
ción nacional sustentada en la organización de las comunida-
des agrarias -ejidos y comunidades- y articulada a la proble-
mática regional [lo que] permitió [... ] integrar las demandas
sociales [del campo] al proyecto general y, por esta vía, incorpo-
rar al movimiento campesino, a través de sus dirigentes recono-
cidos, al quehacer gubernamental. "62

.2 Gordillo, Gustavo: "Estado y movimiento campesino en la coyuntura actual", en
González Casanova, Pablo, y Aguilar Camín, Héctor (coords.), México ante la crisis, Méxi-
co, Siglo XXI, 1985, tomo 2, pp. 298-299.
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Era el pleno ejercicio del espíritu tutelar del Estado que se
ejerce para compensar inequidades y desventajas, pero en apo-
yo de la movilización social el tutelaje devendría paternalismo
cuando la autoridad estatal, aunque persiguiera los mismos
fines, no fuera ya ejercida como contraparte de la movilización
social, sino como su sustituto.

Fue tal la magnitud del reparto agrario cardenista que "el
40% de todas las resoluciones presidenciales entre 1915-1966
(es decir, en más de cincuenta años) fueron dictadas durante los
6 años del régimen cardenista, y el 30% de todos los campesi-
nos beneficiados lo fueron durante su periodo'I.s"

El instituir al ejido como única fuente de recursos para el
ejidatario a la vez que convertirlo en la base de la economía
agrícola del país, pronto mostró sus resultados: en 1930 la pro-
ducción ejidal sólo contribuía con el 11% de la producción agrí-
cola, en tanto que para 1940 contribuyó con el 50.5%. En esa
década, el volumen de la producción se incrementó en 71%;
proporción sin precedentes. En suma, durante el sexenio car-
denista se modifica radicalmente la estructura agraria, al grado
de que casi la mitad de la tierra cultivable del país pasó a formar
parte del sistema ejidal.

El desarrollo industrial que surge a partir de los años 40 no
se hubiera producido sin esta base agrícola y agraria. Alimen-
tos, materias primas y crecientes capas de consumidores, así
como bajos costos para la industria, surgieron del programa
agrario y agrícola cardenista .

•s Reyes Osorio, Sergio, et al. Estructura agraria y desarrollo agrícola en México. México,
FCE, 1974, p. 37.
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VIII. EL PERIODO DE UNIDAD NACIONAL: NUEVO
GIRO DE LA REFORMA AGRARIA

ANTEel inminente conflicto bélico mundial, el gobierno de
Manuel Ávila Camacho anunció desde sus inicios que habría
de llevar adelante una política de "unidad nacional" en todos
los ámbitos, lo que significó aminorar los conflictos internos
que habían generado las reformas cardenistas. Tal estrategia
sería, de hecho, la plataforma de su llegada a la Presidencia de
la República.

Esa política habría de traducirse en la disminución en el rit-
mo de distribución de la tierra y en el abandono paulatino de la
idea de la organización colectiva. Convencido de que la peque-
ña propiedad constitutía el eje sobre el cual debía girar el desa-
rrollo agrícola del país, el gobierno tomó diversas medidas
legales que habrían de beneficiar ampliamente al sector priva-
do. Se separaron nuevamente los caminos agrario y agrícola del
país. .

Pero, sobre todo, en esta época se define gubernamental y
socialmente el papel prioritario del desarrollo urbano-indus-
trial, subordinando el papel del agro. El campo quedaba defini-
do como el sector primario de la economía proveedor de mate-
rias primas y alimentos y desde el cual debería expulsarse ma-
no de obra barata en favor de los sectores secundarios y tercia-
nas.

La vida campesina dejaba de tener proyecto en el campo;
sólo quedaba espacio para la producción. El desarrollo, el futu-
ro de la organización de la sociedad, sería en las urbes.

En el decreto del 25 de enero de 1941 se estipularon las
modalidades para reparar los daños ocasionados por afecta-
ciones agrarias. En dicho decreto se señalaba que aquellos
pequeños propietarios que hubieran sido afectados en virtud
de resoluciones dotatorias, recibirían como compensación del
perjuicio que hubieran sufrido una superficie de valor equiva-
lente a la afectada, dentro de los distritos de riego que el gobier-
no federal estaba por concluir. En cambio, los ejidos que se
afectaran por devoluciones de pequeñas propiedades a sus anti-
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guos dueños sólo podrían ser compensados con terrenos inme-
diatos, siempre y cuando fueran afectables.v'

La frontera agrícola estaba aún abierta, su ampliación será el
recurso más solicitado para resolver las contradicciones que
el propio Estado sostenía entre propiedad social y propiedad
privada, entre agrarismo y agricultura.

Asimismo, el 28 de julio de 1942, con el nuevo Código Agra-
rio se precisaron las condiciones de inafectabilidad para los
terrenos dedicados a la ganadería, estipulándose la inalienabili-
dad para aquellos terrenos no mayores de 300 hectáreas, en las
mejores tierras, y de 500 en las peores. Además, se dieron
mayores garantías a la pequeña propiedad privada.

En cambio, se combatió el espíritu colectivista al interior de
los ejidos, creando los títulos parcelarios para los ejidatarios.
"Ya como Presidente [Ávila Camacho] dispuso que, ante la
imposibilidad de parcelar los ejidos hasta entonces concedidos
y otorgar a cada ejidatario el título [... l correspondiente, se
procediera desde luego a expedir certificados de derechos agra-
rios [... l, a fin de proveerlos de un documento que los ampa-
rara en la posesión de las parcelas de que disfrutaban. "65

Por otra parte, el nuevo Código limitó las posibilidades de
ampliar ejidos al exigir que sólo tendría lugar cuando hubiere
por lo menos 20 sujetos sin posesiones, condicionando la
ampliación a que las tierras fueran totalmente aprovechadas,
"condición esta última dificil de cumplirse't.w

No obstante que la vía modernizadora era la pequeña pro-
piedad, por razones políticas se entregaron 5 500 000 hectáreas
a aproximadamente 112 000 campesinos entre 1941 y 1946.
También fue aumentada la unidad mínima de dotación ejidal
de 4 a 6 hectáreas de riego y de 8 a 12 de temporal.

Por su parte, las inversiones públicas federales en el sector
agropecuario descendieron al 16.9% de la inversión pública
total y el 90% de tales recursos se destinaron a grandes obras de
riego que, en su mayoría, habían de beneficiar a la pequeña
propiedad por el mismo carácter del decreto expedido el 25 de
enero de 1945. Así, se incorporaron 816 000 hectáreas al siste-

6' Véase López Gallo, Manuel. Op. cii., p. 497; Y Gutelman, Michel. Op. cit., p. 113.
65 Luna Arroyo, Antonio, y Alcérreca, Luis G.: Diccionario de Derecho Agrario Mexicano,

México, Editorial Porrúa, 1982, p. 47.
66 lbidem, p. 484.
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ma de riego, el doble de las 416 000 existentes al inicio del
sexenio.

En suma, durante este gobierno la pequeña propiedad indi-
vidual vuelve a convertirse en la base para dinamizar y moder-
nizar el campo y conquistar así los mercados que empezaban a
rehabilitarse con la recuperación de la economía mundial.
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IX. PROPIEDAD SOCIAL COMO ELEMENTO DE PAZ;
PROPIEDAD PRIVADA COMO ELEMENTO DE

DESARROLLO: 1940-1970

DURANTEel régimen de Manuel Ávila Camacho se insistió en
que al Poder Público se le presentaba de manera igualmente
imperiosa, tanto la necesidad de armonizar las relaciones jurí-
dicas y sociales de los ejidatarios entre sí, como de coordinar las
de éstos con los pequeños propietarios.

Los derechos y extensión de la pequeña propiedad se señalan
como límites a la dotación o restitución de tierras solicitadas
por los pueblos, y la explotación de los bienes de éstos perdió el
forzoso carácter colectivo que había tenido, para dar paso a la
individualización de sus procesos productivos.

Dicho proceso fincaría sólidamente sus bases durante el
gobierno de Miguel Alemán; se afirma entonces que la Refor-
ma Agraria había concluido una primera etapa de acción, diri-
gida a quebrantar el poder político, económico y social de los
latifundistas, y que la etapa siguiente tenía que caracterizarse
por el desarrollo técnico.

En ·la Iniciativa de Reformas al Artículo 27 Constitucional
que promovió el gobierno de Alemán, se soslaya la fuerza pro-
ductiva de las organizaciones basadas en la propiedad social y
se apela a la técnica y a la propiedad individual para proseguir
el desarrollo agrícola. Se persiguen como objetivos de la Inicia-
tiva "la elevación económica y moral del campesino y el
aumento de la producción. [... ] Si el campesino poseedor de la
tierra ha de mejorar su situación para convertirse en un verda-
dero factor del desenvolvimiento económico de México, es
necesario crear las condiciones objetivas necesarias". 67

Las condiciones consideradas fundamentales para ello, fue-
ron tres: contar con la extensión de terreno que permitiera la
utilización de procesos técnicos modernos de producción;
ampliar la frontera agrícola y dar seguridad a la tenencia de la
tierra.

17 Véase la "Exposición de motivos de la iniciativa de reformas a las fracciones X,
XIV Y XV del Articulo 27 Constitucional" (1946).
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En la misma Iniciativa se amplió la unidad individual de
dotación en ejidos y comunidades a 10 hectáreas de riego y
humedad o sus equivalentes y el límite de la pequeña propie-
dad agrícola creció a 100 hectáreas sobre la misma base; la
propiedad ganadera se amplió a la extensión suficiente para
mantener 500 cabezas de ganado mayor o sus equivalentes. La
apertura de nuevas tierras al cultivo se impulsó mediante
la obra pública, en particular la de irrigación, con lo que
cobran auge los grandes proyectos de infraestructura hidráuli-
ca, que correrían a cargo de la Secretaría de Recursos Hidráuli-
cos, creada para el efecto.

En el orden jurídico, se considera indispensable otorgar la
seguridad de que la ley protegerá plenamente a la pequeña pro-
piedad que estuviera en explotación y hubiera sido declarada
inafectable; así, la Fracción XIV del Artículo 27 fue modificada
para devolver a los propietarios de predios agrícolas o ganade-
ros, cuyos límites estuvieran dentro de la ley, el derecho de pro-
mover el juicio de amparo contra la afectación agraria.

Después de todo, en la perspectiva con que se contemplaba
el camino del desarrollo del país, la propiedad particular debía
tener, por lo menos, los mismos derechos y protección legal
que la Revolución le había procurado a la propiedad social.
"La necesidad de dar seguridad a las pequeñas propiedades se
hace aún más evidente cuando se recuerda que así fuera sólo
por su crecido número, son acreedoras a esa seguridad, sin
olvidar tampoco que en el fondo, y en la mayor parte de los
casos, poco se diferencian las propiedades ejidales."68

Comparar en estos términos al ejido y la pequeña propiedad
individual, tiene un enorme significado que prevalecería entre
los criterios básicos de la política agraria y agrícola durantee1
siguiente cuarto de siglo.

En primer lugar, se soslaya y desdibuja el carácter social que
Cárdenas le había dado a la Reforma Agraria y al papel que en
ella debían jugar las organizaciones campesinas, tanto para
avanzar en la eficiencia de sus prácticas productivas como
para la defensa de sus intereses, derechos y, en última instancia,
de su proyecto político como integrantes de la nación mexicana.

En segundo lugar, es la base para la reestructuración de la
economía y la sociedad rural en función del papel subsidiario

68 Ibid.
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que se le asignaba en el proceso industrializador del país, iden-
tificado como el proceso de desarrollo de la sociedad en su con-
junto.

Así, durante los regímenes sucesores del alemanista y hasta
1970, el gobierno va profundizando y, a la vez, burocratizando
su intervención en las organizaciones campesinas y sustituyén-
dolas -ineficientemente- en la promoción de su actividad
económica.

Aunado a ello, se transforma en control político lo que se
planteaba como promoción organizacional. En la época de
Cárdenas, con la intervención del Banco de Crédito Ejidal y por
iniciativa de los ejidatarios, se habían impulsado tres mecanis-
mos básicos que fortalecerían la economía y la organización eji-
dal: las sociedades regionales de interés colectivo agrícola (SICA),
las uniones descentralizadas de sociedades locales y los fondos
sociales.

Se preveía que en la medida que las organizaciones regiona-
les fueran ganando fuerza y los fondos permitieran el autofi-
nanciamiento de las comunidades ejidales, la injerencia del
Banco se iría limitando a la asesoría y fiscalización y dejaría de
ser organismo administrativo de las sociedades ejidales. Empe-
ro" a las SICA se les acusó de mal manejo defondos. Para 1953
sólo 15 sociedades de la Laguna (contra 217 en 1939) y 128 en
todo el país quedaban afiliadas a alguna SICA. La Ley de Crédito
Agrícola de 1955 ordenó la liquidación de todas las sociedades
regionales, aparentemente por las irregularidades reportadas
de su manejo. Caso similar pasó con las uniones que, en algu-
nos casos, fueron acusadas de tener tendencias comunistas.

Aparecieron uniones antagónicas que alegaban cada una de
ellas ser las verdaderas representantes de los ejidatarios. La
importancia de todas ellas declinó rápidamente, y se les despo-
jó de su contenido económico; por su parte, la mayoría de los
fondos sociales fueron disueltos, bajo el argumento de irregula-
ridades y abusos de confianza cometidos.

En cambio, el papel del Banco como organizador de los pro-
ductores, se reforzó; sus representantes, miembros con pleno
derecho en la sociedad de crédito local, tenía derecho a veto
sobre las decisiones de las asambleas generales e intervenían
directamente en la designación de los miembros del comisaria-
do ejidal. Con ello, el Estado montaría el control político del
ejido e influiría en la vida económica, social y política del mis-
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mo. Por su parte, mediante la distribución del crédito a través
del Banco, orientaba la producción en la medida que los prés-
tamos sólo se concedían de acuerdo a decisiones emanadas del
aparato político-administrativo.

Las instituciones oficiales relacionadas con el campo se mul-
tiplicaron, subordinadas al proyecto urbano-industrial, crecie-
ron burocráticamente y le arrebataron a las comunidades las di-
rectrices de su propio desarrollo organizativo para someterlas a
tantos programas como instituciones se hacían presentes.

Por su parte, también la lucha de las organizaciones campesi-
nas cambia de orientación. Cuando parecía estar entrando de
lleno a la organización de la producción, muchas de ellas echa-
ron marcha atrás y se dedicaron principalmente a las activida-
des políticas, descuidando la organización productiva y los ser-
vicios relativos, y por lo tanto dejando de ser, al paso del tiem-
po, autónomos económica y políticamente. Su labor en este
aspecto se concentró en la simple gestión de situaciones y favo-
res casuísticos dentro de los mecanismos establecidos.s?

Las organizaciones campesinas agrupadas en la cxc, evolu-
cionaron de instrumento de movilización institucional hasta
convertirse en un aparato político de contención preventiva de
movimientos de sus propias bases. La estructura orgánica de la
cxc se fue orientando, cada vez más, al control y la contención
de las demandas campesinas, dejando un enorme vacío en el
terreno de la organización de los productores rurales. Ello da-
ría lugar a que en abril de 1926, representantes de más de 100
mil campesinos, reunidos en Zamora, Michoacán acordaran
independizarse de ella. Convocaron al Congreso Constituyente
de la Central Campesina Independiente, al que asistieron cer-
ca de dos mil delegados procedentes de todos los Estados de la
República, señalando que "nada había en los objetivos de
la nueva central, que fuera más allá del programa de la Revolu-
ción Mexicana'"." El expresidente Lázaro Cárdenas apadrina-
ría, con su presencia, la constitución de esa nueva central que
en su declaración de principios señala que "el fin fundamental
de ese organismo revolucionario es la unidad combativa de
todos los campesinos, sin ninguna distinción ideológica, creen-

69 Reyes Osorio, Sergio. Op. cit., p. 979.
70 Ortiz Mendoza, Angeles. "La cci, historia de una lucha", en Estudios POL¡'(lCOS.

México. UNAM, jul-sept., 1978, Núm. 15, pp. 109-124.
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cias religiosas, ideas políticas o sociales. El objetivo básico de la
Central Campesina Independiente es la realización de la Refor-
ma Agraria Radical, como el producto de la lucha y moviliza-
ción de los campesinos, de la orientación revolucionaria de la
clase obrera y la participación de las fuerzas democráticas del
país" .71

En 1964, aprovechando que Danzós Palomino, uno de los
secretarios generales de la CCI, había sido postulado por el
Frente Electoral Popular, vinculado al PCM, como candidato a la
Presidencia de la República, el grupo que encabezaban Hum-
berto Serrano y Alfonso Garzón lo acusa de violar los estatutos
de la Central y logra su expulsión. A partir de esa fecha, la CCI

queda fraccionada en dos corrientes: una comandada por
Alfonso Garzón que se afiliaría al PRI en 1970, y la otra fundada
por Danzós Palomino, que se convertiría en la Central Inde-
pendiente de Obreros Agrícolas y Campesinos (CIOAC) en 1975,
cada una con líneas ideológicas muy definidas.

La movilización campesina se debilita y, con ello, la direc-
ción de su propio proyecto de clase, lo que hace de la moderni-
zación industrial en que se empeña el país durante este perío-
do, la directriz única del proyecto nacional.

El reparto de tierras decreció notablemente. En particular, en
la década de los 50 sólo se distribuyeron 10 millones- de hectá-
reas bajo la consideración oficial de que la reforma agraria era
un proceso concluido; pero además, las tierras entregadas fue-
ron cada vez de menor potencial productivo; ante el creci-
miento de la población ejidal y en ausencia de dotaciones
adicionales de tierra, la subocupación creció, se dificultó la
organización del trabajo y proliferó la desocupación temporal
de muchos ejidatarios. Esto dio origen a desacuerdos entre eji-
datarios que en un marco de abierta hostilidad hacia el ejido
colectivo, fueron aprovechados para dividir a estas entidades.

La política agrícola continuó su orientación favorable a inte-
reses y lugares privilegiados. "La mayor parte de los recursos
-agua, inversión pública, créditos, subsidios- se concentra-
ron en los productores privados más grandes y en las zonas
rurales más desarrolladas, lo que ocasionó a su vez un aumento
de la polarización del sector agrícola. En 1950 la mitad de los

71 [bid.
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predios agrícolas con menores recursos aportaron sólo el 6%
del producto agrícola, y para 1960 su participación bajó al
4%."72 .

La mejor dotación de tierras y el crecimiento de la población
rural, dentro de un esquema de acaparamiento de las mejores
tierras y recursos por los agricultores comerciales, iría fractu-
rando al ejido llevándolo a su parcelación excesiva y a su inca-
pacidad para satisfacer las necesidades vitales del campesino.
La participación democrática en la asamblea del ejido -máxi-
mo órgano de dirección- iría desapareciendo, reforzando la
presencia del comisariado ejidal y, a través de éste, la fuerza de
las instituciones de control y dirección del agro.

Así, el neolatifundismo disfrazado y el minifundio fueron
configurando el binomio de la estructura de tenencia de la tie-
rra en el México moderno. La distribución del ingreso pasó a
segundo término, en un planteamiento que consideraba que
la justicia social se lograría en la medida que la industria se fue-
ra consolidando y ocupara crecientemente a la población pro-
veniente del campo.

En su informe de gobierno dado en 1965, el presidente Gus-
tavo Díaz Ordaz refrenda la visión alemanista del problema
agrario del país. "Será menester -dice- repetir cuantas veces
sea necesario, que tanto el ejido como la pequeña propiedad
son genuinas y legítimas creaciones de la Revolución Mexicana
y que ambas están amparadas por el Artículo 27 de la Constitu-
ción. Nos empeñamos en hacer realidad dicha garantía ya pro-
piciar el entendimiento entre pequeños propietarios, ejidata-
rios y comuneros ... "73

La polarización de la tenencia de la tierra entre el neolatifun-
dismo y el minifundismo, tiene su correlato en la estructura
económica bipolar que divide a la agricultura en una comercial,
eficiente y moderna, y otra que ve limitado su acceso a mejores
técnicas de producción, infraestructura, crédito y servicios de
comercialización. A su vez esta bipolaridad productiva tiene
que ver con el destino diverso de la producción agrícola y su
contribución a la economía nacional.

72 Rello, Fernando. "La agricultura con pies de barro", en Investigación Económica,
176, México, abril-junio de 1986, p. 225.

" Diaz Ordaz, Gustavo. Primer informe de gobierno, México, 1965.
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En efecto, a partir del proyecto basado en el impulso a la
industria como nuevo eje del desarrollo nacional, la agricultura
tendría que desempeñar, subordinadamente, funciones que
acentuarían su división en la agricultura comercial y la agricul-
tura campesina.

A la agricultura comercial le correspondería proveer, a través
de las exportaciones, las divisas requeridas por el proceso de
industrialización, así como satisfacer la demanda de la sociedad
citadina que se iría conformando con el proceso de urbaniza-
ción.

La agricultura campesina aportaría la mano de obra requeri-
da por la industria, y en la medida que la agricultura comercial
se fuera especializando en su producción, le correspondería el
suministro de alimentos básicos a bajos precios para mantener
un salario industrial bajo.

Por su parte, a la industria le correspondería la generación
creciente de empleos urbanos que redujeran la presión demo-
gráfica sobre la tierra y la tarea de propiciar la modernización
en el agro. Así, se esperaba que la articulación agricultura-
industria daría como resultado una mayor integración del apa-
rato productivo nacional, la modernización del país y un mayor
ingreso para la población.

Bajo el proyecto industrializador, que adquiría dinamismo
sin precedente, la sociedad mexicana se desbordó. Se inició el
crecimiento desmesurado de las urbes, emigraron campesinos
creyendo tener, también, un espacio en el proyecto moderniza-
dor; se convencieron que el futuro de sus hijos estaría en la
educación -a la que se accedía en las ciudades- y que deésta
se accedería al progreso. La ciudad era la esperanza de cambio
que el sector primario les regateaba. De hecho, se dejaba la
expansión del mercado consumidor de las clases medias y
obreras y se cancelaba, entre otras cosas, la-consolidación del
mercado rural abierto por la política cardenista.

La política de gasto, inversión, créditos y precios de garantía
fue consecuente con el impulso a la acumulación de capital
industrial y el imprimido a la capitalización del sector agrícola
de pequeña propiedad.

La inversión y crédito destinados a la agricultura fueron
decreciendo en relación a los asignados al sector industrial. Así,
la inversión como propósito del gasto de capital del sector
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público destinado a la agricultura pasaría de un 23.4% en 1949
a un 13.5% en 1958, en tanto que el crédito como proporción
del total canalizado a la economía se reduciría entre 1959 y
1970 de un 17%a un 9%.

Sin embargo, esto no implicó dejar de atender las demandas
del sector comercial de la agricultura; los recursos canalizados
al agro se concentraron en obras de irrigación en regiones desti-
nadas a los cultivos de exportación, en particular en el norte y
noreste del país.

Por su parte, la desatención en materia de fomento agrope-
cuario al sector ejidal fue evidente. El crédito otorgado por el
Banco Ejidal no sólo aumentó a un ritmo muy inferior (2.3%
medio anual en términos reales) al crecimiento del producto
agrícola y al número de ejidatarios, sino que también se aplicó
fundamentalmente al avío, descuidando el crédito de mediano
y largo plazo que podría haber ayudado a la capitalización y
desarrollo de este segmento de la población.

No es casual, ppr ello, que los rendimientos por hectáreas se
hayan ido diferenciando tanto entre la agricultura comercial y
la ejidal, ni que los estados donde más se elevó la productividad
(Baja California Norte, Tamaulipas, Sonora y Sinaloa) hubieran
sido aquéllos a los que el Estado canalizó la mayor parte de
recursos; tampoco es casual que la productividad en los ejidos
se haya demeritado, producto del minifundio, desorganización
y la exigua canalización de recursos, amén de la manipula-
ción y la corrupción.

Tampoco es casual que el acelerado incremento de la pro-
ducción en el campo en el periodo 1945-1956 (de un 6.5% pro-
medio anual) esté asociado a mayores rendimientos de la tierra,
resultado de las grandes obras de riego.

Uno de los instrumentos utilizados para capitalizar a la
industria fue la política de precios agropecuarios; con ella se
consiguió la provisión de insumos baratos y el congelamiento
de los salarios industriales. Esta política se adecuó a medida
que pasaba el periodo y se acentuó en la década de los años
sesenta. Así, mientras en los años cuarenta y cincuenta los pre-
cios de intercambio entre agricultura e industria favorecieron al
primer sector, para la década siguiente esta relación se invirtió.

Los precios de garantía se estancaron mientras el índice gene-
ral de precios se elevaba en un 3% promedio anual. Para el sec-
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tor agricola comercial, la congelación de precios de garantía no
tenía el mismo efecto, ya que podría orientar su producción
hacia cultivos más rentables dentro de un esquema de modifi-
caciones en el patrón de consumo hacia productos procesados,
de origen animal y hortalizas que la población urbana deman-
daba, así como a las exportaciones. Por otra parte, los salarios
rurales se mantenían deprimidos, a lo cual contribuía la ocupa-
ción temporal de jornaleros, muchos de ellos minifundistas.
Todo ello acentuaría la polarización al interior del agro; la
política agraria y la política agrícola guardaron congruencia
durante el periodo en cuanto al papel que debería tener el sec-
tor agropecuario en su conjunto y al que deberían desempeñar
cada uno de los subsectores en el proceso de industrialización.
. Es importante señalar el peso que fueron cobrando las
empresas agroindustriales, en particular las transnacionales, al
influir en los hábitos d~ consumo de la población para orientar-
los hacia alimentos a base de proteína animal y otros productos
industrializados de mayor valor agregado. La demanda de
insumos por parte de estas empresas explica en muy buena
parte las modificaciones en la estructura de la producción. La
sustitución de tierras destinadas al cultivo del maíz por tierras
destinadas al sorgo y a pastizales, son un buen ejemplo de
ello.> "El nacimiento de una ganadería [mexicana] que surte
carne magra y novillos en pie al mercado americano obedece a
la mecánica de una división internacional del trabajo cuyo con-
trol se halla ~n manos de los países desarrollados. El fortaleci-
miento de la ganadería de exportación ha consolidado el poder
de los grupos ganaderos [en particular los del norte), que han
aprovechado el crédito internacional [canalizado a través del
Banco Mundial y el BID), el aumento de los precios internacio-
nales y el apoyo político de funcionarios gubernamentales."75

La modernización de la pequeña propiedad, que durante 25
años fue la base para que la agricultura aumentara su oferta
más rápido que la población, y cuya balanza comercial arrojó
importantes saldos positivos, deja de cumplir su papel.

La polarización del sector había llegado a sus límites; lo que

,. Montes de Oca, Rosa Elena. Los estilos de desarrollo y la politica agrícola en México.
CEPA¡)FAO, septiembre de 1983, p. 32.

7S Arroyo, Gonzalo; Rama, Ruth, y Rello, Fernando. Agricultura y alimentos en América
Latina. México, UNAM!ICI, 1985, p. 208.
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se derrumba a finales de 1960 no es sólo la producción de bási-
cos, de por sí determinante, sino también la capacidad fun-
cional del sistema ejidal de seguir subordinado al patrón de
acumulación capitalista en el campo y al desarrollo urbano-
industrial.

La modernización de la agricultura comercial y la exclusión
de este proceso del sector tradicional, encargado de satisfacer la
demanda interna de granos básicos, se hacía cuestionable en
la medida que el país había perdido la autosuficiencia alimenta-
na.

Se hacía cuestionable en la medida-en que la economía ejidal
había sido obligada a producir más cada día a cambio de
menores ingresos, que había tenido que sobreexplotar los sue-
los agotando su fertilidad y que había perdido la capacidad de
mantener, incluso a nivel de mínimos de subsistencia, a su
población.

Se hacía cuestionable también en la medida en que el juicio
de amparo, cuya función era proteger a la pequeña propiedad y
estimular su productividad y modernización, se había desvir-
tuado dando paso al neolatifundismo disfrazado.

En el otro extremo, lo que se ponía en evidencia a finales de
la década de los sesenta era la incapacidad de la industria para
dar trabajo a los crecientes contingentes de campesinos que
engrosaban los barrios suburbanos en busca de mejores condi-
ciones de vida que su medio natural les negaba.
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X. LA DÉCADA DE LOS SETENTA: BÚSQUEDA DE UN
NUEVO IMPULSO PARA EL CAMPO

AL ASUMIR el gobierno de la República en 1970, el presidente
Luis Echeverría se enfrenta al minifundismo y neolatifundismo
como expresiones de la polarización agraria y a los amplios
diferenciales de productividad como expresión de la polariza-
ción agrícola. Su diagnóstico general es que la reforma agraria,
si bien había distribuido la tierra, los elementos para trabajarla
y los servicios de bienestar, no había logrado redistribuir sufi-
cientemente el ingreso ni la productividad entre los campesi-
nos, y que el modelo de desarrollo seguido hasta entonces se
había basado en la descapitalización de la agricultura.

También se enfrenta a la inconformidad creciente (incluso er,
algunos casos armada) de numerosos campesinos. El régimen
echeverrista da un importante paso político: confirma que el
rep'arto de tierras no había terminado, pero a diferencia de sus
cinco predecesores, plantea la organización del sector ejidal
bajo un modelo colectivista de producción, que permitiera
superar los efectos negativos del minifundismo y elevar la pro-
ductividad y el rendimiento de la tierra perteneciente o por
entregársele al sector social. Para ello, promovió una nueva Ley
Federal de Reforma Agraria en 1971 que reflejaba el rumbo
que se le quería dar a la política rural, sintetizado en la siguien-
te declaración: "sin atentar contra los derechos de la pequeña y
mediana propiedad, se busca favorecer e impulsar la organiza-
ción de las tareas agrícolas en el ejido y la propiedad comunal, a
fin de formar unidades más rentables de producción. "76

Se argumenta que "la explotación colectiva de los bienes de
los ejidos y las comunidades encuentra en México una justifica-
ción no solamente técnica y económica, sino también social,
histórica y política ... " y que quienes se han opuesto al trabajo
colectivo en la época post-revolucionaria, son enemigos de las
clases populares y de un México soberano y libre."?

76 Echeverría Álvarez, Luis. Segundo informe de gobierno. México, 1972.
77 Echeverría Álvarez, Luis. Quinto informe de gobierno. México, 1975.
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De esta manera, no sólo se estaba reinvindicando la organi-
zación colectiva para la producción, sino que se retomaba ofi-
cialmente al ejido como sujeto importante de la política hacia el
sector y de las acciones que se derivarían de ella. Una de ellas,
el reparto de tierras, se concretó en la dotación de 16 millones
de hectáreas entre 250 mil ejidararios durante el sexenio. Pero
el propósito fundamental de la nueva orientación era el de
superar la concepción restringida del ejido como mecanismo
para la entrega de tierra a los campesinos y recuperar su inte-
gridad como una unidad básica de organización social y pro-
ductiva. La propia Ley Federal de Reforma Agraria incluyó un
capítulo sobre planeación agraria, con el fin de realizar este
propósito. Asimismo i~orporó disposiciones para facilitar y
ampliar los créditos hacia 105 núcleos ejidales y comunales,
y propiciar la comercialización de sus productos. En el Libro
Tercero de la Ley, relativo a la organización económica del eji-
do, se incluyeron derechos preferencial es para éste, extensibles
a las comunidades, que incluyen los de constituirse en socieda-
des de comercialización (artículos 171 y 209), crear y operar
silos (a. 171), almacenes, bodegas (a. 172) y frigoríficos (a. 177),
y el de participar en los organismos públicos de comercializa-
ción (a. 174).

Para llevar a cabo la ampliación de créditos se desenvolvió en
la Ley comentada lo relativo al Fondo Nacional de Fomento
Ejidal (FONAFE, creado durante el gobierno de López Mateos, en
1959) y se incrementó de manera considerable su monto a cer-
ca de diez mil millones de pesos.

En congruencia con el Plan Maestro de Organización y Capa-
citación Campesina, la Ley de Crédito Rural de 1976 sólo con-
sideraba como sujetos de crédito a los ejidos, comunidades,
sociedades de producción rural, las asociaciones rurales de
interés colectivo, uniones de ejidos y las uniones de sociedades
de producción rural y no al ejidatario en forma individual. Esto
ayudó a impulsar la constitución de uniones de ejidos, por lo
que durante el sexenio se formaron 194 uniones que agrupa-
ron a 3 mil 574 ejidos, cuyas acciones fundamentales se centra-
ron en actividades de comercialización. i8

" EcheverríaÁlvarez, Luis. Sexto informe de gobierno. México, 1976. Es de señalar
que hasta 1981 estaban funcionando 237 unidades de ejidos en el país, que agrupaban
a 4 640 ejidos y 113 comunidades. Cfr. Sistema DICONSA. La organización de productores de
México, 1981, serie Cuadernos Básicos, núm. 4, pp. 5 Y 12.
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En lo que hace a la planeación agraria, en el Plan Maestro de
Organización y Capacitación Campesina se consideraba que
"la limitación de la producción campesina, y particularmente la
del sector ejidal, radicaba en la ausencia de formas de organi-
zación capaces de captar de manera eficiente los recursos pro-
porcionados por el Estado y de elevar, por consiguiente, los
niveles de producción y productividad"; el mismo Plan
establece la meta de colectivización de 11 000 ejidos para 1976,
de un total de 23 615 existentes en el país.??

No obstante, la meta de formar 11 000 ejidos colectivos sólo
alcanzó a 633; son importantes, sin embargo, las experiencias
que se derivaron de tal intento. Por una parte, quedó claro que
mientras los campesinos continuaran ajenos a la dirección y
control de sus procesos productivos (arrebatados por la maqui-
naria burocrática) el éxito de cualquier política destinada a
fomentar la organización de los productores sería mínimo, y
por otra, que el enorme aparato estatal vinculado con el campo
constituye en la actualidad una de las trabas mayores para su
dinamización.

Las organizaciones campesinas, locales y nacionales, tuvie-
rori también el contrapeso del rígido verticalismo burocrático
que limitó al tutelaje oficial, la dirección y fuerza de sus luchas;
además de un conjunto amplio de organizaciones locales que
surgían al calor de las luchas campesinas. Había seis organiza-
ciones con alguna presencia a nivel nacional: la CNC, fundada
durante el cardenismo; la CCI, surgida en 1963; la CCI de Dan-
zós Palomino, escindida de la anterior y que actualmente se
denomina CIOAC; la UGOCM, fundada por Jacinto López y Lom-
bardo Toledano en 1949; el Consejo Agrario Mexicano, que
surge de la división que se da en la CCI, después que ésta se afi-
lia al PRI en 1970, y, finalmente, la Confederación Nacional de
la Pequeña Propiedad, que agrupa a parvifundistas afiliados al .
Sector Popular del PRI. A excepción de la CCI de Danzós Palomi-
no y la UGOCM de Jesús Orta, las demás organizaciones se adhie-
ren al Pacto de Ocampo, cuyo programa se compromete a apo-
yar la política del régimen, luchar contra el latifundio, combatir
actos ilegales y luchar por la organización colectiva del ejido.w

79 Departamento de Asuntos Agrarios y Colonización. Plan maestro de organización
y capacitación campesina. México, 1974, p. 89.

80 Vid. Navarro de Castro, Esther. "Las organizaciones campesinas oficiales", y Ortiz
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A pesar del compromiso del Pacto de Ocampo, surgido bajo
la tutela de la CNC y suscrito en 1974, las invasiones de tierras a
lo largo del sexenio se presentaron regularmente animadas, en
parte por el propósito oficial de acabar con los latifundios. Las
que tuvieron mayores repercusiones políticas fueron las inva-
siones de latifundios familiares en los valles del Yaqui y Mayo.v

Ante la radicalización de las bases campesinas de las propias
centrales oficiales y la existencia de un movimiento campesino
independiente, que recurren a la invasión de tierras, el Estado
se vio en la necesidad de hacer concesiones que implicaron un
profundo distanciamiento con los grupos empresariales del
sector rural.

Las acciones políticas contra el minifundio y el neolatifundio
se complementan durante el sexenio con un notable incremen-
to en la inversión pública destinada al sector, la cual creció a
tasas promedio anual de 18.3%;se pretendía con ello recapitali-
zar al campo y favorecer el mejoramiento de su productividad,
principalmente la del sector tradicional, así como recobrar la
paz social que amenazaba con dislocarse.

Así, la inversión pública para el fomento agrícola pasó de
2 628 000 en 1970 a 17 595 000 en 1976, lo que significó un
crecimiento promedio anual de 49%, contra el 27% que creció
anualmente la inversión pública total. Por su parte, el crédito al
campo creció entre 1970-1976 a una tasa promedio anual de
23%,82.incremento que hizo posible que el número de ejidos
que recibieron este servicio pasara del 17%al 35% del total de
los existentes en el país.

También la política de precios agrícolas se apegó al propósito
de estimular la producción del sector, aunque no fue sino hasta
1973 cuando los precios empezaron a incrementarse, después
de haber permanecido inalterables durante más de 10 años.
Así, el precio de garantía de granos básicos (maíz, frijol, trigo y
arroz) se había incrementado para 1975 en un 148%respecto a

Mendoza, Ángeles. "La CCI: Historia de una lucha", en Estudios politicos, México, UNAM,

núm. 15, julio-septiembre de 1978.
SI Castell Cancino, Jorge, y Rello Espinoza, Fernando. "Las desventuras de un pro-

yecto agrario: 1970-1976", en Investigación económica. México, UNAM, núm. 3, julio-sep-
tiembre, de 1977, pp. 152-155.

82 Véase Bartra, Armando. "El panorama agrario en los 70", en Investigación económi-
ca, México, UNAM, núm. 150, octubre-diciembre de 1979, p. 201.
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1972, siendo el caso del frijol el más espectacular, al pasar de
1 750 pesos en 1972 a 5 000, mientras que los precios de gra-
nos forrajeros lo hicieron en un 145%en el mismo periodo.

Además del notable incremento de la inversión pública, del
crédito y los precios de garantía al campo, el propósito de
impulsar la producción de alimentos agrícolas básicos se expre-
só en la creación de diversas instituciones, entre las que desta-
can: la Comisión Intersecretarial de Colonización Ejidal, la
Dirección General de Caminos de Mano de Obra, responsable
de la construcción de obras de infraestructura y de contribuir a
proporcionar trabajo e ingresos en el medio rural; por conduc-
to de FONAFE, se instrumenta un programa de industrialización
en el medio rural y se crea el Programa de Inversiones Públicas
del Desarrollo Rural (PIDER).

Se funda TABAMEX, se crea la Comisión Nacional del Cacao y
varias más. El criterio que orienta la multiplicación de agencias
gubernamentales es propiciar la generación de alternativas ocu-
pacionales entre los campesinos; los programas de capacitación
y organización campesina son objeto de particular interés y
apoyo. En 1975se inició la modernización del aparato financie-
ro mediante la fusión de la banca oficial rural en el Banco
Nacional de Crédito Rural. Ese mismo año tuvo lugar la trans-
formación del Departamento de Asuntos Agrarios y Coloniza-
ción (OAAC) en Secretaría de la Reforma Agraria.

No. obstante la magnitud de la inversión y los nuevos instru-
mentos creados para apoyar al sector ejidal, fue la superficie
destinada al cultivo de granos forrajeros la que se amplió debi-
do a la inercia de los esquemas de producción-consumo que se
forjaron en el pasado y al fracaso del impulso burocrático a la
organización productiva de los ejidos. Los siguientes datos per-
miten ampliar la visión de la dinámica en el campo durante el
sexenio: entre 1971-1976la superficie cosechada se redujo en
un 8%; el cultivo del maíz se redujo de 7.7 millones de hectá-
reas en 1971a 6.7 millones de hectáreas para 1976; la superficie
cosechada de cultivos básicos se redujo de 11.6 millones de
hectáreas en 1971a 10.2 millones de hectáreas en 1976, en tan-
to que la superficie cosechada de forrajes pasó de 1.1 millones
de hectáreas en 1971a 1.8 millones de hectáreas para 1976. Al
dejar inalterada la pesada relación de la burocracia política y
económica sobre el ejido, y sin modificar los deformados
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y antidemostrativos patrones de conducta al interior de los mis-
mos, el esfuerzo redundó en una relativa paz social, poco
aumento de la producción y de la productividad.

Pese a todos los esfuerzos del régimen, durante sus primeros
cuatro años no se alteraron las tasas de crecimiento del sector, e
inclusive en el último año la producción disminuyó en 4%;
durante el periodo las importaciones agrícolas se incrementa-
ron en más del 300%.

Cualquier explicación sobre estos resultados que se limite a
la política rural y sus efectos, resultará parcial y, por tanto,
incierta: habría que tomar en cuenta factores decisivos en la
problemática política y económica del campo mexicano, como
fueron las primeras e intensas manifestaciones de la crisis eco-
nómica mundial, la recesión con inflación que se origina en los
países industriales y se transmite a los espacios periféricos, la
agresiva política estadounidense de exportación de sus exce-
dentes agrícolas como una medida para equilibrar su balanza
comercial, y cuya responsabilidad en la desarticulación de siste-
mas alimentarios de múltiples naciones es hoy innegable. La
elevada productividad agrícola, sobre todo en granos, alcanza-
da por los países industrializados, los hizo adueñarse del mer-
cado mundial de esos productos ofreciéndolos a mejores pre-
cios que los costos mismos de producción en países con gran-
des rezagos tecnológicos.

De ahí que durante los primeros dos años de gobierno de
José López Portillo se desarrolla una amplia polémica sobre el
propósito que debía perseguir la política de fomento a la pro-
ducción agrícola; de un lado se sostenía el criterio de las venta-
jas comparativas que el país podía tener en el comercio interna-
cional de productos agropecuarios, y por el otro, se subrayaba
la importancia económica social y política de dirigir los esfuer-
zos productivos del campo hacia la recuperación de la autosufi-
ciencia productiva en alimentos básicos.

El Plan Nacional Agrícola, anunciado a principios de 1977,
califica la crisis del sector rural como una crisis de producción
que debía superarse mediante estímulos a la productividad,
siempre y cuando se garantizara un clima de tranquilidad en el
campo y se propiciaran formas asociativas entre ejidatarios,
comuneros y pequeños propietarios. Elevar la productividad
en el campo constituía el propósito central, al que se subordi-
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nan otros tan importantes como el programa agrario y la defini-
ción misma del destino de la producción',

José López Portillo señalaba que "aunque admitamos la
existencia de tierras repartibles, incluidos latifundios y simula-
ciones, es ya evidente que la tierra disponible por la vía simple
del reparto no va a resolver la demanda de ocupación yjusticia
del campesino [, , ,] Debemos afectar, cuanto antes, todo lo
afectable y dedicar todos los esfuerzos a la fundamental etapa
de organizar la producción, impulsar la agroindustria y avanzar
en el sistema correcto de comercialización't.s> "Así, nos hemos
comprometido a abatir el rezago agrario y a terminar la etapa
distributiva para que, segura la tenencia en sus distintas formas
jurídicas, profundicemos en la productividad, en la organiza-
ción del trabajo y en la agroindustria intensiva."84

La organización de los productores contemplaría formas aso-
ciativas entre pequeños propietarios, ejidatarios y minifundis-
taso Consecuente con esta perspectiva, se emite la Ley de
Fomento Agropecuario (publicada en el Diario Oficial de la Fede-
racián el 2 de enero de 1981 y puesta en vigor 30 días después),
que en su Exposición de Motivos señala: "Con dichas unidades
de producción se contará con un mecanismo a través del cual, y
mediante el trabajo directo, se podrán conjugar los intereses de
los pequeños propietarios y ejidatarios y comuneros, en los
casos en que los primeros buscan la oportunidad de aprove-
char con mayor rendimiento recursos redundantes, y los
segundos podrán contar con el medio adecuado de trabajo en
común para aumentar los rendimientos de la tierra, mediante
la unión de esfuerzos't.w Por medio de esta Ley se pretende evi-
tar el excesivo fraccionamiento de la propiedad rural y alentar
la reagrupación de las mínimas superficies: "Es evidente la
necesidad de organizar la producción en áreas que permitan
aprovechar escalas y sistemas imposibles de implantar en mini-
fundios o unidades parcelarias". 86

Como se puede observar, al igual que en el sexenio anterior,
sigue siendo motivo de preocupación la pulverización de la tie-

" López Portillo, José, Primer informe de gobierno. México, 1977.
84 López Portillo, José. Tercer informe de gobierno. México, 1979.
ss Cfr. Exposición de motivos de la Ley de Fomento Agrario .
•• lbidem.
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rra, pero la salida que se propone hace caso omiso de las dife-
rencias inherentes a los regímenes de propiedad existentes.

Por otra parte, se crea en noviembre de 1979 la Coordinación
General del Plan Nacional de Zonas Deprimidas y-Grupos Mar-
ginados (COPLAMAR), cuya acción estaba orientada a llevar a las
zonas rurales marginadas elementos materiales y de organiza-
ción que permitieran atender los mínimos de bienestar de esa
población. Se constituyó como un mecanismo de coordinación
del gasto que el Gobierno Federal había asignado para la aten-
ción de regiones marginadas; bajo esta fórmula de coordina-
ción, por primera vez se planeó llevar al campo servicios de
abasto de bienes básicos, salud, mejoras de la habitación rural,
caminos rurales e introducción de agua potable y casas-escuela
para niños. Esta estrategia, si bien estaba sustentada en una
economía gubernamental de abundancia, reconocía de hecho
la permanencia (férrea) de la existencia de la sociedad campesi-
na y se comprometía a apoyar su desarrollo. El fantasma del
exceso urbano había aparecido en la conciencia gubernamental
y habría entonces que arraigar a la población del campo.

Establecida la COPLAMAR, se le encomienda la concertación de
un Pacto Intersectorial para asegurar a esos mismos grupos una
serie de elementos en favor de su desarrollo económico pro-
ductivo, quedando signado el Pacto el 4 de agosto de 1980 por
los representantes de la SARH, SECOM, SHCP, SEPAFIN, CONASUPO,

BANRURAL, FERTIMEX, ANAGSA YPRONASE, y de cuya operación se
responsabilizó al Sistema de Servicios Integrados de Apoyo a la
Economía Campesina en Zonas Marginadas.

Al inicio de 1980, el gobierno se decidió por una estrategia
integral de producción-consumo de alimentos básicos, -C0n la
que se derrotaba la posición a favor de las ventajas comparati-
vas en materia de comercio internacional de productos agríco-
las. En efecto, las crecientes importaciones de granos básicos a
precios en alza que sustentaban proyecciones en que la balanza
comercial agropecuaria dejaría de ser superavitaria, además del
manejo político que de la venta de granos hizo Estados Unidos
ante la Unión Soviética por el caso de Afganistán, decidieron al
gobierno de López Portillo a aportar el Sistema Alimentario
Mexicano (SAM) en marzo de 1980.

El planteamiento original del SAM, desde el punto de vista
conceptual, fue que logró reconocer en la problemática de la
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producción de alimentos agrícolas su vinculación con la provi-
sión de insumas, con la comercialización, transformación y dis-
tribución de la producción y con su consumo. Se le conoció por
ello como una estrategia de producción-consumo que busca-
ba, por una parte, mejorar integralmente las condiciones de
producción e ingresos de los campesinos que proveen los ali-
mentos básicos, incluyendo acciones que fomentaran el mejo-
ramiento de su productividad y de los términos de su intercam-
bio con otros agentes de la cadena alimentaria.

Por otra parte, el SAM hizo del consumo y de la satisfacción de
las necesidades reales de alimentación de todo el pueblo, el
parámetro que permitiera fijar las metas de producción para
garantizar tanto la autosuficiencia alimentaria ante la demanda
como la seguridad alimentaria ante las necesidades reales de las
mayorías nacionales.

Con el SAM se pretendía romper la espiral importadora de
granos básicos y su dinámica adversa a la producción nacional,
en vista de que se había creado el círculo vicioso de empezar a
importar cuando no se producía lo suficiente para luego dejar
de producir porque las importaciones inhibían el potencial
productivo nacional.

Ejemplos fehacientes de las políticas adoptadas por este régi-
men para impactar favorablemente en la dinámica productiva
del agro, lo constituyen: la ampliación de la frontera agrícola en
3 350 000 hectáreas, 2 387 000 de temporal y 963 000 de rie-
go; la distribución de 15 720 000 hectáreas; el crecimiento de la
tasa promedio anual del sector fue de 4.5%, destacando la de
1981con un 8.5%, yel haber alcanzado en 1981la autosuficien-
cia en maíz, frijol, arroz y trigo.87

Tanto el COPLAMAR como el SAM dieron lugar a importantes
experiencias sobre el tratamiento de la problemática rural: la
primera abrió el camino para llevar al campo servicios y aten-
ción a mínimos de bienestar que la población rural había teni-
do siempre que ir a buscar a las ciudades; el segundo, aunque
habiendo sido prácticamente engullido por el aparato adminis-
trativo, fue la estrategia más acabada producida hasta entonces
por el Estado mexicano para abordar integralmente la proble-
mática de la producción en el campo.

" López Portillo, José. Sexto informe de gobierno. México, 1982.

86



Xl. LA DÉCADA DE LOS OCHENTA: EL DESARROLLO
RURAL INTEGRAL

LA REFORMAAGRARIAY la política agrícola han sido una condi-
ción del desarrollo de la industria y de! sector urbano, antes
que una condición del desarrollo de la propia agricultura y de!
sector rural. Sobre todo, esa subordinación ha inhibido la capa-
cidad y potencialidad del ejido y la comunidad como organiza-
ciones productivas, frenando con ello el desarrollo de la agri-
cultura campesina, al tiempo que, por otra parte, ha auspiciado
la modernización de la agricultura privada. El tamaño y com-
plejidad de! país exigen el aprovechamiento cabal de todos sus
recursos; ya no admiten una política agraria de contención
social, divorciada de la política agrícola de modernización pro-
ductiva.

Por eso, esta fase de la Reforma Agraria ha agotado sus posi-
bilidades. Ya no impulsa al desarrollo industrial, sino que lo li-
mita; ya no favorece el desarrollo político y social, sino que lo
desfavorece. Una nueva concepción de la Reforma Agraria no
es confesión de! fracaso de la anterior, sino reconocimiento de
la experiencia histórica y de las profundas transformaciones
que ha ·sufrido la sociedad mexicana.

El concepto de desarrollo rural integral tiene antecedentes en
los inicios mismos de la reforma agraria revolucionaria y de él
se desprenden estrategias e instrumentos tan importantes como
la Comisión Nacional del Río Balsas y otras para desarrollar
cuencas; el Programa Nacional de Caminos de Mano de Obra,
e! PIDER,los Convenios de Desarrollo entre Federación y Esta-
dos, las modificaciones a la Ley de Reforma Agraria, la Coordi-
nación General de! Plan Nacional de Zonas Deprimidas y Gru-
pos Marginados (COPLAMAR)y e! Sistema Alimentario Mexicano
(SAM),el Programa Nacional de Alimentación (PRONAL),y e! Pro-
grama de Desarrollo Rural Integral (PRONADRI),pertenecientes,
estos dos últimos, al gobierno que preside Miguel de la Madrid.
El concepto aborda el problema del equilibrio entre los facto-
res y agentes de la cadena alimentaria y el de las relaciones de!
sector rural con el resto de la economía.
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Al respecto hay que considerar las reformas y adiciones a los
Anículos, 25, 26, 27, 28 Y 115de nuestra Constitución, promo-
vidas por la actual administración. En ellos se consagran la pla-
neación democrática, el desarrollo rural integral, el impulso al
sector social y el fortalecimiento municipal, que abren, en con-
junto, espacios estratégicos de desarrollo político para las orga-
nizaciones del sector rural y para el replanteamiento de sus
relaciones con el Estado y otros agentes de la sociedad. Su
intención está claramente reflejada en el PRONAL, en el PRONADRI

y en el Programa para Integrar el Sistema Nacional para el
Abasto.

Conviene recordar brevemente el significado de las Refor-
mas Constitucionales:
- La hecha al Artículo 25 se propone fortalecer social y políti-
camente a las comunidades, impulsando su desarrollo organi-
zativo a partir del ejido en el medio rural y de las agrupaciones
obreras en el medio urbano, para que los trabajadores del cam-
po y la ciudad puedan ejercer un dominio directo sobre los
medios de producción que adquieran o que les sean propios.
- La reforma del Artículo 26 Constitucional impone al Estado.
la obligación de organizar un sistema nacional de planeación
democrática del desarrollo nacional, lo que implica que serán
recogidas las aspiraciones y demandas de la sociedad para
incorporarlas al Plan y a los programas de desarrollo.
- Las fracciones XIX y XX que fueron adicionadas al Artículo
27 de nuestra Carta Magna, imponen al Estado las obligaciones
de disponer las medidas necesarias para que la impartición de
la justicia agraria sea expedita y honesta, otorgar asesoría legal a
los campesinos y promover las condiciones para un desarrollo
rural integral.
- La reforma al Artículo 28 establece que la Ley protegerá a
los consumidores y propiciará su organización para el mejor
cuidado de sus intereses; establece, asimismo, que el Estado
contará con los organismos y empresas que requiera en las acti-
vidades prioritarias donde participe por sí o con los sectores
social y privado, y prevé, además, el otorgamiento de subsidios
a las actividades prioritarias, siempre y cuando sean generales,
de carácter temporal y no afecten sustancialmente las finan-
zas de la Nación.
- La reforma del Artículo 115 Constitucional fortalece con
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mayores atribuciones y recursos al gobierno municipal. Resulta
conveniente puntualizar que no es posible plantearse una
democratización integral si en cada una de las regiones de!
territorio nacional no se construyen las bases que la hagan posi-
ble; de ahí que la democratización integral y la descentraliza-
ción de la vida nacional sean procesos convergentes y com-
plementarios. En este sentido, e! fortalecimiento municipal
posibilita e! aprovechamiento cabal de la fuerza social, de!
talento y la voluntad presentes en las comunidades rurales,
contribuyendo así a fortalecer e! desarrollo equilibrado de la
Nación.

La participación democrática de la comunidad campesina
encuentra en su articulación con e! Estado un punto de incon-
gruencia: e! desfasamiento entre la circunscripción que tradi-
cionalmente e! Gobierno Federal ha considerado como unidad
geográfica y poblacional para e! desarrollo rural (distritos de
riego y de temporal) y la circunscripción que constitucional-
mente se define como base de la división política, administrati-
va, territorial y poblacional, que es e! municipio.

Hablar de la articulación de! Estado y campesinos es hablar
de la articulación de la Federación, e! Estado y e! municipio con
ellos. La participación de la comunidad y la expresión de la
democracia encuentran su ámbito más familiar y directo en e!
municipio. Para que la articulación entre el Estado y los campe-
sinos sea positiva y permita reconstruir la organización natural
de los campesinos, es necesario que esta articulación se realice
fundamentalmente al nivel municipal. Para que el Estado cum-
pla su pape! rector en todo e! ámbito territorial del pais debe
depositar esta función rectora en el nivel municipal.

Al igual que e! Estado y sus instituciones, las organizaciones
campesinas han apoyado, fortalecido e impulsado el desarrollo
rural, en aras de conseguir un mayor crecimiento agrícola y una
mejor justicia agraria. En particular la cxc tiene una historia de
planteamientos que han contribuido decisivamente en la con-
cepción moderna de la Reforma Agraria y e! Desarrollo Rural
Integral que, sin soslayar e! reparto de la tierra, redefine el
papel de las organizaciones y de la rectoría de! Estado en el im-
pulso a la producción.

La cxc redefine, asimismo, e! destino de la producción en
favor de la autosuficiencia alimentaria de productos básicos, lo
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cual es consecuente con la defensa de la soberanía y la indepen-
dencia económica del país, pero, sobre todo, es importante
porque da la pauta para definir el papel del sector agrícola cam-
pesino en la vida nacional.

Desde la perspectiva del Ejecutivo Federal a cargo de Miguel
de la Madrid Hurtado y de las instituciones del Estado, estamos
ante nuevas definiciones: el gobierno actual ha diseñado una
estrategia de desarrollo rural integral que busca devolverle a las
organizaciones de la sociedad rural el control de sus condicio-
nes de vida y trabajo, lejos del verticalismo burocrático que se
ha venido ejerciendo sobre ellos desde hace varios años; la
estrategia comprende la modernización de los procesos pro-
ductivos, pero también del aparato de comercialización y distri-
bución de alimentos básicos, y tiene su expresión coherente en
el Programa Nacional de Desarrollo Rural Integral (PRONADRI),

en el Programa Nacional de Alimentación (PRONAL), y en los
esfuerzos de modernización comercial y abasto popular que se
realizan a través de los programas de la SECOFI y de CONASUPO.

Sustentado en los conceptos básicos de Reforma Agraria
Integral, que a su vez recogen los principios esenciales de justi-
cia,agraria, soberanía alimentaria y bienestar social, el PRQNADRI

se propone apoyar, que no sustituir, la creatividad de-cada eji-
do, comunidad, colonia y núcleo de pequeños propietarios
para que se transformen en Unidades de Desarrollo Rural; faci-
litar la resolución de sus problemas; detectar necesidades,
mejorar la explotación de los recursos existentes en beneficio
de los habitantes del medio rural.

En particular, en el ámbito de la reactivación productiva, el
PRONADRI se propone alcanzar una tasa de crecimiento del 5.6%
anual en la producción agrícola, superior al previsto para cual-
quier otra rama o actividad económica. Destaca también la
meta propuesta de alcanzar la autosuficiencia nacional en cua-
tro productos básicos: maíz, trigo, frijol y arroz. El señalamien-
to mismo de esta meta es un compromiso social, político y eco-
nómico con la soberanía alimentaria del país y con quienes
pueden hacerla posible.

Este programa reconoce que el desarrollo rural integral,
como gran tarea nacional, requiere de la participación activa y
conjunta de todos los agentes sociales y económicos involucra-
dos, en donde al Estado le corresponde impulsar la moviliza-
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ción de los recursos de la sociedad para promover y orientar el
desarrollo del campo, respetando las formas y órganos de
gobierno que las propias comunidades rurales han creado. Sólo
de esta manera la política del Estado podrá tener incidencia en
la promoción del bienestar social y el desarrollo de las comuni-
dades rurales.

Por su parte, el PRONAL se suma al propósito de lograr un sec-
tor rural que mejore los niveles de vida y de participación entre
la población campesina, a través de acciones orientadas a sentar
las bases que procuren la soberanía alimentaria y alcanzar con-
diciones de alimentación que permitan el pleno desarrollo de
las capacidades y potencialidades de cada mexicano. Puesto
que el PRONAL concibe de manera integral y dinámica las fases
del proceso alimentario es que se propone fomentar una mayor
participación de los productos primarios en la transformación,
comercialización e industrialización de alimentos, y fortalecer a
las organizaciones de consumidores. La descentralización ne-
cesaria en el campo requiere aproximar cada vez más el gobier-
no de esos procesos al sector rural.

Dentro de la estrategia general referida, uno de los compro-
misos más importantes del Estado es propiciar la moderni-
zación de los sistemas de comercialización y distribución, en
particular los de alimentos básicos para hacerlos llegar a la
población rural en su doble carácter de productora y consumi-
dora. Las acciones dirigidas a este propósito constituyen uno de
los lineamientos de cambio estructural de la economía nacional
considerados estratégicos, ya que la intermediación comercial
en México absorbe más del 30% del PIB por problemas de la
heterogeneidad, desintegración, ineficiencia y excesivo número
de agentes que participan en ese proceso.s!

La ineficiencia de la estructura comercial y distributiva pro-
voca graves y permanentes distorsiones en la relación entre pro-
ductores y consumidores; es una causa de primera importancia
en la descapitalización del campo, que llega incluso a hacer
nugatorios los esfuerzos gubernamentales de fomento directo a
la agricultura. Por otra parte, los consumidores de más escasos
recursos, que son atendidos por el comercio desintegrado de
pequeña escala, paga sobreprecios que fluctúan entre 35% y
70%.

" Véase el Sistema Nacional para el Abasto, Poder Ejecutivo Federal, México, 1984.
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Modernizar la comercialización y distribución de productos
básicos, acercando la relación entre productores y consumido-
res, es una contribución fundamental al combate contra la
inflación y en el mediano plazo, al equilibrio de la relación
campo-ciudad, columna vertebral de los cambios estructurales
que persiguen la modernización y equidad de nuestra econo-
mía.

La modernización comercial contribuirá a garantizar en
todos los mercados la disponibilidad oportuna y suficiente de
productos, parte fundamental de una estrategia reguladora
de los mercados que, entre otras cosas, evite el conocido fenó-
meno de especulación por acaparamiento.

En un país tan grande como el nuestro no debemos dejar de
reconocer que la experiencia nos enseña la imposibilidad prác-
tica de seguir aplicando subsidios generalizados al consumo de
alimentos. Tampoco debemos olvidar, empero, que amplios
sectores de nuestra población aún requieren de ese mecanismo
redistribuidor del ingreso, por razones de justicia social. La
modernización comercial se propone, entre sus objetivos pri-
mordiales, que se puedan transferir adecuadamente los subsi-
dios al consumo y lograr su aplicación selectiva por producto y
sectores de la población a través de determinados canales de
distribución.

En una época de crisis como la que vivimos, la mayor preo-
cupación de los trabajadores -obreros y campesinos- es el
encarecimiento de su consumo por escasez o especulación. La
sociedad mexicana reclama la regulación de los mercados de
subsistencias populares, el fomento a su producción y el com-
bate al intermediarismo y la especulación en su comercializa-
ción. CONASUPO es la empresa pública de que se sirve el gobier-
no federal para cumplir su papel rector del desarrollo en ese
ámbito tan sensible a las necesidades mayoritarias que es el
mercado alimentario.

En otra dimensión, consideramos además que miles de co-
munidades tienen a las tiendas del Sistema de Distribuidoras
CONASUPO·DICONSA como única opción para adquirir sus bienes
de subsistencia a precios convenientes, con lo que ocurre, de
hecho, una regulación por la disponibilidad misma de produc-
tos básicos.

Es evidente que la modernización de la comercialización
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rural es prioritaria, ya que todos los estímulos que da el Estado
a la producción (para aumentar el volumen de la oferta agrope-
cuaria y la capitalización del campo) son fácilmente arrebatados
por la exagerada intermediación. Es a través de la comercializa-
ción que puede reactivarse el campo.

El gobierno de Miguel de la Madrid ha optado por devolverle
al campo el lugar que le pertenece en el proyecto nacional. La
experiencia histórica demuestra que una reforma de concep-
ción y las políticas sobre el desarrollo rural deben incorporar al
reconocimiento de que la solución al problema agrario y agrí-
cola no radica sólo en el sector rural, sino en la relación entre la
agricultura y la industria. Es decir, que un aspecto central del
problema del desarrollo. rural no es sólo de producción sino
también y fundamentalmente, del desempeño mismo de la
actividad productiva como reflejo de las relaciones desequili-
bradas entre la agricultura y la industria.

En virtud de ello, la política de desarrollo rural tiene que
ampliar su visión y campo de acción hacia la industria y los ser-
vicios, y a su vez, la industria debe ampliar su visión hacia el
sector rural y los servicios. En rigor, podría decirse que en el
centro de una estrategia de desarrollo rural debe encontrarse la
relación agricultura-industria.

Vista de esta manera, la solución al problema del campo
depende no sólo del sector rural, sino de todo el sistema econó-
mico nacional en su conjunto; del desarrollo equilibrado e inte-
grado entre la agricultura y la industria. La agricultura y la
industria deben relacionarse e integrarse, tanto a nivel nacional
como regional y local, lo que le daría un impulso decisivo a la
pequeña y mediana industria. Esto es algo que no debe perder-
se de vista en la lucha por la solución a los problemas del cam-
po y de la nación.

Asimismo, los problemas propios del sector rural deben
también ser considerados en el marco de esa estrategia de desa-
rrollo, mediante una concepción integral de reforma agraria y
política agrícola. Está a la vista el papel de la modernización
agrícola en la base de la modernización del país, no tan sólo
por que al sector rural pertenecen cerca de 40 millones de
mexicanos, sino porque ahí se encuentran las mayores reservas
de recursos nacionales por aprovechar y por la importancia
estratégica de su producción: en sus manos está la soberanía
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alimentaria del país y de su reactivación depende en buena
medida la reactivación del crecimiento sobre bases más equili-
bradas, de mejor integración económica y mayor equidad
social.

La situación actual exige marchar en esa dirección, pues con-
trario a lo ocurrido en los países industrializados, en el nuestro,
y por lo menos durante la presente década, el sector agropecua-
rio y forestal puede y debe crecer a un ritmo superior al resto de
la economía, y siempre más que la población.

En la participación integral del desarrollo debe fortalecerse la
conciencia de que la cadena alimentaria (integrada por las fases
de producción, comercialización, transformación y consumo)
constituye un factor dinamizador fundamental de la economía
nacional en su conjunto, pues representa más del 25% del PIB,

genera el mayor número de empleos a través de los cuales se
distribuye el ingreso, contribuye a contener el nivel inflaciona-
rio y al equilibrio financiero del país con el exterior. Es indis-
pensable que se canalicen recursos al sector rural en la misma
proporción en que éste participe económicamente en la vida
nacional. Debe canalizarse, por 10 menos, el 25% de los recur-
sos públicos a la cadena alimentaria, indispensables para indu-
cir el aprovechamiento de la enorme riqueza subyugada
existente en las comunidades rurales y que sólo sus organiza-
ciones campesinas son capaces de poner en movimiento en una
moderna alianza con el Estado mexicano.

Alianza que no debe ser producto de acuerdos contractuales,
sino que deberá surgir de un proceso que se geste, establezca y
desarrolle con la participación protagónica de los campesinos
organizados.

Debemos reconocer un hecho que es fundamental: hasta
ahora, las comunidades rurales han sido sujetos pasivos, sin
participación, de los programas de los distintos sectores del
gobierno federal. Empero, no han logrado ser todavía sujetos
activos del desarrollo, a los cuales los programas federales les
suministren los apoyos. Es decir, que la organización promovi-
da verticalmente por las instituciones gubernamentales, y guia-
da por los programas de cada una de ellas, al hacer que los
núcleos agrarios se adecuaran a las condiciones administrativas
y burocráticas de operación de estas instituciones, les arrebata-
ron a las comunidades las directrices de su propio desarrollo
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organizativo y contribuyeron poderosamente a su desorganiza-
ción y a desdibujar el proyecto campesino, a desplazar a los
hombres del campo y a sus dirigentes del proyecto nacional
que la sociedad mexicana impulsó durante los años posteriores
al cardenismo y a dejarlos, las más de las veces, al arbitrio de los
funcionarios representantes de esas instituciones. Por todo ello,
no es aventurado señalar que la crisis agrícola se asocia con la
manera como se articulan los programas del Estado con los
campesinos.

Los campesinos son pobres porque han perdido su poder. y
han perdido su poder porque han perdido su organización, o
mejor dicho, el Estado los ha desorganizado al aplicar políticas
simultáneas que son divergentes y aun opuestas entre sí. Los
campesinos han terminado por convertirse en los objetos pasi-
vos de las políticas burocráticas del Estado y han perdido su
cualidad de ser los sujetos activos de su propia historia. La con-
secuencia es la crisis agrícola y agraria que ya dura veinte años.

Las políticas del Estado, por su parte, son altamente inefi-
cientes porque al distanciarse de las condiciones de producción
en que trabajan los muy diversos tipos de productores del cam-
po mexicano, han creado sus propios centros de planeación
burocrática: la programación de la producción y los techos
financieros que delimitan la disponibilidad de crédito rural.
Todos los organismos públicos de fomento agropecuario (pro-
veedores de insumas y servicios, incluyendo comercialización),
programan sus propias actividades según las proyecciones de
producción y la disponibilidad de crédito, los dos ejes de un
círculo vicioso en el que, por supuesto, el productor no tiene
voz ni voto.

Es indispensable devolverle a las organizaciones rurales su
papel protagónico como actores sociales autónomos y eficien-
tes. Los problemas que hay que enfrentar no son pocos, ni
inmediatamente resolubles; por una parte, es preciso lograr
una transformación de los organismos gubernamentales a fin
de que dejen de suplir a los campesinos ahí donde éstos pue-
den actuar con igual o mayor eficacia; y para que cumplan su
función verdadera de fomento de las actividades para las que se
carece de recursos. De actores sociales con intereses propios,
insertos en ámbitos donde inciden distintas fuerzas y otros
organismos con objetivos paralelos y aun opuestos, los organis-
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mos públicos deben reafirmarse como instituciones al servicio
de los campesinos.

Por eso es necesaria la modernización del aparato guberna-
mental, a fin de que el proceso de traslado de funciones hacia
las comunidades del campo se realice sin desarticulación admi-
nistrativa. Ello supone avanzar en la reorganización orgánica y
funcional de las agencias gubernamentales; reforzar la unidad
de mando para evitar duplicidades, romper y desalentar feu-
dos ajenos a los intereses del campo y aproximar la toma de
decisiones oficiales a los lugares donde se hace necesario su
ejercicio oportuno y adecuado. En este proceso es decisiva la
redistribución de funciones y actividades federales hacia. las
autoridades regionales, estatales y municipales que tienen rela-
ción directa con los problemas. de las organizaciones campesi-
nas.

Puesto que son los campesinos los protagonistas del desarro-
llo rural, el traslado de dichas funciones debe traducirse en
ejercicio de soberanía popular por medio de funciones econó-
micas o administrativas que pueden ser realizadas con sus pro-
pios recursos y apoyadas y fomentadas con recursos y servicios
proporcionados por el aparato gubernamental así moderniza-
do:

Por supuesto que el tránsito de la política de descentraliza-
ción hacia la sociedad civil de funciones que han absorbido los
organismos públicos a la estrategia para implantarla, se enfren-
tará en los diversos casos a diversos aspectos críticos. Los más
comunes son el grado de madurez de las organizaciones socia-
les y la pertinencia, capacidad y honestidad con que los servido-
res públicos actúen para ampliar el espacio de participación y
supervisión de sus actividades.

Cada experiencia es, por tanto, única y universal al mismo
tiempo. Tenemos el caso del Sistema de Distribuidoras CONASU·

PO, DICONSA, que desde 1983 orientó sus programas y acciones
siguiendo la estrategia de crecer con la sociedad civil. A los con-
sumidores más vulnerables del campo y las ciudades y a los
productores rurales y pequeños y medianos industriales, se les
convocó a convertirse en sujetos activos en la operación -abas-
to y distribución-> de este sistema de tiendas.

El crecimiento al doble del número de tiendas experimenta-
do de 1983 a 1987 (en la actualidad son más de 15 mil en el
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ámbito rural y 7 mil en el urbano), ha respondido siempre a
solicitudes expresas de organizaciones de la sociedad civil. Pero
además, a través de la promoción social, la empresa ha induci-
do la participación organizada y corresponsable de la pobla-
ción objetivo en el conocimiento y solución de la distribución
de productos básicos. En este periodo, la totalidad de las tien-
das campesinas y las de zonas populares urbanas ha sido insta-
lada con aportación de recursos y trabajo de las comunidades,
que se organizaron para administrarlas y operarlas.

Al asumir DICONSA la incorporación activa de los consumido-
res organizados en su estrategia de abasto popular, adquirió el
compromiso de dotarlos de los instrumentos necesarios para
un mejor cumplimiento de sus objetivos sociales. Por tal moti-
vo, la empresa ha puesto especial atención a la capacitación de
los encargados de tiendas y demás personal operativo que las
comunidades designan. A este personal se le ha capacitado en
asuntos de carácter técnico, operativo, administrativo y finan-
ciero. DICONSA también se ha dirigido a las organizaciones para
que su participación se lleve a cabo racional y eficientemente
conforme a los reglamentos de la empresa y se les ha propor-
cionado elementos para vigilar, analizar y evaluar sus progra-
mas, identificar y sistematizar sus demandas y potenciar sus
capacidades y recursos.

Por otra parte, la empresa ha alentado a múltiples organiza-
ciones de productores para que se conviertan en proveedores
directos. Así, DICONSA se ha venido transformando de simple
distribuidora en factor de acercamiento entre productores y
consumidores, en promotora de fortalecimiento de mercados
locales y regionales en los que prevalezcan precios regulados
por una oferta suficiente y oportuna.

El traslado efectivo de funciones a la población objetivo no
debía provocar la desarticulación administrativa del sistema. Al
efecto se definieron claramente dos niveles administrativos: el
de dirección y el de operación. En el primero quedó a la cabeza
una empresa controladora, denominada Distribuidora e Im-
pulsora Comercial Conasupo -DICCONSA-, que en un nivel
corporativo unifica y mantiene la dirección y el control unitario
y congruente de 18 empresas subsidiarias en que se formalizó
jurídicamente la desagregación de sus anteriores 6 empresas
regionales. En el nivel operativo se distinguen dos instancias:
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las tiendas como unidades básicas de operación, y las subsidia-
rias como unidades de administración básica.

La reestructuración del sistema y el reforzamiento de las
empresas subsidiarias tuvo en cuenta la necesidad de establecer
una mayor articulación de DICONSA con los circuitos locales de
producción-consumo de cada entidad y región, a fin de contri-
buir en la reactivación de sistemas alimentarios con los recursos
sociales, económicos y geográficos en los puntos en que se ini-
cian y concluyen, favoreciendo así el crecimiento estatal y regio-
nal endógenos. En la realización de los programas de abasto y
distribución de productos básicos, la empresa ha establecido
vínculos importantes con los gobiernos de los estados, a través
de los COPLADES.

Con esto contribuye también en los procesos de fortaleci-
miento del federalismo y de desarrollo regional y estatal, pues
propicia una participación sustantiva de dichos gobiernos en la
administración, corresponsabilidad y control del aparato distri-
butivo en el ámbito de sus entidades.

Hacer de las organizaciones campesinas una fuerza de desa-
rrollo económico es, junto con el reparto agrario y la utilización
adecuada de los instrumentos gubernamentales de fomento
productivo, un elemento indispensable en la concepción mo-
derna de la reforma agraria. La reforma agraria, basada en las
formas de propiedad de tenencia de la tierra y de organización
campesina, está contemplada en la Constitución: el Artículo 27
contiene los conceptos básicos que fundamentan la empresa
agraria y sus elementos principales.

El carácter que se le da a la propiedad de la tierra constituye
el concepto fundamental de la estructura legal de la reforma
agraria. Este concepto se basa en la premisa de que el problema
de la propiedad y la distribución de la tierra no atañe única-
mente a la lucha entre los intereses individuales, sino que con-
cierne, ante todo, al bienestar y a la estabilidad de la sociedad
como Nación. Es por ello que en el Artículo 27 se invoca el
principio de "utilidad pública", cuya vigencia le compete a la
rectoría del Estado. La historia agraria de nuestro país ratifica
este hecho. La Revolución misma es la más clara expresión de
la imperiosa necesidad de que el Estado intervenga en los asun-
tos agrarios. La rectoría del Estado se legitima en tanto que éste
reconoce los derechos sociales sobre los derechos privados.
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El reparto de la tierra sigue siendo la base de la reforma agra-
ria. Esta acción constituye un acto de redistribución de la rique-
za nacional en tanto que la tierra constituye la base de la pro-
ducción; es un acto político en tanto que son las fuerzas sociales
las que determinan la redistribución; es un acto económico,
pues la tierra constituye un medio de producción; es un acto
social, pues la redistribución de la tierra puede implicar un
cambio en las relaciones sociales y de producción, es decir, en
la organización para la producción. En suma, repartir la tierra
es dar al campesino su medio de producción fundamental y es
una forma de crear empleo en un contexto en el que el desem-
pleo y el subempleo constituyen un problema crítico de la
sociedad; en este sentido, el reparto agrario es un problema
permanente mientras no se resuelva integralmente el proble-
ma del desempleo y subempleo. Esto es algo que agrupaciones
como la COPARMEX y partidos como el PAN parecen no tomar en
cuenta cuando, por razones ideológicas, proponen la titulación
individual y libre circulación mercantil de las tierras ejidales.

Sin duda, la forma de tenencia de la tierra más importante
derivada de la reforma agraria es el ejido, considerado su célula
o unidad básica, pues en él encuentra su máxima expresión el
concepto de la función social de la tierra, en tanto que se trata
de una forma social de tenencia. Al menos en términos cuanti-
tativos, la tenencia ejidal se ha acrecentado especialmente
durante los últimos 20 años, al grado de ser hoy en día más
extensa que la propiedad no ejidal.

Para la economía nacional es un factor clave, pues genera el
70%de la producción de granos básicos, y en la medida en que
se fortalezca, conforma un mercado garantizado para la peque-
ñ.ay mediana industria.

Potencialmente, el ejido es la base para reforzar la organiza-
ción de las comunidades y formar unidades de producción
capaces de absorber los recursos modernos de la técnica en
beneficio del sector rural; representa una posibilidad para que
el campesino retenga y aplique el excedente generado para la
capitalización de sus actividades; es una institución social que
puede poner en manos de los campesinos la comercialización y
transformación de sus productos; es una garantía para que la
población rural cuente con un empleo seguro, un ingreso
remunerador y tenga acceso a los servicios básicos. El ejido es
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una organización fundamental en múltiples localidades, en
tanto que preserva y fortalece la cultura y la estructura econó-
mica regional y puede mejorar la interacción de la sociedad
rural con la urbana.

El bienestar social rural y la autosuficiencia productiva en ali-
mentos básicos son los objetivos de la política agroalimentaria
que busca la integración equilibrada de la economía rural al
desarrollo del país.

El fondo del problema agrícola y agrario es que no es sólo
un problema de producción o un problema de consumo, o un
problema de distribución del producto. Se trata también de
un problema político que radica en la forma de articulación del
Estado con los campesinos. Por ello, en el campo la transforma-
ción mayor tiene que ser política; sin ésta todo intento de
modernización y reactivación productiva resultará insuficiente
e inútil.

La premisa política es la voluntad de incorporar al sector
rural al proyecto nacional, sin reservas. La unidad democrática
y las organizaciones propias de los campesinos constituyen la
principal fuerza para movilizar y optimizar la utilidad de los
recursos reales y potenciales que forman la riqueza agrícola,
forestal y pecuaria del país, y la base para transformar sus pro-
pias condiciones de vida y de trabajo.

Por eso es fundamental que a la vez que se revalora el papel
del sector rural como factor de impulso para vigorizar la econo-
mía nacional en un esquema de descentralización de potencia-
lidades, recursos y decisiones, y se persigue un equilibrio en los
términos de intercambio rural-urbano, se reconozca el proyec-
to político de los campesinos para hacer que éstos ocupen en el
Estado los espacios que les corresponden por su significación
social, económica y política, y que tengan en ellos participación
activa y directa, alejada de toda influencia oficial excesiva.

La rectoría del Estado es una función eminentemente organi-
zadora de la sociedad; la función rectora del Estado no consiste
en sustituir a la sociedad. Por el contrario, el Estado cumple su
función rectora de la sociedad al crear las condiciones favora-
bles para que la sociedad se organice y, al organizarse, genere
poder social.
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APÉNDICE

INSTITUCIONESy PROGRAMASDELOSREGÍMENESPOSTREVOLUCIONARIOS,
ORIENTADOSALSECTORRURAL

El interés que la administración pública federal ha mostrado por el
sector agropecuario tiene, entre otras expresiones, la creación de insti-
tuciones, comisiones, fideicomisos, comités, planes y programas que
buscan impactar favorablemente en la producción agropecuaria.

En este anexo se presenta una relación de los citados instrumentos,
desde el periodo revolucionario hasta los correspondientes a la admi-
nistración actual, organizados por periodo presidencial realizando al
interior de cada uno de ellos un ordenamiento por año y orden alfa-
bético. En este marco resulta pues significativo señalar que de un total
de 334 instituciones relacionadas, 65 de ellas son comisiones, 36
corresponden a fideicomisos, 33 son bancos, 31 son comités y 29
entre institutos y centros; además se identificaron 17 programas y 14
planes, lo cual da una idea de la importancia otorgada a algunos de
estos instrumentos de atención al campo durante los periodos presi-
denciales.

Para la elaboración de este anexo se consultaron los Informes de
Gobierno presentados por los presidentes de México, desde Francisco
I. Madero, hasta el rendido ello de septiembre de 1985 poor Miguel
de la Madrid Hurtado, además de las siguientes fuentes:

Carrillo Castro, Alejandro. La Nueva Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal, Uno de los Medios para Alcanzar el Modelo de País al que Aspi-
ramos. México, ISSSTE,1977.
Chávez Padrón, Martha. El derecho agrario en México. México, Porrúa,
1982.
De Pina Vara, Rafael, Diccionario de los órganos de la Administración Pública
Federal. México, Porrúa, 1983.
Registro de la Administración Pública Federal Paraestatal, publicado
en el Diario Oficial, el 15 de noviembre de 1982.

FRANCISCOI. MADERO(1911-1913)

Comisión Nacional Agraria. Constituida en 1911.
Comisión Agraria Ejecutiva. Constituida en 1912.
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VENUSTIANOCARRANZA(1917-1920)

Escuela Nacional Veterinaria. Constituida el 11 de abril de 1917.
Transformación de la Secretaría de Fomento en Secretaría de Agricul-
tura y Fomento (SAF).

ÁLVAROOBREGÓN(1920-1924)

Agencias Generales de la Secretaría de Fomento en Secretaría de Agri-
cultura y Fomento. Constituida en 1921.
Dirección de Irrigación (SAF).Constituida en 1921.
Estaciones Agrícolas Experimentales. Constituida en 1921.
Reestructuración de la Comisión Nacional Agraria. Constituida en
1921.
Comisión para el Estudio y Reglamentación del Río de Lagos y del de
San Juan del Río. Constituida en 1924.
Escuela Nacional de Agricultura de Chapingo. Constituida en 1924.
Procuraduría de Pueblos (SAF).Constituida en 1924.
Zonificación del País para Asuntos de Aguas. Constituida en 1924.

PLUTARCOELÍASCALLES(1924-1928)

Inicio de Actividades del Departamento de Indemnizaciones (SAF).
Constituido en 1925.
Junta Nacional Directiva de la Campaña contra la Langosta. Consti-
tuida en 1925.
Plan General y Establecimiento de Escuelas Centrales Agrícolas.
Constituido en 1925.
Bancos Agrícolas Ejidales. Constituidos en 1926.
Banco Nacional de Crédito Agrícola, S.A. de C.V. Creado en 1926, se
incorporó al BANRURAL,publicado en el Diario Oficial, el 5 de abril de
1976.
Comisión Nacional de Irrigación. Constituida en 1926.
Cuerpo Técnico Forestal. Constituido en 1927.
Oficina Federal para la Defensa Agrícola. Constituida en 1927.

EMILIOPORTESGIL (1928-1930)

Continuación del Establecimiento de Escuelas Centrales Agrícolas.
Constituidas en 1929.
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PASCUALORTIZRUBIO(1930-1932)

Comisión Consultiva de la Carne. Creada e! 5 de octubre de 1931,
publicado en e! Diario Oficial de! 30 de octubre de 1931.
Comisión Técnica de! Parque Agrícola de la Ciudad de México. Cons-
tituida en 1931.
Consejo Nacional de Agricultura. Constituido en 1934.

ABELARDORODRÍGUEZ(1932-1934)

Reestructuración de la Secretaría de Agricultura y Fomento, en 1934.

LÁZAROCÁRDENAS(1934-1940)

Banco Nacional de Crédito Ejidal, S.A. de c.v. Creado e!2 de diciem-
bre de 1935, se incorporó al BANRURAL,publicado en e! Diario Oficia!
del 5 de abril de 1976.
Cuerpo Consultivo Agrario. Creado en 1935.
Departamento Forestal y de Caza y Pesca. Creado en 1935.
Almacenes Nacionales de Depósito. Creados el 22 de abril de 1936.
Ampliación de las Delegaciones Agrarias. Creadas en 1936.
Comisión Nacional Sericícola. Creada en 1936.
Departamento de Asuntos Indígenas, con una Procuraduría de Co-
munidades Indígenas y una Oficina de Economía y Cultura Indígena.
Creado en 1936.
Departamento de Sanidad Vegetal. Creado en 1936.
Organización de la Mujer Campesina en Ligas de Defensa Social, en
Comités de Educación y Lucha Contra e! Alcoholismo. Creada
en 1936.
Banco Nacional Obrero de Fomento Industrial. Creado el 22 de julio
de 1937; fue sustituido en 1941 por e! Banco Nacional de Fomento
Cooperativo, S.A.
Comité Regulador del Mercado de Trigo. Creado el 22 de junio de
1937, publicado en e! Diario Oficial del 29 de junio de 1937, fue un
antecedente de la Compañía Nacional de Subsistencias Populares.
Compañía Exportadora e Importadora Mexicana, S.A. (CEIMSA).Crea-
da e! 10 de septiembre de 1937, en marzo de 1961 se dispuso su di-
solución y liquidación.
Comisión Consultiva de Servicios de Especificaciones de Productos
Agrícolas Federales. Publicado en e! Diario Oficial del 3 de junio de 1938.
Comité Regulador de! Mercado de las Subsistencias. Creado e! 30 de
julio de 1938, fue sustituido por NADYRSAen 1941.
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Comisión Encargada de Estudiar e! Proyecto para Emplear en las
Siembras Semillas Seleccionadas. Publicado en e! Diario Oficial de! 6 de
julio de 1939, para 1982 ya no funcionaba.

MANUELÁVlLACAMACHO(1940-1946)

Consejos Mixtos de Fomento Agropecuario. Creados el 24 de sep-
tiembre de 1941; posteriormente se transforman en Consejos Mixtos
de Economía Regional.
Instituto Pecuario. Creado e! 10 de enero de 1941, publicado en el
Diario Oficial de! 22 de abril de 1942.
Nacional Distribuidora y Reguladora, S.A. de c.v. (NADYRSA).Creada
e! 3 de mayo de 1941, publicada en e! Diario Oficial del 18 de junio de
1941. En 1949 se dispuso su disolución y liquidación, asumiendo sus
funciones de la Compañía Exportadora e Importadora Mexicana, S.A.
Banco Nacional de Fomento Cooperativo, S.A. de c.v. Creado el 30
de abril de 1942, publicado en e! Diario Oficial de! 5 de junio de 1942.
Sustituido por el Banco Nacional Pesquero y Portuario, S.A., publica-
do en e! Diario Oficial de diciembre de 1979.
Beneficios Mexicanos de! Café, S. de R.L. Creado el 3 de febrero de
1942. Constituido bajo la denominación "Cafés de Tapachula, S. de
R.L. de C.v."; sus bienes fueron incorporados posteriormente al Ins-
tituto Mexicano-del Café.
Comisión Especial para Asuntos Henequeneros. Creada en 1942.
Coordinación y Fomento de la Producción. Creada el 15 de octubre
de 1942, publicado en e! Diario Oficial de! 26 de octubre de 1942. En
1982 ya no funciona.
Plan de Movilización Agrícola. Creado en 1942.
Guanos y Fertilizantes, S.A. Creada en 1943; en 1977 cambió su
denominación a "Fertilizantes Mexicanos, S.A."
Fondo Nacional de Garantía Agrícola. Creado el 21 de marzo de
1944, publicado en el Diario Oficial de! 12 de mayo de 1944. Sustituido
por e! Fondo de Garantías y Fomento para la Agricultura, Ganadería y
Avicultura, e! 31 de diciembre de 1945, publicado en el Diario Oficial
de! 31 de diciembre de 1945.
Comisión Organizadora de la Explotación de la Palma. Constituida e!
18 de diciembre de 1945, publicado en e! Diario Oficial del 15 de febre-
ro de 1946.
Consejo de Educación Agrícola Práctica. Creado e! 31 de diciembre
de 1945, publicado en e! Diario Oficial del 6 de julio de 1946, sustituido
en 1974 por la Universidad Autónoma de Chapingo.
Consejo de la Educación Agrícola Superior. Creado e! 31 de diciem-
bre de 1945, publicado en e! Diario Oficial del 6 de julio de 1946. La
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Ley de Educación Agrícola que estableció este Consejo fue abrogada.
Escuela Nacional de Agricultura. Creada el 31 de diciembre de 1945,
publicado en el Diario Oficial del 6 de julio de 1946, sustituida por la
Universidad Autónoma de Chapingo.

MIGUELALEMÁNVALDÉS(1946-1952)

Comisión Nacional de Colonización. Creada el 30 de diciembre de
1946, publicada en el Diario Oficial del 22 de enero de 1946; en 1963
fue disuelta.
Comisión Nacional de Lucha contra la Fiebre Aftosa. Creada el 27 de
diciembre de 1946. En 1982 ya no funcionaba.
Comisión del Papaloapan. Creada el 26 de febrero de 1947, publica-
do en el Diario Oficial del 24 de abril de 1947.
Comisión Encargada de la Repoblación Magueyera de la Zona Sur-Su-
reste del Estado de Hidalgo. Creada el 11 de julio de 1947, publicado
en el Diario Oficial del 7 de agosto de 1947. En 1982 ya no funcionaba.
Comisión Nacional de Rehabilitación Ganadera. Creada el 28 de
octubre de 1947, publicado en el Diario Oficial del 10 de noviembre
de 1947. En 1982 ya no funcionaba.
Formación de Consejos Locales de los Bancos Nacionales de Crédito
Ejidal y de Crédito Agrícola y Ganadero. Creados en 1947.
Programa de Irrigación para la Culminación de Obras. Creado en 1947.
Guanos y Fertilizantes de México, S.A. Creada en 1948.
Instituto Nacional Indigenista. Creado ellO de noviembre de 1948,
publicado en el Diario Oficial del 4 de diciembre de 1948.
Comisión Nacional del Maíz. Creada el 30 de diciembre de 1949; fue
sustituida por la Productora Nacional de Semillas.
Comisión Nacional del Café. Creada en 1950, fue sustituida en 1958
por el Instituto Mexicano del Café.
Comisión Nacional del Olivo. Creada en 1950.
Departamento de Inseminación Artificial. Creado en 1950.
Maíz Industrializado CONASUPO,S.A.de c.v Creada ellO de marzo de
1950.
Patronatos para la Investigación, Fomento y Defensa Agrícola. Crea-
dos el 21 de junio de 1950, publicado en el Diario Oficial del 31 de julio
de 1950. En abril de 1965 adoptaron la denominación de Patronatos
para la Investigación, Fomento y Sanidad Vegetal.
Comisión Nacional de la Lana. Creada en 1951.
Comisión del Río Fuerte. Creada el 27 de junio de 1951, publicado en
el Diario Oficial del 21 de agosto de 1951.
Comisión del Río Grijal ba. Creada el 27 de junio de 1951, publicado
en el Diario Oficial del 29 de agosto de 1951.
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Comisión del Tepalcatepec. Creada el 19 de diciembre de 1951; fue
sustituida por la Comisión del Río Balsas.
Comisión Intersecretarial de la Región Indígena del Valle del Yaquí.
Constituida el 12 de septiembre de 1951, publicado 'en el Diario Oficial
del 16 de noviembre de 1951.
Algodonera Comercial Mexicana, S.A. Creada el 30 de octubre de
1952.
Comisión Nacional de la Caña de Azúcar. Creada el 30 de junio de
1952, publicado en el Diario Oficial del 10 de julio de 1952, fue susti-
tuida el 24 de junio de 1960, publicado en el Diario Oficial del 25 de
junio de 1960, para crear la Comisión Nacional del Azúcar.

ADOLFO RUIZ CORTlNES (1952-1958)

Patrimonio Indígena del Valle del Mezquital, publicado en el Diario
Oficial del 31 de diciembre de 1952.
Comisión México-Americana para la Erradicación de la Fiebre Afto-
sa. Creada en 1953.
Comité Consultivo de la Industria y Comercio en Materia de Impor-
tación y Distribución de Fertilizantes y Parasiticidas. Creado el 15 de
julio de 1953, publicado en el Diario Oficial del 15 de julio de 1953. En
1982 ya no funcionaba. ,
Fideicomiso del Azúcar. Creado el 9 de diciembre de 1953.
Fideicomiso para la Rehabilitación de la Industria Platanera de Tabas-
co y Norte de Chiapas. Creado el 5 de agosto de 1953. Se dispuso su
extinción en noviembre de 1972.
Procuraduría de Asuntos Agrarios. Creada ello de julio de 1953,
publicado en el Diario Oficial del 5 de agosto de 1953.
Programa Agrícola Permanente y de Desarrollo Progresivo para las
Zonas Regionales de la República. Creado en 1953.
Centro Coordinador Indigenista de las Mixtecas en el Estado de
Oaxaca. Creado el 25 de enero de 1954, publicado en el Diario Oficial
del 21 de mayo de 1954.
Comisión Coordinadora del Programa de Bienestar Social Rural.
Creada el 23 de julio de 1954, publicado en el Diario Oficial del 28 de
octubre de 1954.
Consejo de Fomento y Coordinación de la Producción Nacional.
Creado el 25 de junio de 1954, publicado en el Diario Oficial del 28 de
junio de 1954. Disuelto el 30 de diciembre de 1959, publicado en el
Diario Oficial del 31 de diciembre de 1959.
Continuación del Establecimiento de los Consejos Locales del Banco
de Crédito Ejidal. 1954.
Fideicomiso Centro de Investigaciones Agrarias. Creado el 29 de
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noviembre de 1954; al disolverse este Fideicomiso en 1980, los bienes
y derechos pasaron al Centro Nacional de Investigaciones Agrarias.
Fondo de Garantía y Fomento para la Agricultura, Ganadería y Avi-
cultura. Creado el 31 de diciembre de 1954, publicado en el Diario Ofi-
cial del 31 de diciembre de 1954.
Unidad Agrícola de Tlaxcala. Creada en 1954.
Bancos Regionales de Crédito Agrícola. Creados el 30 de diciembre
de 1955; se fusionaron con los Bancos Regionales de Crédito Rural en
julio de 1975.
Impulsora y Exportadora Nacional, S. de R.L. de c.v. Creada el 30 de
agosto de 1955.
Consorcio de Compañías Aseguradoras (para protección contra pér-
didas por plagas y fenómenos meteorológicos). Creada en 1956.
Mutualidades de Seguro Agrícola Integral y Ganadero. Creadas en
1956.
Comités de Promoción Forestal Económico-Social. Creados en 1957.

ADOLFO LÓPEZ MATEOS (1958-1964)

Instituto Mexicano del Café. Creado el 30 de diciembre de 1958,
publicado en el Diario Oficial del 31 de diciembre de 1958.
Centro de Coordinación Indigenista de la Región Maya. Creado el 13
de mayo de 1959.
Comisión de Estudios de la Cuenca del Río Pánuco. Creada el 6 de
noviembre de 1959.
Comisión para el Estudio y Proposición de Soluciones para la Mejor
Distribución y Aplicación de los Fondos Destinados a los Servicios
Médicos de los Cañeros y de Subsidios para las Organizaciones y
Agrupaciones de Productores de Caña de Azúcar, creada con carácter
transitorio el 5 de agosto de 1959, publicado en el Diario Oficial del 14
de septiembre de 1959.
Comités Agrícolas Distritales. Creados en 1959.
Dirección dela Pequeña Propiedad Agrícola. Creada en 1959.
Patrimonio para el Fomento Ejidal de las Zonas Desérticas. Creado el
II de junio de 1959, publicado en el Diario Oficial del 10 de septiem-
bre de 1959.
Banco Agropecuario del Centro, S.A. Creado el 22 de diciembre de
1960; se transformó en Banco de Crédito Rural del Centro, S.A. el 15
de junio de 1975, publicado en el Diario Oficial del 7 de julio de 1975.
Banco Agropecuario de La Laguna, S.A. Creado el 22 de diciembre de
1960, publicado en el Diario Oficial del 5 de enero de 1961. Se transfor-
mó en Banco de Crédito Rural de Centro-Norte, S.A. el 5 de julio de
1975, publicado en el Diario Oficial del 7 de julio de 1975.
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Banco Agrario del Mar de Cortés, S.A. Creado el 22 de diciembre de
1960, publicado en el Diario Oficial del 5 de enero de 1961. Se transfor-
mó en Banco de Crédito Rural del Noroeste, S.A el5 de julio de 1975,
publicado en el Diario Oficial del 7 de julio de 1975.
Banco Agrario de Michoacán, S.A. Creado el 22 de diciembre de
1960, publicado en el Diario Oficial del 5 de enero de 1961. Se transfor-
mó en Banco de Crédito Rural del Pacífico-Sur el 5 de julio de 1975,
publicado en el Diario Oficial del 7 de julio de 1975.
Banco Agrario de Yucatán, S.A. Creado el 22 de diciembre de 1960,
publicado en el Diario Oficial del 5 de enero de 1961. Se transformó en
Banco de Crédito Rural Peninsular el 5 de julio de 1975, publicado
en el Diario Oficial del 7 de julio de 1975.
Banco Agropecuario del Noreste, S.A. Creado el 22 de diciembre de
1960, publicado en el Diario Oficial del 5 de enero de 1961. Se transfor-
mó en Banco de Credito Rural del Noreste, S.A. el 5 de julio de 1975,
publicado en el Diario Oficial del 7 de julio de 1973.
Banco Agropecuario del Norte, S.A. Creado el 22 de diciembre de
1960, publicado en el Diario Oficial del 5 de enero de 1961. Se transfor-
mó en el Banco de Crédito Rural del Norte, S.A. el5 dejulio de 1975,
publicado en el Diario Oficial del 7 de julio de 1975.
Banco Agropecuario del Noroeste, S.A. Creado el22 de diciembre de
1960, publicado en el Diario Oficial del 5 de enero de 1961. Se transfor-
mó en el Banco de Crédito Rural del Pacífico Norte, S.A. el 5 de julio
de 1975, publicado en el Diario Oficial del 7 de julio de_1975.
Banco Agropecuario de Occidente, S.A. Creado el 22 de diciembre de
1960, publicado en el Diario Oficial del 5 de enero de 1961. Se transfor-
mó en el Banco de Crédito Rural del Centro-Sur, S.A. el 5 de julio de
1975, publicado en el Diario Oficial del 7 de julio de 1975.
Banco Agropecuario del Sureste, S.A. Creado el 22 de diciembre de
1960, publicado en el Diario Oficial del 5 de enero de 1961. Se transfor-
mó en el Banco de Crédito Rural del Golfo, S.A. el 5 de julio de 1975,
publicado en el Diario Oficial del 7 de julio de 1975.
Centro Coordinador Indigenista Cora-Huichol. Creado el 8 de julio
de 1960, publicado en el Diario Oficial del 10de diciembre de 1960; fue
sustituido por el Centro Coordinador para el Desarrollo de la Región
Huichol publicado en el Diario Oficial del 10 de noviembre de 1971.
Comisión del Río Balsas. Creada el 18 de octubre de 1960, publicado
en el Diario Oficial del 11 de noviembre de 1960. Desaparece en 1977,
quedando las funciones a cargo de la SARH.

Comisión Nacional del Azúcar. Creada el 24 de junio de 1960, publi-
cado en el Diario Oficial del 25 de junio de 1960; despareció en 1975.
Comisiones Forestales Estatales. Creada el 9 de enero de 1960, publi-
cado en el Diario Oficial del 16 de enero de 1960.
Comité Calificador de Variedades de Plantas. Creado el 22 de diciem-
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bre de 1960, publicado en e! Diario Oficial del 14 de abril de 1961.
Comité Asesor de los Aprovechamientos Forestales de los Ejidos y
Comunidades. Creado e! 27 de diciembre de 1980, publicado en el
Diario Oficial del 23 de enero de 1961.
Comité de la Cuenca de! Balsas. Creado en 1960.
Consejo Nacional de la Investigación y Enseñanza Agrícola Superior.
Creada el 5 de diciembre de 1960, publicado en el Diario Oficial del 6
de diciembre de 1960.
Fondo Forestal. Creado e! 9 de enero de 1960, publicado en e! Diario
Oficial del 16 de enero de 1960.
Grupos Cívicos Forestales. Creados el 9 de enero de 1960, publicado
en e! Diario Oficial de! 16 de agosto de 1960.
Instituto Nacional de la Lana. Creado en 1960.
Instituto Nacional de Investigaciones Agrícolas. Creado el 5 de di-
ciembre de 1960, publicado en e! Diario Oficial del 6 de diciembre de
1960.
Instituto Nacional de Investigaciones Forestales. Creado el 9 de enero
de 1960, publicado en e! Diario Oficial del 14 de abril de 1961.
Aseguradora Nacional Agrícola y Ganadera, S.A. Creada el 29 de
diciembre de 1961, publicado en e! Diario Oficial del 30 de diciembre
de 1961.
Bancos Regionales Agricolas de Michoacán y del Papaloapan. Crea-
dos en 1961.
Comisión de La Malinche, encargada del Plan de Tlaxcala. Creada el
18 de abril de 1961, publicado en el Diario Oficial del 4 de mayo de
1961.
Comisión Nacional de Fruticultura. Creada el 16 de agosto de 1961,
publicado en e! Diario Oficial del 31 de agosto de 1961.
Compañía Distribuidora de Subsistencias Populares (CODlSUPO). Crea-
da en 1961. En 1963 se transforma en Compañía Distribuidora de
Subsistencias CONASUPO (CODlSUPO), que en 1971 adopta e! nombre
de Distribuidora CONASUPO, S.A. (OICONSA).

Compañía Nacional de Subsistencias Populares, S.A. (antes CEIMSA).

Creada e! 2 de marzo de 1961, publicado en e! Diario Oficial del 25 de
marzo de 1961. Se transformó en organismo público descentralizado
en 1965 con e! nombre de Compañía Nacional de Subsistencias
Populares (CONASUPO).

Rehidratadora de Leche CEIMSA, S.A. Creada e! 2 de marzo de 1961.
Plan para la Rehabilitación de Distritos de Riego. Creado en 1961.
Programa de Integración Económica de las Tribus Yaquis. Creado en
1961.
Centro Coordinador Indigenista de la Región Nahua-Tlapaneca,
Creado e! 30 de noviembre de 1962, publicado en e! Diario Oficial del
22 de marzo de 1963.
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Centro Coordinador Indigenista de la Región Tarahumara. Creado el
20 de junio de 1962, publicado en el Diario Oficial del 22 de enero de
1963.
Comités Locales Agrícolas, publicado en el Diario Oficial del 13 de
abril de 1962.
Comités Regionales Agrícolas. Creados en marzo de 1962, publicado
en el Diario Oficial del 13 de abril de 1962.
Consejo Nacional de Agricultura. Creado por acuerdo presidencial
publicado en el Diario Oficial del 2 de marzo de 1962. En 1982 ya no
funcionaba.
Compañía Rehidratadora de Leche CONASUPO.S.A.Creada ellO de julio
de 1963.
Comité Intersecretarial para el Examen de la Industria Azucarera.
Creada el 22 de mayo de 1964., publicado en el Diario Oficial del 10 de
junio de 1964, disuelta en 1975.

GUSTAVODíAZ ORDAZ(1964-1970)

Banco Nacional Agropecuario, S.A. Creado el 2 de marzo de 1965,
publicado en el Diario Oficial del 8 de marzo de 1965, actualmente
denominado BANRURAL.
Compañía Nacional de Subsistencias Populares (CONASUPO).Creada el
23 de marzo de 1965, publicado en el Diario Oficial del 10 de abril de
1965.
Servicios Agrícolas Cañeros, S.A. Creados el 20 de noviembre de 1965.
Comités Estatales de Fomento Ganadero. Creados el 27 de julio de
1966, publicado en el Diario Oficial del 4 de agosto de 1966. Estos
Comités desaparecieron el Z de enero de 1971, publicado en el Diario
Oficial del 27 de noviembre de 1971, pasando sus funciones a la SARH.
Consejo Nacional de Ganadería. Creado el27 dejulio de 1966, publi-
cado en el Diario Oficial del 4 de agosto de 1966; este Consejo de-
sapareció el2 de enero de 1971, publicado en el Diario Oficial del 27 de
noviembre de 1971 pasando sus funciones a la SARH.
Instituto Nacional de la Carne. Creado el 27 de julio de 1966, publi-
cado en el Diario Oficial del 4 de agosto de 1966. Al desaparecer esta
entidad sus funciones pasaron a la SARH.
Programa Nacional de Ganadería. Creado en 1966.
Promotora CONASUPO.S.A. Creada en 1966, actualmente se conoce
como FICOPROCONSA.
Fideicomiso para la Operación de la Unidad Ganadera Ejidal Francis-
co Zarco (antes Hacienda del Ojo). Creado el 31 de marzo de 1967 El
26 de marzo de 1982 se dispuso su extinción publicado en el Diario
Oficial del 19 de abril de 1982.
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Productos Forestales Mexicanos. Creada el 28 de agosto de 1967,
publicado en el Diario Oficial del 11 de noviembre de 1967.
Comités Estatales de Fertilización. Creados en 1968.
Establecimiento de Comités Directivos Agrícolas en cada Estado.
Creados en 1968.
Panificadora CONASUPO.Creada en 1968. En 1972 se transforma en
TRICONSA.
Alimentos Balanceados de México, S.A. de C.v. (ALBAMEX).Creado el
9 de octubre de 1969.
Centro Nacional de Inseminación Artificial. Creado en 1969.
Colegio Superior de Agricultura Tropical. Creado el 10 de abril de
1969, publicado en el Diario Oficial del 21 de junio de 1969. Se acordó
su disolución y liquidación según publicación del Diario Oficial del 29
de julio de 1985.
Fideicomiso en Favor del Colegio Superior de Agricultura Tropical de
Cárdenas, Tabasco. Creado ellO de abril de 1969, publicado en el
Diario Oficial del 21 de julio de 1969.
Plan Nacional Ovino. Creado en 1969.
Fideicomiso para el Otorgamiento de Créditos a los Ejidatarios y
Pequeños Propietarios en Areas de Riego. Creado el 11 de febrero de
1970.

LUISECHEVERRÍAÁLVAREZ(1970-1976)

Comisiones de Planeación y Operación de la Zafra. Creadas el 15 de
diciembre de 1970, publicado en el Diario Oficial del 18 de diciembre
de 1970.
Comisión' Nacional de la Industria Azucarera. Creada el 15 de
diciembre de 1979, publicado en el Diario Oficial del 18 de diciembre
de 1970.
Comisión Nacional de las Zonas Aridas. Creada el 4 de diciembre de
1970, publicado en el Diario Oficial del 5 de diciembre de 1970.
Bodegas Rurales CONASUPO,S.A.de c.v. (BORUCONSA).Creada el 31 de
agosto de 1971.
Centro Coordinador Indigenista de la Región Mixe. Creado el 21 de
septiembre de 1971, publicado en el Diario Oficial del 28 de septiem-
bre de 1971.
Centro Coordinador Indigenista de las Regiones Tzetzal, Tzotzil,
Tojolabal y Lacandona. Creado el 21 de septiembre de 1971, publica-
do en el Diario Oficial del 28 de septiembre de 1971.
Centro Coordinador para el Desarrollo de la Región Huicot. Creado
el 9 de noviembre de 1971, publicado en el Diario Oficial del 10 de
noviembre de 1971. El 15 de noviembre de 1979 se dispuso su disolu-
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ción, según publicación en el Diario Oficial del 6 de diciembre de 1977.
Centro de Capacitación Agropecuaria y de Riego y Drenaje del Río
Bravo, Tamaulipas. Creado en 1971.
Centro de Capacitación del Valle del Carrizo. Sinaloa. Creado en
1971.
Comisión de Estudios del Lago de Texcoco. Comisión Intersecreta-
rial transitoria constituida el 19 de marzo de 1971 según publicación
en el Diario Oficial del 20 de marzo de 1971.
Comisiones Agrarias Mixtas. Creadas el 22 de marzo de 1971, publi-
cado en el Diario Oficial del 16 de abril de 1971.
Comités Directivos de los Distritos de Acuacultura. Creados el 30
de diciembre de 1971, publicado en el Diario Oficial del 11 de enero de
1972.
Comités Directivos de los Distritos de Riego. Creados el 30 de diciem-
bre de 1971, publicado en e! Diario Oficial del 11 de enero de 1972.
Comités Directivos de las Unidades de Riego para el Desarrollo
Rural. Creados e! 30 de diciembre de 1971,publicado en e! Diario Ofi-
cial del 11 de enero de 1972.
Consejo Nacional de Desarrollo Agrario. Creado e! 22 de marzo de
1971, publicado en e! Diario Oficial del 16 de abril de 1971.
Cuerpo Consultivo Agrario. Creado el 22 de marzo de 1971, publica-
do en e! Diario Oficial de! 16 de abril de 1971.
Cuerpos de Defensas Rurales. Creados el 18 de marzo de 1971, publi-
cado en e! Diario Oficial de! 15 de abril de 1971.
Dirección General de Extensión Agrícola. Creada en 1971.
Fideicomiso de Apoyo a la Industria Rural. Creado el 22 de marzo de
1971, publicado en el Diario Oficial del 16 de abril de 1971.
Fideicomiso para Obras Sociales a Campesinos Cañeros de Escasos
Recursos. Creado e! 24 de agosto de 1971.
Fondo Nacional de Fomento Ejidal. Creado el 22 de marzo de 1971,
publicado en e! Diario Oficial de! 16 de abril de 1971; fue sustituido por
la Financiera Nacional de Industria Rural, S.A., en 1976.
Centros CONASUPO de Capacitación Campesina, S.C. (CECONCA). Crea-
das e! 29 de septiembre de 1972.
Comisión México-Americana para la Erradicación del Gusano Barre-
nador. Creada el 28 de agosto de 1972. El 16 de marzo de 1981, por
disposición publicada en e! Diario Oficial de! 23 de marzo de 1981, se
estableció en todo el Territorio Nacional, con carácter general, obliga-
torio y permanente la Campaña para la Erradicación de! Gusano
Barrenador.
Comisión Intersecretarial de Colonización Ejidal. Creada e! 26 de
junio de 1972, publicado en e! Diario Oficial del 7 de julio de 1972.
Fideicomiso de las Frutas Cítricas y Tropicales, constituido bajo la
denominación de! Fideicomiso de! Limón. Creado en 1972.
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Fideicomiso para la Adquisición de Crías Hembras de Ganado Bovi-
no de Razas Especializadas en Producción de Leche para su Crianza,
Desarrollo y Venta en Estado de Gestación a Pequeños Ganaderos y
Ejidatarios. Creado el 25 de octubre de 1972, publicado en el Diario
Oficial del 10 de noviembre de 1972. Se fusionó e integró en el Fidei-
comiso Denominado Fondo Ganadero el 28 de diciembre de 1979,
publicado en el Diario Oficial del 21 de abril de 1980.
Fideicomiso para la Investigación y la Educación Agropecuaria y
Forestal. Creado el 29 de febrero de 1972, publicado en el Diario Ofi-
cial del lo. de marzo de 1972; se acordó su extinción según publica-
ción del Diario Oficial del 9 de mayo de 1985.
Leche Industrializada CONASUPO, S.A. de cv (UCONSA). Creada el 27 de
octubre de 1972.
Maíz Industrializado CONASUPO, S.A. de C.v.(MINSA). Creado en 1972.
Nacional de Servicios Agropecuarios. S.A. de c.v. Creada el 25 de
abril de 1972. El 19 de septiembre de 1980 se dispuso su disolución y
liquidación, según publicación del Diario Oficial del lo. de octubre de
1980, aún continúa este proceso según se manifiesta en la publicación
del Diario Oficial del 9 de mayo de 1985.
Plan Benito juárez. Creado en 1972.
Plan Chontalpa. Creado en 1972.
Plan de Acción de la Tarahumara. Creado en 1972.
Plan Nacional de Acuacultura. Creado en 1972.
Productos Forestales de la Tarahumara. Creado ellO de agosto de
1972, publicado en el Diario Oficial del 14 de agosto de 1972.
Programa Nacional de Desarrollo Forestal. Creado en 1972.
Programa Nacional de Inversión y Desarrollo Campesino. Creado en
1972.
Tabacos Mexicanos, S.A. de c.v. (TABAMEX). Creada el 4 de noviembre
de 1972, publicado en el Diario Oficial del 6 de noviembre de 1972.
Trigo Industrializado CONASUPO, S.A.(TRICONSA). Creada en 1972.
Abastecedora CONASUPO, S.A. de cv, constituida el 16 de julio de 1973.
El 16 de agosto de 1977 se dispuso su disolución y liquidación, publi-
cado en el Diario Oficial del 18 de agosto de 1977.
Agroplástico de Baja California, S. de R.L., constituida el 27 de
diciembre de 1973 con participación del Fondo Nacional de Fomento
Ejidal y el Gobierno del Estado de Baja California.
Agroplástico de Tlaxcala, S.A. Creada el 16 de julio de 1973. Se dispu-
so su disolución y liquidación el 21 de diciembre de 1979, según
publicación en el Diario Oficial de 1980.
Comisión Agraria Mixta del Distrito Federal. Creada el 15 de octubre
de 1973, publicado en la Gaceta Oficial del D.D.F.
Comisión Intersecretarial para Coordinar las Actividades de las Secre-
tarías y Departamentos de Estado para el Mejoramiento Social, Eco-
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nómico, Educativo y Cultural de las Comunidades Rurales e Indíge-
nas de! País. Creada e! 15 de octubre de 1973, publicado en el Diario
Oficial del 28 de noviembre de 1973.
Comisión Nacional de la Industria del Maíz para Consumo Humano
(CONAIM). Creada e! 21 de julio de 1973, publicado en el Diario Oficial
de! 23 de julio de 1973. El 17 de septiembre de 1982 se dispuso su
disolución y liquidación, publicada en el Diario Oficial del 22 de sep-
tiembre de 1982.
Comisión Nacional del Cacao. Creada el 19 de noviembre de 1973,
publicado en el Diario Oficial del 21 de noviembre de 1973.
Comité para la Regulación de la Tenencia de la Tierra. Creado e! 7 de
agosto de 1973, publicado en e! Diario Oficial del 20 de agosto de 1973.
Distribuidora CONASUPO del Centro, S.A. de c.v. Creada el 31 de octu-
bre de 1973.
Distribuidora CONASUPO del Noroeste, S.A. de c.v. Creada el 30 de
octubre de 1973.
Distribuidora CONASUPO del Norte, S.A. de c.v. Creada el 13 de sep-
tiembre de 1973.
Distribuidora CONASUPO de! Sureste, S.A. de c.v. Creada el 31 de octu-
bre de 1973.
Distribuidora CONASUPO del Sur, S.A. de c.v. Creada el 31 de octubre
de 1973.
Escuela Nacional de Fruticultura de la Comisión Nacional de Fruti-
cultura. Creada el 20 de diciembre de 1973, publicado en el Diario Ofi-
cial del 21 de enero de 1974.
Fideicomiso Ganadero Ejidal. Creado el 4 de septiembre de 1973. Se
dispuso su fusión e integración en el fideicomiso denominado Fondo
Ganadero.
Fideicomiso para el Fomento de la Producción, Industrialización y
Comercialización de la Lana. Creada el 28 de junio de 1973. Se fusio-
nó e integró en el Fideicomiso denominado Fondo Ganadero, en 1980
Fideicomiso para Obras de Infraestructura Rural. Creado el 27 de
junio de 1973.
Programa de Inversiones Públicas de Desarrollo Rural. Creado en
1973.
Programa Nacional de Desmontes. Creado en 1973.
Aceitera de Guerrero, S.A. de C.v. Creada el 25 de octubre de 1974.
Se fusionó con la Impulsora Guerrerense del Cocotero, S. de R.L. de
I.P. y C.v., en 1979, subsistiendo esta última como fusionante.
Comisión del Lago de Texcoco. Creada el 2 de enero de 1974, publi-
cado en e! Diario Oficial de! 30 de mayo de 1974.
Comisión para la Regularización de la Tenencia de la Tierra. Creada
e! 6 de noviembre de 1974, publicado en e! Diario Oficial de! 8 de
noviembre de 1974.
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Comités Regionales de Sanidad Animal. Creados el 18 de noviembre
de 1974, publicado en el Diario Oficial del 13 de diciembre de 1974.
Comités Regionales de Sanidad Vegetal. Creados e! 18 de floviembre
de 1974, publicado en e! Diario Oficial del 13 de diciembre de 1974.
Complejo Fruticola Industrial de la Cuenca de! Papaloapan, S.A. de
C.Y., constituida bajo la denominación de Complejo Frutícola Indus-
trial de Loma Bonita, S.A. Creado el 17 de abril de 1974.
Distribuidora CONASUPO Metropolitana, S.A. de c.v. Creada el 17 de
abril de 1974.
Fideicomiso para Apoyo a la Ganadería de los Estados de Sonora y
Baja California. Creado el 23 de septiembre de 1974. El 22 de sep-
tiembre de 1981 se dispuso su extinción, publicada en el Diario Oficial
de! 22 de octubre de 1981.
Fideicomiso para el Desarrollo de Proyectos Silvícolas Industriales.
Creado el 11 de febrero de 1974.
Fideicomiso para Financiar Programas Agropecuarios para Cinco
nuevos Centros de Población Ejidal Denominados; Ley Federal de
Aguas, BCS. Creado e! 30 de junio de 1974; se dispuso su extinción en
1979.
Juntas Locales de Sanidad Animal. Creadas el 18 de noviembre de
1974, publicado en e! Diario Oficial del 13 de diciembre de 1974.
Juntas Locales de Sanidad Vegetal. Creadas e! 18 de noviembre de
1974, publicado en el Diario Oficial del 13 de diciembre de 1974.
Plan de Mejoramiento Parcelario. Creado en 1974.
Productos Lácteos Ejidales de San Luis Potosí, S. de R.L. Creado el 24
de abril de 1974. En abril de 1979 se dispuso su disolución y liquida-
ción; aún continúa este proceso, publicado en el Diario Oficial del 9 de
mayo de 1985.
Programa Nacional de Regulación de Derechos Agrarios Individua-
les. Creado en 1974.
Servicios Ejidales, S.A. de C.Y. Creado el 9 de enero de 1974.
Universidad Autónoma de Chapingo. Creada el 22 de diciembre de
1974, publicado en el Diario Oficial del 30 de diciembre de 1974.
Banco de Crédito Rural de! Centro, S.A. Creado e! 5 de julio de 1975,
publicado en el Diario Oficial de! 7 de julio de 1975.
Banco de Crédito Rural de! Centro-Norte, S.A. Creado e!5 de julio de
1975, publicado en el Diario Oficial de! 7 de julio de 1975.
Banco de Crédito Rural del Centro-Sur, S.A. Creado e! 5 de julio de
1975, publicado en e! Diario Oficial de! 7 de julio de 1975.
Banco de Crédito Rural del Golfo, S.A. Creado e! 5 de julio de 1975,
publicado en e! Diario Oficial del 7 de julio de 1975.
Banco de Crédito Rural de! Itsmo, S.A. Creado e! 5 de julio de 1975,
publicado en e! Diario Oficial del 7 de julio de 1975.
Banco de Crédito Rural del Noreste, S.A. Creado el 5 de julio de
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1975, publicado en el Diario Oficial de! 7 de julio de 1975.
Banco de Crédito Rural de! Noroeste, S.A. Creado el 5 de julio de
1975, publicado en e! Diario Oficial de! 7 de julio de 1975.
Banco de Crédito Rural de! Norte, S.A. Creado el5 de julio de 1975,
publicado en el Diario Oficial de! 7 de julio de 1975.
Banco de Crédito Rural de! Pacífico-Norte, S.A. Creado e! 5 de julio
de 1975, publicado en e! Diario Oficial de! 7 de julio de 1975.
Banco de Crédito Rural de! Pacífico-Sur, S.A. Creado e! 5 de julio de
1975, publicado en e! Diario Oficial de! 7 de julio de 1975.
Banco de Crédito Rural de Occidente, S.A. Creado el 5 de julio de
1975, publicado en e! Diario Oficial de! 7 de julio de 1975.
Banco de Crédito Rural Peninsular, S.A. Creado e!5 dejulio de 1975,
publicado en e! Diario Oficial de! 7 de julio de 1975.
Banco Nacional de Crédito Rural, S.A. (BANRURAL). Creado e! 5 de
julio de 1975, publicado en e! Diario Oficial del 7 de julio de 1975.
Comisión de Desarrollo de la Tribu Serio Creada e! 10 de enero de!
1975, publicado en e! Diario Oficial de! 11 de febrero de 1975. El 25
de abril de 1977 se dispuso su disolución en e! Diario Oficial del 18 de
mayo de 1977.
Comisión Intersecretarial de! Limón. Creada el 14 de febrero de
1975, publicado en e! Diario Oficial de! 7 de marzo de 1975.
Comisión Nacional Coordinadora del Sector Agropecuario. Creada e!
8 de julio de 1975, publicado en e! Diario Oficial del 9 de julio de 1975.
Comisión Tripartita Agrícola. Creada el 12 de noviembre de 1975,
publicado en e! Diario Oficial de! 13 de noviembre de 1975; en 1982 ya
no funcionaba.
Comité Nacional de Fertilizantes. Creado e! 22 de abril de 1975,
publicado en e! Diario Oficial del 24 de abril de 1975.
Departamento de Asuntos Agrarios y Colonización (DACC). Creado en
1975. Se transforma en la Secretaría de la Reforma Agraria.
Financiera Nacional de Industria Rural, S.A. Creada el 27 de diciem-
bre de 1975, publicado en e! Diario Oficial del 5 de abril de 1976; susti-
tuyó al Fondo Nacional de Fomento Ejidal.
Impulsora Guerrerense de! Cocotero, S. de R.L. de I.p. y c.v Creada
el 12 de marzo de 1975, publicado en e! Diario Oficial de! 18 de marzo
de 1975.
Impulsora La Forestal, S. de R.L. de I.P. y C.v. Creada e! 4 de marzo
de 1975, publicado en el Diario Oficial de! 22 de mayo de 1975; se dis-
puso su disolución y liquidación en e! Diario Oficial de! 9 de mayo de
1985.
Industrial CONASUPO, S.A. de c.v., (ICONSA). Creada e! 31 de marzo de
1975.
Patronatos Estatales de Fertilizantes. Creados e! 22 de abril de 1975,
publicado en el Diario Oficial de! 24 de abril de 1975.
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Plan Maestro de Organización y Capacitación Campesina. Creado en
1975.
Plan Nacional Ganadero. Creado en 1975.
Productos Básicos para Fertilizantes, S.A. Creado el 23 de julio de
1975. EI26 de julio de 1978 se dispuso su disolución y liquidación en
el Diario Oficial del l° de 1978.
Promotora Ejidal. S.A. Creada el 3 de junio de 1975; el 5 de abril de
1979 se dispuso su disolución y liquidación, lo que se publicó en el
Diario Oficial del 23 de abril de 1979; aún continúa este proceso, publi-
cado en el Diario Oficial del 9 de mayo de 1975.
Promotora Nacional para la Producción de Granos Alimenticios, S. de
R.L. de I.P. de c.v. Creada el 8 de julio de 1975, publicado en el Dia-
rio Oficial del 9 de julio de 1975.
Beneficiadora de Frutas Cítricas y Tropicales de Colima, S.A de C.Y.
Creadas el 22 de marzo de 1976, constituida bajo la denominación de
Benenficiadora del Limón de Colima, S.A.
Centros de Investigación para la Integración Social. Creado el 30 de
agosto de 1976, publicado en el Diario Oficial del 31 de agosto de 1976.
Comisión de Conurbación de La Laguna. Creada el 5 de octubre de
1976, publicado en el Diario Oficial del 6 de octubre de 1976.
Comisión de Conurbación del Centro. Creada el 5 de octubre de
1976, publicado en el Diario Oficial del 6 de octubre de 1976.
Insecticidas y Fertilizantes Ejidales Mexicanos, S. de R.L. Creada el 19
de noviembre de 1976; se dispuso su disolución y liquidación el 2 de
octubre de 1979, publicado en el Diario Oficial del 9 de octubre
de 1975; aún continúa este proceso, publicado en el Diario Oficial del 9
de mayo de 1985.
Instituto Nacional de la Leche, constituido el 19 de noviembre de
1976, publicado en el Diario Oficial del 9 de diciembre de 1976.
Patronato Nacional de Tiendas y Granjas Agropecuarias Sedena.
Creado el 20 de septiembre de 1976, publicado en el Diario Oficial del
6 de octubre de 1976. Fue disuelto en diciembre de 1976.

JosÉ LÓPEZPORTILLO(1976-1982)

Departamento de Pesca. Creado el 24 de diciembre de 1976, publica-
do en el Diario Oficial del 29 de diciembre de 1976. Adquirió el rango
de Secretaria de Estado. Publicado en el Diario Oficial el 4 de enero de
1982.
Comisión Coordinadora para la Prepara ;jón y Levantamiento del
Padrón Nacional Campesino, Creada el ?ó de agosto de 1977, publi-
cado en el Diario Oficial del 1° de septiembre de 1977.
Comisión de Conurbación de la Des-.mbocadura del Río Pánuco.
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Creada el 2 de diciembre de 1977 publicado en el Diario Oficial del 9
de enero de 1978.
Comisión de Conurbación de Manzanillo-Barra de Navidad. Creada
el 2 de diciembre de 1977, publicado en el Diario Oficial del 9 de enero
de 1978.
Comité Técnico para la Fijación de Precios de Garantía o Mínimos de
Compras de Productos del Campo. Creado el 11 de mayo de 1977,
publicado en el Diario Oficial del 12 de mayo de 1977.
Coordinación General del Plan Nacional de Zonas Deprimidas y Gru-
pos Marginados (COPLAMAR). Creada el 17de enero de 1977, publicado
en el Diario Oficial del 21 de enero de 1977. Esta Coordinación desapa-
reció el 18 de abril de 1983, publicado en el Diana Oficial del 20 de
abril de 1983. Sus funciones fueron integradas en diversas dependen-
cias y entidades de la Administración Pública Federal: 1) El "Progra-
ma de Solidaridad Social por Cooperación Comunitaria", quedó a
cargo del Instituto Mexicano del Seguro Social. 2) El "Programa
CFE·COPLAMAR de Electrificación para Zonas Marginadas del Medio
Rural", quedó a cargo de la Comisión Federal de Electricidad. 3) Los
programas "Sistema CONASUPO-COPLAMAR de Abasto a Zonas Margina-
das" y "Sistema de Servicios Integrados de Apoyo a la Economía
Campesina en Zonas Marginadas", quedaron a cargo de la Compañía
Nacional de Subsistencias Populares. 4) El "Programa SAHOp·COPLAMAR

de Agua Potable y Caminos para Zonas Marginadas", quedó a car-
go de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en lo relativo a
caminos rurales. 5) El "Programa SAHOP·COPLAMAR para el Mejora-
miento de la Casa Rural", el "Programa de Unidades Básicas de Pro-
ducción Alimentaria" y el referido en el inciso anterior en lo concer-
niente a agua potable quedaron a cargo de la Secretaría de Desarrollo
Urbano y Ecología. 6) El "Programa SEP-COPLAMAR para el Estableci-
miento de Casas-Escuela para Niños de Zonas Marginadas", quedó a
cargo de la Secretaría de Educación Pública. 7) El "Programa de
Capacitación y Empleo Cooperativo para el Fomento de Recursos
Naturales en Zonas Marginadas", quedó a cargo de la Secretaría de la
Reforma Agraria.
Fertilizantes Mexicanos, S.A. Creado el 22 de noviembre de 1977.
Impulsora del Pequeño Comercio (IMPECSA). Creada el 6 de abril de
1977, publicado en el Diario Oficial del 24 de mayo de 19'17.
Instituto Nacional de Ovinos y Lanas. Creado el 8 de agosto de 1977,
publicado en el Diario Oficial del 12 de agosto de 1977.
Programa Alianza. Creado en 1977.
Programa de Productos Básicos. Creado en 1977.
Comisión Coordinadora para el Desarrollo Agropecuario del Distrito
Federal. Creado el 27 de diciembre de 1978, publicado en el Diario
Oficial del 29 de diciembre de 1978.
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Comisión Sectorial de Administración y Programación del Sector
Agrario. Creada e! 27 de marzo de 1978, publicado en el Diario Oficial
de! 29 de marzo de 1978.
Comité para la Fijación de las Tarifas para la Aplicación de Plaguici-
das en los Programas de Sanidad Agropecuaria. Creado el 12 de julio
de 1978, publicado en e! Diario Oficial del 19 de julio de 1978.
Comités Estatales de Apoyo a los Programas para la Determinación
de Coeficientes de Agostadero. Creado el 28 de agosto de 1978, publi-
cado en e! Diario Oficial de! 30 de agosto de 1978.
Fideicomiso para e! Desarrollo de la Zona Henequenera. Creado el12
de enero de 1978, publicado en e! Diario Oficial del 18de enero de 1978.
Fideicomiso para la Investigación, Cultivo y Comercialización del
Hule Natural. Creado el4 de abril de 1978, publicado en el Diario Ofi-
cial de! 30 de marzo de 1978.
Fondo de Fomento y Apoyo a la Agroindustria. Creado el 24 de agos-
to de 1978, publicado en e! Diario Oficial del 25 de agosto de 1978. Se
autorizó su extinción, publicado en e! Diario Oficial del 13 de febrero
de 1985.
Plan Nacional Agropecuario. Creado en 1978.
Plan Nacional de Reforestación. Creado en 1978.
Plan Nacional de Desarrollo Pesquero. Creado en 1978.
Banco Nacional Pesquero y Portuario, S.A. Creado el 30 de diciembre
de 1979, publicado en e! Diario Oficial del 31 de diciembre de 1979.
Comisión para la Elaboración del Inventario Nacional de Productos
Básicos. Creada e! 25 de mayo de 1979, publicado en el Diario Oficial
de! 29 de mayo de 1979.
Comisión Nacional de Desarrollo Agroindustrial. Creada el 17 de
agosto de 1979, publicado en el Diario Oficial del 21 de agosto de 1979.
Fondo Ganadero. Creado e! 28 de diciembre de 1979, publicado en el
Diario Oficial de! 21 de abril de 1980. Se fusionaron con este Fondo los
siguientes Fideicomisos: 1) Fideicomiso para la Adquisición de Crías
Hembras de Ganado Bovino, de Razas Especializadas en Producción
de Leche, para su Crianza, Desarrollo y Venta en Estado de Gestación
a Pequeños Ganaderos y Ejidatarios; 2) Fideicomiso para el Fomento
de la Producción, Industrialización y Comercialización de la Lana, 3)
Fideicomiso Ganadero Ejidal.
Centro de Estudios Históricos del Agrarismo en México. Creado el 29
de febrero de 1980, publicado en e! Diario Oficial del 10 de marzo de
1980.
Centro Nacional de Investigaciones Agrarias. Creado el 3 de enero de
1980, publicado en el Diario Oficial de! 15 de enero de 1980.
Comité Consultivo de Planeación y Fomento Industrial de Productos
Básicos. Creado e! 7 de julio de 1980, publicado en el Diario Oficial del
16 de julio de 1980.
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Comité Consultivo para el Control, Planeación, Combate y Erradica-
ción de la Roya del Cafeto. Creado el 8 de enero de 1980, publicado
en el Diario Oficial del 10 de enero de 1980.
Comité Financiero en Apoyo del Programa de Productos Básicos.
Creado ello. de septiembre de 1980, publicado en el Diario Oficial del
9 de septiembre de 1980, el cual funcionará en tanto se constituya y
opere el Fideicomiso Fondo de Garantia y Fomento a la Producción,
Distribución y Consumo de Productos Básicos.
Comités Directivos de los Distritos de Temporal. Creado el 27
de diciembre de 1980, publicado en el Diario Oficial del 2 de enero de
1981.
Fideicomiso de Riesgo Compartido. Creado el 27 de diciembre de
1980, publicado en el Diario Oficial del 2 de enero de 1981.
Fideicomiso para el Fomento y Apoyo del Desarrollo Pesquero. Crea-
do el 24 de octubre de 1980, publicado en el Diario Oficial del 31 de
octubre de 1980.
Fondo de Garantia y Fomento a la Producción, Distribución y Consu-
mo de Productos Básicos. Creado ello. de septiembre de 1980,
publicado en el Diario Oficial del 9 de septiembre de 1980.
Fondo para el Desarrollo Comercial. Creado el 17 de marzo de 1980,
publicado en el Diario Oficial del 24 de marzo de 1980.
Instituto de Capacitación Agraria. Creado el 25 de noviembre de
1980, publicado en el Diario Oficial del lo. de diciembre de 1980.
Promotora del Maguey y del Nopal. Creada el t de junio de 1980,
publicado en el Diario Oficial del 30 de junio de 1980.
Sistema Alimentario Mexicano (SAM). Creado el 18 de marzo de 1980;
dejó de funcionar en 1982.
Unidad de Coordinación General de Programas para Productos Bási-
cos. Creada el 4 de febrero de 1980, publicado en el Diario Oficial del 7
de febrero de 1980. Desapareciendo en enero de 1983, publicado en
el Diario Oficial del 19 de enero de 1983.
Unión Nacional de Productores de Azúcar, S.A. de C.v. Creada el 28
de diciembre de 1980, publicado en el Diario Oficial del 30 de diciem-
bre de 1980.
Comisión Técnico-Consultiva y de Coordinación de Asuntos Agrarios
en los Distritos de Riego, de Temporal y de Drenaje. Creada el 24 de
junio de 19'81,publicado en el Diario Oficial del 12 de agosto de 1981.
Comités Locales de Abasto. Creados el 17 de septiembre de 1981,
publicado en el Diario Oficial del 21 de septiembre de 1981.
Fideicomiso de Promoción Rural. Creado el 30 de junio de 1981,
publicado en el Diario Oficial del 2 de julio de 1981.
Instituto Nacional de Capacitación del Sector Agropecuario, A.e.
Creado el 22 de septiembre de 1981, publicado en el Diario Oficial del
21 de octubre de 1981.
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Colegio Superior Agropecuario del Estado de Guerrero. Creado el 3
de septiembre de 1982, publicado en el Diana Oficial del 13 de sep-
tiembre de 1982.
Comité Planificador de Desmontes del Sector Agropecuario y Fores-
tal. Creado e! 18 de marzo de 1982, publicado en el Diario Oficial de!
20 de mayo de 1982, como una Unidad Asesora del Secretario de
Agricultura y Recursos Hidráulicos.
Fideicomiso Campaña Nacional contra la Garrapata. Creado el 4 de
junio de 1982, publicado en el Diario Oficial de! 24 de junio de 1982; se
dispuso su extinción, publicado en el Diario Oficial del 9 de mayo de
1985.
Instituto de Educación Agrícola Superior. Creado el 3 de septiembre
de 1982, publicado en el Diana Oficial de! 13 de septiembre de 1982.
Instituto Nacional de Inseminación Artificial y Reproducción Animal.
Creado e! 3 de septiembre de 1982, publicado en e! Diario Oficial el 13
de septiembre de 1982.
Instituto Nacional de Investigaciones Pecuarias. Creado el 3 de sep-
tiembre de 1982, publicado en el Diana Oficial del 13 de septiembre de
1982.

MIGUEL DE LA MADRID HURTADO (1982-1988)"

Azúcar, S.A. de c.v. Creada el 7 de julio de 1983, publicado en e! Dia-
na Oficial del 13 de julio de 1983, que sustituye a la Unión Nacional de
Productores de Azúcar, S.A. de c.v.
Banco Continental Ganadero, S.N.C. Creado e! 26 de agosto de 1983,
publicado en el Diario Oficial del 29 de agosto de 1983; se incorporó a
esta Sociedad e! Banco Ganadero.
Comisión Nacional de Alimentación, publicado en e! Diario Oficial del
14 de octubre de 1983.
Comisión Técnica para el Programa de Empleo Rural. Creada el 20
de abril de 1983, publicado en e! Diario Oficial del 26 de abril de 1983.
Comités Mixtos de Productividad. Creados e! 17 de mayo de 1983,
publicado en e! Diario Oficial de! 19 de mayo de 1983.
Financiera Industrial Agrícola, S.C. Creada e! 26 de agosto de 1983,
publicado en el Diario Oficial del 29 de agosto de 1983.
Gabinete Especializado de Asuntos Agropecuarios. Creado el 18 de
enero de 1983, publicado en el Diana Oficial del 19 de enero de 1983.
Programa Nacional Agropecuario y Forestal. Creado en abril de 1983.
Programa Nacional de Alimentación (1983-1988). Creado el 17 de
octubre de 1983.

* Información recabada hasta 1985.
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Programa para la Producción, Abasto y Control del Paquete Básico de
Consumo Popular. Creado en 1983.
Comisión de Alimentación del D.F. Creada el 23 de octubre de 1984.
Programa Nacional de Fortalecimiento Ejidal y Comunal. Creado el
16 de noviembre de 1984.
Programa para la Estructuración, Operación y Desarrollo del Sistema
Nacional para el Abasto (1984-1988), publicado en el Diario Oficial del
27 de septiembre de 1984.
Programa Nacional de Desarrollo Rural Integral, publicado en el Dia-
rio Oficial del 16 de mayo de 1985.

DE LAS SIGUIENTES INSTITUCIONES NO SE CONSIGUIÓ SU FECHA DE

CONSTITUCIÓN

Alimentos del Fuerte, S.A. de c.v.
Alimentos Tor, S.A., en proceso de liquidación, publicado en el Diario
Oficial del 15 de noviembre de 1982.
Beneficiadora de Frutas Cítricas y Tropicales de Guerrero, S.A. de
C.v.
Beneficiadora de Frutas Cítricas y Tropicales de Oaxaca, S.A. de c.v.
Fideicomiso para Créditos en Áreas de Riego y de Temporal.
Fideicomiso para Créditos en la Siembra de Frijol o Maíz a Campesi-
nos del Sur de Sinaloa, en proceso de extinción, publicado en el Diario
Oficial del 15 de noviembre de 1982.
Fideicomiso para Diferir las Obligaciones Correspondientes al 50% de
los Costos de Combustible y Energía Electrica de Ejidatarios y Agri-
cultores, en proceso de liquidación, publicado en el Diario Oficial del
15 de noviembre de 1987.
Fideicomiso para el Establecimiento de un Sistema de Comercializa-
ción de Productos Agrícolas Perecederos; se encuentra en proceso de
extinción en 1982.
Fideicomiso para el Otorgamiento de Becas a Campesinos Candelille-
ros.
Fideicomiso para Estudios y Planes de Desarrollo Agropecuario y Pro-
grama de Crédito Agrícola: se autorizó su extinción, publicado en el
Diario Oficial del 13 de febrero de 1985.
Fideicomiso para la Capacitación Forestal Campesina; se acordó su
extinción, publicado en el Diario Oficial del 9 de mayo de 1985.
Fideicomiso para la Rehabilitación de la Agricultura en la Comarca
Lagunera.
Fideicomiso para la Siembra del Maíz, Frijol y Aguacate, en proceso
de liquidación, publicado en el Diario Oficial del 15 de noviembre de
1982.
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Fideicomiso para Otorgar Créditos a Agricultores en Diversas Regio-
nes del Estado de Chihuanua; en proceso de liquidación, publicado
en el Diario Oficial del 15 de noviembre de 1982.
Fideicomiso para Otorgar Créditos a Agricultores de Matamoros,
Tamaulipas, en proceso de liquidación, publicado en el Diario Oficial
del 15 de noviembre de 1982.
Fideicomiso para Otorgar Créditos Agropecuarios en San Pedro de
las Colonias, Coahuila.
Fideicomiso para que se Otorguen Créditos hasta por el 50% de los
Costos de Operación para el Cultivo de Algodón y Sorgo, en proceso
de liquidación, publicado en el Diario Oficial del 15 de noviembre de
1982.
Fondo Especial para Financiamiento Agropecuario.
Fondo para el Fomento en la Ganadería de Exportación; se acordó su
extinción, publicado en el Diario Oficial del 9 de mayo de 1975; sus
funciones y recursos pasan al Fondo Ganadero.
Frutícola Mercantil, S.A., se fusionó con Proveedora CONAFRUT, SA.,

subsistiendo la primera como fusionante; publicado en el Diario Oficial
del 9 de mayo de 1985.
Impulsora Ganadera de Michoacán, S.A. de C.v., continúa en proce-
so de disolución y liquidación, publicado en el Diario Oficial del 9 de
mayo de 1985.
Insecticidas y Fertilizantes Mexicanos, S. de R.L.
Productos Industrializados de Café, S.A.; se dispuso su disolución y
liquidación, publicado en el Diario Oficial del 9 de mayo de 1985.
Promotora Industrial de Café, S,A. de CV; se dispuso su disolución y
liquidación, publicado en el Diario Oficial del 9 de mayo de 1985.
Proveedora CONAFRUT, S.A.
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1IlGRaulSalinas de Gortari D
GAGRARISMO y AGRICULTURA

EN EL MÉXICO
INDEPENDIENTE

y POSTREVOLUCIONARIO
El presente volumen, Agrarismo y agricultura en el México inde-
pendiente y postrevolucionario de Raul Salinas de Cortari, toca
el discutido tema del campo con una amplia base teórica y un
enfoque totalmente abierto que no soslaya temas considera-
dos espinosos. "Cualquier intento modemizador del campo
-dice el autor- permite afirmar que ya no puede
encauzarse sólo por la propiedad privada; tiene que entender-
se como la modernización de la sociedad rural en su conjunto
y, a la vez, como la transformación de las relaciones entre el
Estado y los campesinos, el campo y la ciudad, la economía
campesina y el mercado internaciona1."

El problema del campo y su resolución demandan de un
conocimiento histórico del mismo y en este libro el autor se
remonta al reparto de tierras y al reparto de naturales en la
Nueva España, considerándolos causas decisivas del mo-, 8vimiento de Independencia; se analiza a continuación el pro- e

blema agrario durante el siglo XIX y en especial durante el por- ~
fir iato en el intento de explicar el pensamiento agrarista de la o
Revolución de 1910 y que, siguiendo una evolución lógica, ha 8
influido a los gobiernos revolucionarios hasta la fecha. Pocas ~
páginas bastan a Salinas de Cortari para hacer una semblanza rs"
histórica que abarca siglos. o

¡_,..
Libro de lectura indispensable, hace también pensar al lec- 6

tor que no puede menos que estar de acuerdo con sus tesis ~
torales, en especial cuando asegura que el fondo del jl
problema agrícola y agrario no es sólo de producción, de con- ~
sumo o de distribución del producto, sino que se trata de un i
problema político que radica en la forma de articulación del o
Estado con los campesinos. Por eso su solución tiene que ser '~
política. Q
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